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LOS JUICIOS DE MENOR CUANTÍA EN LA LEGISLACIÓN ECUATORIANA 
 
En el presente trabajo investigativo abordaré el tema sobre los juicios de menor cuantía y la 
propuesta de ascensión hasta 20.000 dólares, cuyo tema lo considero de gran importancia 
jurídica, no solo porque existe una necesidad que demanda un cambio urgente en la 
administración procesal de justicia con respecto al tema, sino además por la razón de que la 
actual cuantía considerada de hasta 5.000 dólares no cubre la participación de los sujetos 
procesales, el trabajo de los funcionarios judiciales.  Es precisamente por las razones 
enunciadas por las que indagaré sobre los procedimientos establecidos para los mismos, sus 
principales características y las diferencias con relación al proceso de conocimiento ordinario. 
También hablaré sobre la intervención de la mediación y los Jueces de Paz, las leyes que le 
atribuyen nuestra legislación y el procedimiento ante la justicia de Paz. Finalizaré con la 
propuesta esperando contribuir con la reducción de la corrupción existente en este tipo de 



















































Existe una gran tendencia en los países latinoamericanos a implementar sistemas en sus 
legislaciones para tratar de descongestionar  los procesos saturados. 
 
Según la Constitución de la República del Ecuador, la realización de la justicia se logra 
mediante el sistema procesal, que viene a ser un medio para alcanzar su fin, y para que el 
sistema procesal pueda cumplir este objetivo, la sustanciación de los procesos se llevará a 
cabo mediante la aplicación de un sistema efectivo, rápido y eficaz, para lograrlo en el caso de 
los trámites de menor cuantía sugiero el incremento de la cuantía en los procesos considerados 
de ínfima de 5.000 a 20.000 dólares, descongestionando así la administración de la justicia que 
se encuentra estancada y receptando juicios que no son propiamente del caso como los de 
adquisición extraordinaria de dominio. 
 
Actualmente se encuentra establecido que las demandas de la cuantía menor serán 
aquellas en las que el valor de la cosa litigiosa no excede los cinco mil dólares en el caso del 
Ecuador, pero el monto de estas demandas variará según la cuantía que imponga cada 
legislación.  
 
El legislador ecuatoriano con la finalidad de lograr el descongestionamiento de causas 
dentro de la función  judicial, ha implementado procesos y formas de evacuar las pretensiones 
en conflicto de los diferentes actores de nuestra sociedad, ejecutando procedimientos, a fin de 
que éstos concluyan de una manera más rápida. Frente a la buena voluntad de nuestros 
legisladores, nos encontramos con fallas y vacíos que se provocan por la falta del debate de la 
normativa que va a ser impulsada o por falta de entendimiento del procedimiento civil y del  
desarrollo de los procesos que se efectúan en ese ámbito. 
 
Este es el caso de los procesos ordinarios de mínima cuantía que han sido reformados 
recientemente en aplicación al Código Orgánico de la Función Judicial, en sus disposiciones 
reformatorias y derogatorias, para el Art. 407 del Código de Procedimiento Civil.  
 
Lamentablemente la cantidad de procesos que soportan los juzgados civiles en todo el 
país, sumado a una deficiente  normatización técnico – jurídica, ya que al  no ser claras las 
disposiciones que norman los procesos ordinarios de mínima cuantía, provocan la 




varias causas, todo esto ha hecho imposible que se cumplan los principios de celeridad 
procesal, preclusión y concentración. 
 
La propuesta de recurrir a la ley de Mediación como método alternativo de solución de 
conflictos nos permitirá la solución de casos de menor cuantía y descongestionamiento de los 
mismos, en los juzgados. 
 
En el desarrollo de mi tesis expongo de manera relevante los tipos de juicios 
especialmente el juicio ordinario el mismo que enmarca al juicio de menor cuantía con cada 
una de sus etapas para de esta manera tener mayor conocimiento del proceso. 
 
El capítulo I realiza un enfoque sobre el problema a estudiar, puntualizando entre otros 
temas el planteamiento, formulación del problema, interrogantes de investigación, objetivos y 
justificación. 
 
El capítulo II contiene temas referentes al Marco Teórico como son antecedentes de la 
investigación, fundamentación jurídica, doctrinaria, legal, y teórico científica, tratando los 
siguientes temas principales: 
 
En el primer tema trataré sobre las generalidades que comprenden conceptos de 
Derecho Procesal, Ubicación de esta rama del Derecho, su objeto, naturaleza y características 
de las leyes Procesales, entre otros. 
 
En el segundo tema  me enfocaré en la Jurisdicción y Competencia, tratando de  
distinguir sus atributos, límites, clasificación,  suspensión, pérdida, la competencia, la 
incompetencia y sus efectos, realzando además en este tema la Mediación y Jueces de Paz ya 
que mi propuesta enmarcará esta alternativa de solución de conflictos. 
 
En el tercer tema profundizaré acerca de los actos preparatorios para una mayor 
comprensión de mi tema. 
 
Continuando con el Título IV enfatizo sobre los tipos de juicios para poder distinguir las 
características de un juicio ordinario, verbal sumario, ejecutivo, menor cuantía, este último con 





En el capítulo III, expongo entre otros temas  importantes,  los métodos a utilizar para el 
desarrollo de mi tesis, la población y muestra, la matriz de operacionalización de variables y 
las técnicas e instrumentos y recolección de datos.  
 
En el Capítulo IV a través de una población muestral, con la aplicación de técnicas de 
investigación como la encuesta y la entrevista, analizaré la problemática en que se encuentra  
el sistema procesal  en busca de una mejor solución tratando de investigar si es factible y 
positivo el incremento de la cuantía de 5.000 a 20.000 con el afán de descongestionarlo, 
describiré los resultados obtenidos de la aplicación de las encuestas y realizaré el análisis e 
interpretación de los resultados. Con esta información estableceré la propuesta con el fin de 
hallar una justicia rápida, simple y eficaz. 
 
Finalmente realizo las conclusiones, recomendaciones y la exposición del capítulo V 
con mi propuesta, basada en la mediación como medio alternativos de solucionar conflictos,  
con el objetivo de dar una tramitación eficiente a estos procesos de menor cuantía que se 
















1.1.- Planteamiento del problema 
 
La importancia y trascendencia del problema socio-jurídico de “LOS JUICIOS DE 
MENOR CUANTIA CON RESPECTO AL ART. 407 DEL C.P.C.” REFORMADO POR EL 
CÓDIGO ORGANICO DE LA FUNCIÓN JUDICIAL.”, se basa en la necesidad de ayudar a 
la administración de justicia para que sea aplicada con celeridad y defender la integridad de las 
personas y sus bienes; de esa forma poder proteger sus derechos civiles, sobre todo, el de tener 
una administración de justicia eficiente y oportuna que resuelva sin demoras innecesarias sus 
controversias.  
 
El sistema de administración de justicia en nuestro país sufre de un gran colapso, no 
solamente en el área civil sino también en otras áreas, presentando serias dificultades en la 
aplicación de la ley. 
 
Se hace imprescindible llegar a conclusiones que determinen la efectividad y 
aplicabilidad de estos trámites abreviados que, según lo determina la ley, tienen como 
propósito principal el desahogar la administración de justicia en el país.  
 
Los juicios ordinarios de mínima cuantía en la legislación ecuatoriana, inician un 
nuevo panorama jurídico a partir de la expedición del Código Orgánico de la Función Judicial, 
publicado en el Registro Oficial – Suplemento – 544 de 9 de marzo de 2009, en sus 
Disposiciones Reformatorias y Derogatorias, reemplazando íntegramente el contenido del Art. 
407 del Código de Procedimiento Civil.  
 
Entre estas disposiciones reformatorias tenemos las siguientes:  
 
El Art. 407 del Código de Procedimiento Civil, antes, establecía que el monto para 
demandas de trámite de mínima cuantía era de veinte dólares. Con la reforma efectuada por el 
Código Orgánico de la Función Judicial, pasó a la cuantía de hasta cinco mil dólares de los 




término de dos días; actualmente lo puede hacer en el término de ocho días, dándole la 
oportunidad de la defensa, con un mayor tiempo para prepararla.  
 
En el procedimiento anterior, había el término de prueba de tres días para que las 
partes puedan justificar en derecho sus posiciones; actualmente con el nuevo  procedimiento, 
las pruebas  ya deben ser actuadas con anterioridad, o en su  defecto, el demandante las deberá 
anunciar con antelación aquellas que deban practicarse en la audiencia de conciliación y 
juzgamiento. En esta audiencia, el juez deberá emitir su sentencia, la cual será reducida a 
escrito dentro de cuarenta y ocho horas; y notificadas a las partes, de lo cual solamente se 
podrá apelar con efecto devolutivo ante la Corte Provincial de Justicia. Este trámite no 
contendrá recurso de casación o de hecho.  
 
A pesar de que hubo la buena intención del legislador al implementar esta nueva 
normativa, que buscó era descongestionar los servicios de la administración pública, en 
aquellos montos de mínima cuantía que no sobrepasen los cinco mil dólares; en la práctica no 
se ha cumplido y estimo que al incrementar el valor de 5.000 dólares reformado en el COFJ al 
valor de 20.000 dólares, se podría conseguir una mejor aplicación de la ley en cuanto a la 
administración de justicia para este tipo de juicios.   
 
Finalmente he podido advertir que, un gran porcentaje de las demandas, tienen 
relación con los juicios extraordinarios de adquisición de dominio, dejando de lado el trámite 
tradicional para esta clase de juicios. 
 
1.1.1 Ubicación del problema en un contexto socio-cultural 
 
El  problema de la administración de justicia en cuanto a los juicios de menor cuantía 
afecta a una gran  mayoría  de  usuarios, a nivel del país, y es así  que los juzgados se 
encuentran  saturados con este tipo de procesos, debido a la gran acumulación de causas sin 
haberse finalizado debido a la poca atención e interés por parte de los funcionarios ya que no 
compensan los esfuerzos realizados. 
 
Estos  procesos no resueltos generan malestar en los ciudadanos  quienes  no saben 
que alternativa tomar para solucionar sus dificultades legales, ocasionando también 
desconfianza hacia la administración de justicia e incluso dejando en indefensión a quienes 






1.1.2 Delimitación del problema 
 
Delimitación de contenido  
 
Campo: Jurídico  
Área: Derecho Civil 




La investigación se realizará en los Juzgados Civiles de Quito. 
 
Delimitación temporal 
El trabajo de investigación se desarrollará durante el año 2014. 
 
Unidades de Observación 
 
Juzgados Civiles 
Procesos Judiciales en materia civil.  
 
1.1.3  Formulación del problema.- 
 
 
¿El valor de 5.000 dólares como límite en los juicios de menor cuantía congestiona  
los procesos en el sistema judicial, ocasionando vulneración a los derechos de los ciudadanos 
en lo concerniente a la administración de justicia por parte de la Función Judicial?. 
 
1.1.4  Evaluación del problema 
 
 
Claro: El Problema es claro y conciso debe tomarse soluciones inmediatas con respecto a 
los procesos de menor cuantía. 
 
Evidente: Es prioritario el aumento en valor topo de la cuantía considera como menor es 
decir de 5.000 usd. a 20.000  usd.  para que se agiliten los trámites y exista una administración 





Concreto: El problema ha sido redactado en forma corta, directa y precisa ya que se 
pueden deducir las ideas principales. 
 
Factible: La realización de la tesis es factible ya que no necesita de grandes desembolsos 
económicos sino de perseverancia y constancia. 
 





1.2.1 Objetivo general: 
 
 Proponer la necesidad urgente de incrementar el valor límite para los juicios de menor 
cuantía en nuestra legislación, a través del conocimiento fundamentado de sus procesos,  
con la finalidad de conseguir la descongestión de las causas represadas en los juzgados 
civiles. 
 
1.2.2 Objetivos Específicos: 
 
 Diagnosticar la situación del sistema procesal en juicios de menor cuantía a través del 
conocimiento fundamentado de sus  procesos.  
 
 Conocer los efectos que conlleva la aplicación de la actual reforma del COFJ al art. 407 
del Código de Procedimiento Civil. 
 
 Fundamentar el procedimiento específico en la ejecución de los juicios de menor cuantía. 
 
 Obtener un cabal conocimiento sobre la fundamentación teórica-práctica de los litigios de 
menor cuantía.  
 









1.3  Justificación 
 
La cuantía, según COUTURE, es la “especificación económica del asunto disputado en 
juicio, ya sea por el valor de los bienes, el monto del crédito o la estimación ficta de aquel, hecha por 
la ley o por las partes” 
 
El acceso a la justicia de las reclamaciones de pequeña cuantía es uno de los puntos 
principales de la administración de justicia en muchos países. Las reformas emprendidas en 
otros lares dan cuenta de esa ocupación, con el lema de buscar mecanismos que guíen una 
tutela más rápida, eficaz y adecuada. 
 
La justicia de las pequeñas causas es importante porque fomenta la confianza en la 
administración de justicia; las personas se sienten respaldadas por ella aunque la cuantía de su 
reclamación sea pequeña.  
 
En todo este tiempo la justicia se ha visto afectada  por  retardos, demoras, corrupción 
y otros factores administrativos en los procesos jurídicos de menor cuantía que cada vez se ha 
venido tornando de manera evidente e intolerable prevaleciendo la idea de encontrar un 
cambio urgente en el sistema administrativo que facilite los trámites e inconvenientes que 
congestionan y retrasan los procesos.  
 
Por lo anteriormente expuesto es vital que el Estado dedique más atención a este 
espacio, que de ninguna manera puede ser considerado como una justicia de menor 
importancia. 
 
La posibilidad de incrementar en el valor considerado como límite impuesto por el 
COFJ a 20.000 dólares, lo considero un mecanismo necesario para así cubrir un gasto esencial 
para la participación de los sujetos procesales, trabajos de los funcionarios judiciales, 













2.1   Antecedentes  investigativos 
 
Los juicios ordinarios de mínima cuantía se encuentran estipulados como una 
alternativa a los tradicionales juicios ordinarios que hoy en día se tramitan, dando una opción 
más expedita y rápida para la resolución de conflictos que propongan los litigantes. Este tipo 
de juicios están amparados en lo dispuesto en el Art. 59 del Código de Procedimiento Civil el 
cual manifiesta que: “Toda controversia judicial que, según la ley, no tiene un procedimiento especial 
se ventilará en juicio ordinario”, cuyo trámite de mínima cuantía recientemente fue reformado de 
acuerdo a lo dispuesto en el Código Orgánico de la Función Judicial, que fue publicado en el 
Registro Oficial Suplemento 544 del 9  de marzo del 2009 y que específica en las 
disposiciones reformatorias y derogatorias que modifica al Art. 407 del Código de 
Procedimiento Civil, puesto que la cuantía necesaria para que se proceda a tramitar el proceso 
de acuerdo a  este artículo, se incrementó de ser menor a de cinco mil dólares. 
 
Y es que el Art. 407 del Código de Procedimiento Civil, anteriormente ponía como  
condicionante que los juicios de menor cuantía, no debían sobrepasar los  veinte dólares 
americanos, lo cual en la actualidad y realidad jurídica, era prácticamente inaplicable. 
 
Esta era una realidad inexplicable y muy poco práctica el suponer que alguien 
propusiera una contienda jurídica por un monto máximo de veinte dólares, lo cual no se 
compadecía con el principio de la economía procesal; es decir, costaría mucho más el juicio, 
con todo lo que ello implica: peritos, honorarios profesionales del abogado, diligencias 
judiciales, etc., que la cuantía del juicio por la cual se iniciaba el pleito. 
 
Ante esta situación, el legislador considerando que el cambio radical de la justicia era 
una de las demandas populares más importantes que llevó al pueblo ecuatoriano a convocar a 
una Asamblea Constituyente para reformar el marco jurídico que regiría al país en los 
próximos años; anhelo de las ciudadanas y ciudadanos ecuatorianos de contar con leyes 
acordes al nuevo siglo XXI, ya que es primordial que el Estado garantice a los ciudadanos el 
goce efectivo de los derechos constitucionales y desarrollar progresivamente el contenido de 




CODIFICACIÓN DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL, Registro Oficial 
Supl. 58: 12 de julio de 2005 
 
Vale precisar que  la Ley Orgánica de la Función Judicial, promulgada en el Registro 
Oficial 636 del 11 de septiembre de 1974, era incompatible con las normas constitucionales y 
estándares internacionales de derechos humanos y Administración de Justicia y no respondía a 
la realidad social del Ecuador del siglo XXI y tampoco estaba acorde con lo previsto en los 
artículos 3.1, 11.8, 84 y 85 de la Constitución de la República del 2008, como máxima norma 
jurídica del Estado ecuatoriano. 
 
Es así como los legisladores aprueban la vigencia del nuevo Código Orgánico de la 
Función Judicial, publicado en el suplemento de Registro Oficial No. 544, del 09 de marzo de 
2009, en las disposiciones reformatorias y derogatorias, en el No. 23, reemplaza el Art. 407 
del Código de Procedimiento Civil, e implementa una nueva forma de tramitación de los 
juicios ordinarios de menor cuantía, señalando que no pasen de cinco mil dólares de los 
Estados Unidos de América. 
 
La Corte Nacional de Justicia, mediante Resolución sin número del 1 de abril de 2009, 
publicada en el Registro Oficial No. 572 del 17 de abril de 2009, considerando que, existen 
dudas en cuanto al alcance de algunas de las disposiciones del nuevo Código Orgánico de la 
Función Judicial y que es necesario unificar los criterios y procedimientos en la aplicación de 
la Ley, a fin de precautelar la seguridad jurídica a que tienen derecho los ciudadanos; en uso 
sus facultades resolvió dictar las “Normas de Procedimiento” respecto del Código Orgánico de 
la Función Judicial. 
 
2.2  Fundamentación teórica 
 
2.2.1  Fundamentación doctrinaria 
 
El Código Orgánico de la Función Judicial en sus Disposiciones reformatorias y 
derogatorias, en su numeral 2: “A la Codificación del Código de Procedimiento 
Civil, publicada en el Registro Oficial 58 del 12 de julio de 2005: 23. El artículo 
407 se reemplaza por el siguiente: 
 
Art. 407.- Si se trata de demandas cuya cuantía no pase de cinco mil dólares de 
los Estados Unidos de América, se presentará ante la Jueza o Juez de lo civil 
respectivo, acompañada de la prueba que disponga el actor o anuncie la que deba 




La Jueza o Juez mandará a citar al demandado, quien en el término de ocho días 
podrá contestar la demanda proponiendo excepciones, a las que acompañará la 
prueba de que disponga y anunciará la que deba actuarse en la audiencia de 
conciliación y juzgamiento. 
 
Transcurrido el tiempo señalado, con o sin contestación, la Jueza o el Juez fijará 
fecha para la audiencia de conciliación y juzgamiento, la que se realizará no 
antes de tres días ni después de ocho días de la fecha de señalamiento. 
 
Si inasisten ambas partes a la audiencia de conciliación y juzgamiento, la Jueza o 
Juez dará por concluido el proceso y dispondrá su archivo, al igual que si inasiste 
la parte demandante. Si inasiste el demandado, la Jueza o Juez declarará su  
rebeldía, mandará en el mismo acto a practicar la prueba solicitada por el actor y 
dictará su fallo. 
 
Si asisten las dos partes, la Jueza o el Juez promoverá la conciliación entre ellas.  
 
Si esta alcanza la totalidad del litigio, la Jueza o el Juez dictará sentencia 
aprobándola, de no contravenir a derecho. Si no hay acuerdo o si éste es parcial o 
no es homologado por ser contradictorio a derecho, la Jueza o Juez dispondrá que 
a continuación se practiquen las pruebas que hayan sido solicitadas por las 
partes. 
 
En la audiencia, se recibirán las declaraciones testimoniales, la absolución de 
posiciones y la declaración de los peritos, así como se examinarán los documentos 
y objetos que se hayan adjuntado; inmediatamente se concederá la palabra a las 
partes para que aleguen, comenzando por el actor. 
 
Si la audiencia se extiende más allá de las dieciocho horas, se suspenderá para 
continuarla en el día siguiente y así hasta concluirla. No podrá interrumpirse en 
ningún caso, salvo fuerza mayor. 
 
Escuchados los alegatos, la Jueza o el Juez dictará en el mismo acto sentencia, la 
que será reducida a escrito y debidamente fundamentada en el término de 
cuarenta y ocho horas y se notificará a las partes en las veinticuatro horas 
siguientes. 
 
Únicamente se podrá apelar de la sentencia con efecto devolutivo. De la sentencia 




La Corte Provincial resolverá por el mérito de los autos, dentro del término de 
cinco días de recibido el proceso. 
 
El incumplimiento de los términos para sustanciar el procedimiento, será 
sancionado de conformidad con las disposiciones del Código Orgánico de la 
Función Judicial.”  
 
Para la aplicación del juicio ordinario de mínima cuantía, de acuerdo a la doctrina, 
deben concurrir los siguientes requisitos: 
 
1) Que la cuantía del juicio no exceda los cinco mil dólares de los Estados  
Unidos de América; y,  
 





a) Es un juicio declarativo, ya que versa sobre los hechos dudosos y controvertidos que deben 
ser determinados por el juez, mediante declaración inequívoca al respecto. 
 
b) Es un juicio ordinario o común, pues se aplica a toda clase de acciones, limitado 
únicamente por la cuantía. Este juicio, entonces, es de aplicación general. 
 
c) Es un juicio extraordinario o especial, por cuanto su estructura difiere del juicio ordinario de 
mayor cuantía, regulado en el Libro Segundo del Código de Procedimiento Civil. 
 
d) Es un procedimiento más breve y concentrado que el juicio ordinario de mayor cuantía. 
 
e) Esta clase de juicios es de conocimiento de los administradores de justicia, cuando la 
cuantía no supera los cinco mil dólares de los Estados Unidos de América. 
 
f) Según la doctrina, los criterios para la valoración de la demanda, de dos formas: una, confiar 
la valoración al criterio del juez, aplicando la “sana crítica”; y la segunda, es dejarla a la 






g) Al presentar la demanda, el actor deberá acompañar la prueba de que disponga o anuncie la 
que deba actuarse en la audiencia de conciliación y juzgamiento. 
 
h) El demandado podrá proponer las excepciones de que se crea asistido y aquellas permitidas 
por el Código de Procedimiento Civil (dilatorias, perentorias y de puro derecho). 
 
i) Si ambas partes inasisten a la audiencia de conciliación y juzgamiento, el juez dará por 
concluido el proceso y dispondrá su archivo. 
 
j) La audiencia no podrá suspenderse bajo ningún motivo, salvo caso de fuerza mayor. 
 
k) Esta clase de juicio no permite la “reconvención”, es decir una contrademanda, con lo cual 
se vulnera el derecho a la defensa; ni tampoco permite que se interponga los recursos de 
casación ni de hecho. Por tanto esta clase de juicios, son declarativos. 
 
l) De la sentencia solamente se podrá apelar ante la Corte Provincial de  Justicia, pero con 
efecto devolutivo; para lo cual los jueces que conocieren de la apelación resolverán en mérito 
de los autos, dentro del término de cinco días de recibido el proceso. 
 
El tratadista Giuseppe Chiovenda, señala que las sentencias de pura declaración, como 
el caso de los juicios ordinarios de mínima cuantía son: 
 
“las que estiman la demanda del actor cuando tiende, no a la realización del 
derecho, sino cuando se limita a pedir que sea declarada la existencia de su 
derecho o la inexistencia del derecho ajeno (declaración positiva o negativa). Es 
ésta también otra forma de actuación de la voluntad de la ley en el caso concreto, 
y la primera etapa hacia el camino de la actuación de ésta, como de cualquier 
voluntad, es precisamente la formulación de la voluntad de manera externa y 
precisa. Esta formulación se encuentra también en las sentencias que ordenan al 
demandado realizar una prestación a favor del actor (sentencia de condena). 
Éstas, por tanto, son también y ante todo, sentencias declarativas, y en ellas la 
declaración judicial del derecho tiene una doble función: crear la certidumbre 
jurídica y preparar la ejecución forzosa. Las sentencias de declaración, por el 
contrario, son solamente sentencias declarativas(…) El establecimiento de la 
certidumbre jurídica como fin en sí misma es, por una parte, la función más 
autónoma del proceso porque procura un bien que no puede conseguirse de otra 
manera; por otra parte, es realmente la función más elevada del proceso 




El mismo doctrinario hace una clara diferencia entre la sentencia de declaración y la sentencia 
de condena. Al respecto dice:  
 
“Hay derechos que no pueden dar lugar sino a una sentencia de declaración, 
derechos potestativos, que consisten en el poder de producir un efecto jurídico con 
una simple declaración de la parte; en este caso, la sentencia no puede sino 
declarar la existencia del derecho, ya ejercitado o por ejercitar. Pero en cuanto a 
las relaciones jurídicas en las que hay un obligado, si la sentencia desestimatoria 
no puede ser sino de pura declaración, la sentencia que acoge la demanda puede 
ser tanto de pura declaración como de declaración y de condena.”(CHIOVENDA, 
1999, pág. 93) 
 
Ahora bien, el actor que demanda un Juicio Ordinario de Mínima Cuantía, establecido 
en el Art. 407 del Código de Procedimiento Civil, reformado, está obligado a probar lo que 
afirma en la demanda, lo que en doctrina se denomina: la carga de la prueba. 
 
Al respecto el Art. 113 del Código de Procedimiento Civil señala: “Es obligación del 
actor probar los hechos que ha propuesto afirmativamente en el juicio y que ha negado el 
reo.”(Codificación del Código de Procedimiento Civil, R.O. Supl. 58: 12 de julio, 2005) 
 
La prueba deberá ser apreciada en conjunto, de acuerdo con las reglas de la sana crítica, 
sin perjuicio de las solemnidades en la ley sustantiva para la existencia o validez de ciertos 
actos. Así lo dispone el Art. 115 del Código de Procedimiento Civil. 
 
“Las pruebas deben concretarse al asunto que se litiga y a los hechos sometidos 
al juicio.”(Codificación del Código de Procedimiento Civil, R.O. Supl. 58: 12 de 
julio, 2005, págs. art.116,118) 
 
El procedimiento contemplado en el Art. 407 del Código de Procedimiento Civil con 
respecto a los Juicios Ordinarios de Mínima Cuantía, solamente permite como prueba “aquella 
de que disponga el actor o anuncie la que deba actuarse en la audiencia de conciliación y 
juzgamiento”( Corporación de Estudios y Publicaciones, 2005, pág. Art.121) ;  
 
Para Aguirre Vanesa Guzmán con respecto al Juicio ordinario de ínfima cuantía nos 
manifiesta: 
 
“La disposición reformatoria segunda del COFJ modificó el art. 407 del CPC, 




esquema básicamente igual al del juicio ordinario, reduciéndose notoriamente los 
plazos para su sustanciación. En todo caso, como la cuantía establecida en la 
última codificación de veinte dólares era sumamente absurdamente baja, al igual 
que la fijada en la anterior codificación, de 1981 (2000 sucres, moneda de curso 
legal en el Ecuador en ese entonces), este juicio raramente había sido utilizado en 
los últimos tiempos”.(AGUIRRE, 2006, pág. 228) 
 
2.2.2 Fundamentación constitucional 
 
El Art.75 de la Constitución de la República del Ecuador del 2008 en el capítulo 
octavo sobre los Derechos de Protección manifiesta: 
 
“Toda persona tiene derecho al acceso gratuito a la justicia y a la tutela efectiva 
imparcial y expedida de sus derechos e intereses, con sujeción a los principios de 
inmediación y celeridad; en ningún caso quedará en indefensión.  El 
incumplimiento de las resoluciones judiciales será sancionado por la ley” 
 
2.2.3  Fundamentación legal 
 
 El Código Orgánico de la Función Judicial reforma al artículo 407 del Código de 
Procedimiento Civil de la siguiente manera: 
 
Art. 407.- Si se trata de demandas cuya cuantía no pase de cinco mil dólares de los 
Estados Unidos de América, se presentará ante la jueza o el juez de lo civil respectivo; 
acompañada de la prueba de que disponga el actor o anuncie la que deba actuarse en la 
audiencia de conciliación y juzgamiento. 
 
La jueza o el juez mandará citar al demandado, quien en el término de ocho días podrá 
contestar la demanda proponiendo excepciones, a las que acompañará la prueba de que 
disponga y anunciará la que deba actuarse en la audiencia de conciliación y juzgamiento. 
 
Transcurrido el tiempo señalado con o sin contestación, la jueza o el juez fijarán fecha 
para la audiencia de conciliación y juzgamiento la que se realizará no antes de tres días ni 
después de ocho días de la fecha de señalamiento. 
 
Si inasisten ambas partes a la audiencia de conciliación y juzgamiento, la jueza o el 




demandante. Si inasiste el demandado, la jueza o el juez declarará su rebeldía, mandará en el 
mismo acto a practicar la prueba solicitada por el actor, y dictará su fallo. 
 
Si asisten las dos partes, la jueza o el juez promoverá la conciliación entre ellas. Si 
esta alcanza la totalidad del litigio, la jueza o el juez dictará sentencia aprobándola, de no 
contravenir a derecho. Si no hay acuerdo o si éste es parcial o no es homologado por ser 
contrario a derecho la jueza o juez dispondrá que a continuación se practiquen las pruebas que 
hayan sido solicitadas por las partes. 
 
En la audiencia, se recibirán las declaraciones testimoniales, la absolución de 
posiciones y la declaración de los peritos, así como se examinarán los documentos y objetos 
que se hayan adjuntado; inmediatamente se concederá la palabra a las partes para que aleguen, 
comenzando por el actor. 
 
Si la audiencia se extiende más allá de las dieciocho horas, se suspenderá para 
continuarla en el día siguiente y así hasta concluirla. No podrá interrumpirse en ningún caso, 
salvo fuerza mayor, escuchados los alegatos, la jueza o el juez dictará en el mismo acto 
sentencia, la que será reducida a escrito y debidamente fundamentada en el término de 
cuarenta y ocho horas y se notificará a las partes en las veinticuatro horas siguientes. 
 
Únicamente se podrá apelar de la sentencia en efecto devolutivo. De la sentencia que 
dicte la corte provincial no cabrá recurso de casación ni de hecho. La corte provincial 
resolverá por el mérito de los autos, dentro del término de cinco días de recibido el proceso. 
 
El incumplimiento de los términos para sustanciar el procedimiento, será sancionado 















1.- Concepto de Derecho Procesal 
 
La doctrina señala, que es el conjunto de normas que tiene por objeto el proceso. Es la 
disciplina que estudia la actividad, organización y funcionamiento de los tribunales judiciales 
y arbritrales. 
 
Para Hernando Devis Echandía:  
 
“El derecho procesal puede definirse como la rama del derecho público que 
estudia el conjunto de normas y principios que regulan la función jurisdiccional 
del Estado en todos sus aspectos y que por tanto fijan el procedimiento que se ha 
de seguir para obtener la actuación del derecho positivo en los casos concretos, y 
que determinan las personas que deben someterse a la jurisdicción del Estado y 
los funcionarios encargados de ejercerla” (DEVIS ECHANDIA, 1984) 
 
Para José Asencio: “El derecho procesal es un conjunto de normas jurídicas, parte integrante 
del ordenamiento estatal que se caracteriza por servir para la aplicación del derecho objetivo por los 
órganos jurisdiccionales al caso concreto”(ASENCIO MELLADO, 1997, pág. 254) 
 
El Proceso viene de la raíz latina processus, a su vez comporta de paso, para delante, 
esto es caminar. 
 
Es el instrumento del Estado, dado a este a través de la ley, para servir a los justiciables 
en necesidad de dilucidar sus diferencias, de suerte tal que sin requerimiento formal no hay 
proceso. 
 
El Art. 167 de la Constitución de la República dice: "La potestad de administrar justicia 
emana del pueblo y se ejerce por los órganos de la Función Judicial y por los demás órganos y 




ciencia útil que hace sentirse al justiciable, al hombre común y corriente garantizado en sus 
derechos naturales. 
 El sistema procesal es un medio para la realización de la justicia y sus normas 
procesales consagrarán los principios de simplificación, uniformidad, eficacia, inmediación, 
celeridad y economía procesal, así lo establece el art. 169 de nuestra Constitución. 
 
El Ecuador que vive un proceso de cambio, exige que el servicio de justicia cumpla con 
los requerimientos que el pueblo ansía, considerando siempre que todos somos iguales ante la 
ley, por eso el juez es sujeto principal de la jurisdicción en el proceso, y es a quien podemos 
exigirle un comportamiento más efectivo en cuanto a la recuperación de su imagen ante la, 
sociedad, comportamiento que debe darse a través de prácticas de acercamiento al pueblo en 
que funda el poder de administrar justicia, así el Estado pretende devolver la paz social 
alterada por el conflicto, pues el litigio separa a los hombres y siembra rencor, y el hombre 
tiene ante todo la necesidad de vivir en paz, pero si no hay justicia no va a haber paz. 
 
Conforme señala el Ab. Diego Zambrano Álvarez, en un artículo publicado en la 
Revista Judicial de Diario La Hora de la ciudad de Quito del 26 de marzo del 2009 “La 
doctrina política más extendida en el mundo actual es la democracia o gobierno del pueblo en virtud 
del cual, las decisiones sociales deben ser tomadas por la mayoría de sus integrantes dada la 
imposibilidad de encontrar criterios unánimes en los grupos sociales” (GARCÍA FALCONÍ, 2009). 
 
Sin embargo la capacidad de imponer el criterio generalizado, por sobre cualquier otro 
fundamento racional, no puede ser absoluto, sino que se encuentra limitado por ciertos 
derechos atribuibles a toda persona e incluso a colectivos determinados, cuya posición 
minoritaria y su consecuente desventaja cuantitativa los hace merecedores de un tratamiento 
especial respecto de los temas que atañen exclusiva o principalmente al grupo en cuestión. Lo 
contrario sería dejar a merced de mayorías inestables y coyunturales la toma de decisiones 
sobre derechos y valores jurídicos de la más alta jerarquía; consecuentemente legitimar una 
dictadura de mayorías en la que regiría la ley del más fuerte al más puro estilo de la selva. 
 
El proceso tiene lugar porque antes se ha presentado un conflicto jurídico intransigible, 
sino hubiera sido así, las partes hubieran logrado por si una solución. 
 
La doctrina señala que el proceso necesita del procedimiento y este es una secuencia de 
conexión de conductas de diferentes sujetos; en ello estriba la posibilidad del incumplimiento, 
del cumplimiento exagerado, de la promoción tendenciosa, de la intervención inesperada o 




resulte afectado, para alargar su desarrollo, complicarlo y servirse de él como instrumento de 
presión. 
El juez debe conducir al proceso a base de las exposiciones de los abogados 
preferentemente, porque son estos los llamados a precisar los hechos, a fijar el debate y a 
convenir en los medios de confirmación, tareas de las que depende la fluidez y la flexibilidad 
del desarrollo de la serie proyectiva. 
 
El juez necesita la conducción, no sólo para hacer más rápida la marcha del proceso, 
sino para imponerla, para impedir las soluciones de continuidad y para convencer a las partes 
que la fundamentación, es la muestra de la buena conducta procesal y de la eficiencia del 
oficio. 
 
Un experimento sobre cualquier conflicto jurídico servirá para verificar que con la 
buena voluntad de las partes, la adecuada dirección del juzgador y sobre todo el respeto entre 
sí, los conflictos jurídicos pueden ser reducidos a su mínima expresión literaria y los puntos de 
contraste pueden ser apoyados con los medios de confirmación indispensables. 
 
2.-  Ubicación de esta rama del Derecho 
 
El Derecho Procesal es una rama del Derecho Público y por ello está constituido por 
normas imperativas que deben ser inderogables por la voluntad individual y que miren a la 
defensa de la sociedad jurídicamente organizada y al cumplimiento de sus fines. Los altos 
intereses que regula y protege el Derecho Procesal se relacionan precisamente con esa defensa 
y fines. Si bien el interés privado es el objetivo principal, ha de darse preeminencia a los 
intereses sociales. 
 
Se trata, de la intervención reglamentada de la autoridad pública, es decir, de los 
magistrados, jueces y curiales. 
 
Sin embargo queda clara la inclusión del Derecho Procesal en el Derecho Público, el 
tema ha sido materia de encendidas controversias. Se ha querido ver cuando menos una 
yuxtaposición de principios y reglas de Derecho Público con otras del Derecho Privado. 
 
Según el Dr. Enrique Coello García en su obra Sistema Procesal Civil nos manifiesta:  
“que en el Código Civil que no es rama del derecho público existen normas 
procesales y en el Código de Procedimiento Civil hay reglas sustantivas. Para 




1.   El hecho de acudir a la justicia civil con la presentación de una demanda es 
una opción librada al albedrio de los particulares. Si quieren instauran la acción 
o proponen el juicio; si no lo quieren, no lo hacen. Juega la autonomía de la 
voluntad individual que es el fundamento básico del Derecho Privado. El Estado 
no tiene interés en que un juicio o litigio se inicie. Si el deudor no paga al 
acreedor, no hay interés colectivo en que se proceda al cobro. 
 
2.   Hay una serie de normas, reglas o principios procesales que son renunciables, 
como el fuero domiciliar, el derecho a interponer recursos. Se supone aplicable al 
Procedimiento Civil la regla del Art. 11 del Código Civil, según la cual se pueden 
renunciar los derechos conferidos por las leyes, con tal que sólo miren al interés 
individual del renunciante y de que no esté prohibida la renuncia. Pero las dos 
razones que exige esa regla civil no son aplicables al Derecho Público. Si bien a 
nadie se le puede obligar a deducir una acción, una vez que ésta ha sido 
propuesta, la relación jurídica que se estableció ya no interesa solamente a la 
parte que desee renunciar. El Estado, la sociedad, tienen interés relevante en que 
el conflicto se resuelva en forma justa y definitiva, de acuerdo con principios que 
son de orden público, como la competencia en razón del territorio y de otros 
límites. Pueden existir, inclusive, terceras personas que estén involucradas en la 
litis. El juez y las partes deben gozar de facultades concurrentes para impulsar el 
trámite de la causa, una vez que ha sido propuesta la demanda. En el 
descubrimiento de la verdad, parte esencial del procedimiento, los jueces no 
pueden mantener una actitud pasiva, de mera observación y expectativa, 
esperando que las partes soliciten sólo las pruebas que convengan a sus intereses, 
porque en esta forma la suerte del proceso puede quedar en manos del más audaz 
o del más fuerte”. (COELLO GARCÍA, 2005, págs. 35,36) 
 
La ubicación del Derecho procesal ha traído algunas dificultades. En el proceso judicial, 
el Estado actúa como poder público por medio de los jueces, y las normas que regulan las 
relaciones jurídicas pertinentes son normas de derecho público. 
 
3.-  Derecho Sustantivo y Derecho Procesal 
 
El Derecho Positivo por una parte tiene como objetivo regular las prerrogativas de los 
seres sociales, estableciendo relaciones entre las diversas personas, creando derechos e 
imponiendo obligaciones correlativas. Por otra parte, en cambio, tiene por objeto hacer posible 
que los asociados ejerzan sus derechos y exijan el cumplimiento de los deberes, es decir, poner 
en movimiento su derecho subjetivo para que sea protegido por la autoridad, que ha de dar 




utilidad final y práctica. En este caso el Derecho es formal y la forma es tangible. A las 
primeras se denominan normas sustantivas y a las segundas normas procesales. 
 
Entre estas dos ramas no existe una separación marcada; un límite que nos permita 
decir: hasta aqui la norma es sustantiva y desde este punto es procesal. Reglas de carácter 
procesal originan, a veces, derechos o modifican los existentes.  Tenemos como ejemplos a la 
citación, a la rebeldía, al desistimiento y al abandono. Entre las reglas sustantivas y procesales 
debe existir absoluta correspondencia y armonía. Cuando se presente incompatibilidad u 
oposición, las disposiciones del Código de Procedimiento Civil que son especiales frente a las 
de otros códigos o leyes, han de prevalecer según la regla del Art. 12 del Código Civil, por la 
cual cuando exista oposición entre reglas generales y especiales, prevalecerán éstas. Este 
artículo debió decir que si la oposición se presenta entre distintas leyes o entre diversas partes 
de una misma ley, ha de prevalecer lo especial. La doctrina da al Art. 12 del Código Civil esa 
amplitud. 
 
El Derecho sustantivo es el que trata sobre el fondo de la cuestión, reconociendo 
derechos y obligaciones. Es aquel que se encuentra en la norma que da vida a una determinada 
figura jurídica, acto jurídico o figura típica, impone los comportamientos que deben seguir los 
individuos en la sociedad, también está relacionado con el Derecho procesal, las normas 
procesales, plazos sustantivos, entre otros.  Por ejemplo, en materia penal podemos ver que el 
derecho sustantivo penal dice “aquel que prive de la vida a otro se le aplicara por pena”. 
 
Este regula el deber ser, el que impone los comportamientos que deben seguir los 
individuos en la sociedad. 
 
 Por ejemplo: 
 
La norma según la cual aquel que cause un daño a otro, debe repararlo, es una típica 
norma de Derecho sustantivo o material, porque impone una obligación jurídica de reparación 
o indemnización a favor de la víctima, por parte de aquel que realizo contra ella el hecho 
ilícito. 
 
4.- Objeto del Derecho Procesal 
 






La jurisdicción: que es la actividad que se realiza por el juez, como un tercero 
imparcial, para los efectos de dirimir a través del proceso, el conflicto que las partes han 
sometido a su decisión.  
 
La acción: que es el derecho que se reconoce a los sujetos para los efectos de poner en 
movimiento la actividad jurisdiccional en orden a que se resuelva a través del proceso el 
conflicto que se ha sometido a su decisión.  
 
El proceso: que es el medio que el sujeto activo tiene para obtener la declaración 
jurisdiccional acerca de la pretensión que ha hecho valer mediante el ejercicio de la acción; 
donde el sujeto pasivo tiene el derecho a defenderse; y el tribunal la obligación de dictar 
sentencia conforme a los alegado y probado.  
 
5.- Naturaleza y Características de las Leyes Procesales 
 
A continuación cito las siguientes características esenciales de las leyes procesales en materia 
civil: 
 
1.- La igualdad de las partes. 
 
La igualdad de las partes es una de las características esenciales en el derecho procesal, 
con las necesarias excepciones, sin perjuicio de los otros derechos necesarios para el pleno 
desenvolvimiento moral y material que se deriva de la naturaleza de la persona, el Estado le 
garantiza entre otros, la igualdad ante la ley; ninguna persona puede ser distraída del juez 
competente, ni juzgada por tribunales de excepción o por comisiones especiales creadas para 
el efecto, cualquiera que fuere su denominación. Hay pues por mandato de la norma suprema 
igualdad ante la ley y ante los tribunales comunes.  
 
“Esos principios de igualdad de las partes en el juicio civil, herencia de la 
doctrina liberal individualista del siglo XVIII consagrados por la Revolución 
Francesa de 1789, no representan, empero, una igualdad verdadera en la mayoría 
de los casos. Más bien esa igualdad se encuentra desfigurada, entre otros, en los 
siguientes casos: 
 
La tremenda desigualdad económica de las personas: pocos con exceso de riqueza 
y muchos en situación de miseria. Los menos favorecidos por la fortuna no son 




gratuito por disposición constitucional. El litigante debe pagar los honorarios de 
su defensor porque todavía no se ha establecido, como debe ser, el patrocinio 
gratuito para los desposeídos de la fortuna. Además el adinerado buscará los 
defensores más capaces y ágiles y posiblemente tenga defensores a tiempo 
completo, listos para provocar todos los incidentes que perjudiquen a la otra 
parte, para agotarla y conseguir que abandone la contienda o transija 
desfavorablemente. Ha de sufragar el valor de inspecciones judiciales, la 
intervención de peritos o intérpretes y el costo de los medios técnicos de prueba. 
Altos valores a notarios y registradores de la propiedad y el costo adicional que 
se fije. Y, nótese que no me he referido, ni de pasada al cohecho y al soborno de 
magistrados, jueces y curiales” (COELLO GARCÍA, 2005, pág. 41). 
 
2.  Fueros y privilegios. 
 
La igualdad de las partes en el proceso civil debería implicar la eliminación de los 
fueros y privilegios que los hay por excepción. En materia penal se imponen los fueros, para 
evitar persecuciones políticas y retaliaciones. El Primer Mandatario y el Fisco gozan de fuero 
civil, sólo cuando sean demandados. Gozan también de fuero para el juicio de indemnización 
de daños y perjuicios los magistrados, jueces y otros funcionarios o empleados de la Función 
Judicial. 
 
3. Carga de la prueba. 
 
La carga de la prueba coloca en situación de desigualdad a las partes en el proceso civil. 
Corresponde al actor, dice el Código de Procedimiento Civil, probar los hechos que ha 
propuesto afirmativamente en juicio y que los ha negado el reo. El demandado, casi como si 
fuese su obligación, en todo caso propone como medio de defensa, la negativa pura y simple 
de los fundamentos de hecho y de derecho propuestos por el actor. Esa es una situación 
cómoda para el demandado, pero no es ni legal, ni ética. No es legal porque el Art. 113 del 
Código de Procedimiento Civil  obliga al demandado un pronunciamiento expreso sobre las 
pretensiones del actor y los documentos anexos a la demanda, con indicación categórica de lo 
que admite y de lo que niega. Además, debe acompañar a la contestación los instrumentos que 




La capacidad y diligencia de los abogados defensores coloca a las partes en situación 




las personas están en posibilidad de pagar un defensor. Tiene que establecerse la defensa 
obligatoria de la que han de acogerse los que no puedan contratar un abogado. 
 
 
5. Reclamación administrativa. 
 
Constituye también una situación de privilegio para el Fisco y otras instituciones 
públicas el hecho de que no pueda intentarse acciones civiles y administrativas en su contra, 
sin que se justifique que ha precedido la reclamación administrativa. 
 
6. Consulta forzosa. 
 
Las sentencias que se expidan en contra del Estado y de otras personas jurídicas de 
Derecho Público, deben ser consultadas aún sin que se interponga recurso. Es también 
situación de privilegio, que se justifica por la naturaleza de esas personas. La finalidad del 
Estado moderno es la de servicio, inclusive interviniendo subsidiariamente en actividades que 
normalmente se hallan en el sector privado. Es indispensable la estatización de ciertos ámbitos 
de la economía, lo cual incrementaría los litigios en que debería haber consulta forzosa. 
 
7.  Ejecución de los fallos. 
 
Hay diferencia trascendental entre el Estado considerado como ente soberano de 
Derecho Público y los particulares, en cuanto a la ejecución de los fallos.  Aunque se trate de 
una materia fuertemente debatida, contra el Estado no cabe que se apliquen ciertas medidas 
coercitivas, como el embargo y remate, especialmente si se trata de los bienes nacionales de 
uso público. No ocurrirá lo mismo si se trata de bienes fiscales. Las resoluciones de la Función 
Judicial en los casos citados, tienen carácter meramente declarativo con la obligación del 
sector público de hacer constar en los presupuestos futuros los fondos necesarios para un 




Las leyes procesales son, ante todo, normas formales o un conjunto de reglas que 
establecen los requisitos que han de observarse para formar el proceso previo a la resolución 
de un conflicto de intereses o para legalizar determinados actos. Por tanto, el proceso civil es 





9. Origen de situaciones jurídicas trascendentales. 
 
Las resoluciones judiciales reconocen la existencia de derechos y de obligaciones y la 
forma de ejercerlos o de cumplirlas. La citación, la rebeldía y el abandono producen efectos 
muy importantes. La cosa juzgada constituye una verdad absoluta judicial que nace de los 
hombres que son finitos y relativos por naturaleza; esa verdad declara en forma indiscutible lo 
que existió antes de la iniciación de la litis. Pero ese efecto del fallo, generalmente admitido 





Las actuaciones procesales son públicas, con ciertas excepciones impuestas por la 
moral, las buenas costumbres y la defensa de menores u otros incapaces. Por el principio de 
publicidad que es contrario a los trámites secretos o reservados, cualquier persona puede 
presenciar la práctica de las diligencias, pero no puede intervenir en ellas, salvo el defensor, 
que podrá dirigirse al juez con peticiones concretas. 
 
Por tratarse de archivos públicos, cualquier persona puede solicitar copia de los 
documentos o actuaciones y los magistrados y jueces están obligados a conferirlas. A veces 




La acción es el medio por el cual una persona insta a la jurisdicción que se pronuncie 
sobre un asunto y otorgue efectiva y justa tutela jurisdiccional. La acción compete al derecho 
que tiene el ciudadano de pedir tutela jurídica ante el Estado. 
 
Además de tener el Estado la potestad y el poder de someter a su jurisdicción a todos 
aquellos que precisen la solución de alguna controversia o incertidumbre jurídica, tiene el 
deber de actuar a través de su órgano especializado que es el jurisdiccional, para la efectiva 
realización o declaración de los derechos materiales. Esto ocurrirá siempre que los particulares 
o el propio Estado lo soliciten y reúna cada pedido las formalidades de ley. Sin dicha petición 
no podrá ponerse en funcionamiento el aparato jurisdiccional en materia civil, pues constituye 





Sobre las acepciones que adquiere el término acción, Mario Alzamora Valdez expone lo 
siguiente: 
 
“En derecho la palabra acción tiene varias acepciones: a) defensa del derecho 
mediante la litis; b) complejo de actos constitutivos del juicio; c) 
jusquodsibidebeturjudiciopersequendi; d) anspruch(pretensión) término empleado 
por el artículo 196 del código civil alemán, para expresar el derecho de exigir de 
otro que practique o deje de practicar un acto; e) demanda o petitum; f) 
pretensión producida enjuicio”. 
 
Se toma también la palabra acción en el sentido de bien patrimonial. Los códigos 
procesales la consideran como sinónimo de demanda, litigio, proceso y causa. 
 
Por su parte, Devis Echandía define a la acción así: “es el derecho público, cívico, 
subjetivo, abstracto y autónomo, que tiene toda persona natural o jurídica, para obtener la aplicación 
de la jurisdicción del Estado a un caso concreto mediante una sentencia, a través de un proceso...” 
(DEVIS ECHANDIA, 1984) 
 
La acción representa una actividad jurídica al generar relaciones del mismo carácter, 
derechos y obligaciones. Es también un derecho subjetivo y no la simple facultad genérica que 
tiene toda persona de acudir al Estado para que le brinde un servicio público (judicial). 
 
A través de ella se manifiesta el interés del accionante en la solución de la controversia, 
fundándose principalmente en el derecho constitucional de petición. Al respecto, señala 
Monroy lo siguiente: “se trata de un derecho tan estrechamente vinculado al ser de un sujeto de 
derechos, que su naturaleza es constitucional. El derecho de acción forma parte del elenco de derechos 
que son configurativos de los derechos humanos básicos”. (MONROY, 1996, pág. 249). 
 
La acción es la facultad otorgada al titular de un derecho material de acudir a los 
órganos jurisdiccionales para obtener la tutela jurídica de su derecho a través de una 
resolución judicial. Más que el interés particular se protege el interés público y el 
ordenamiento jurídico buscando el mantenimiento de la paz social. Como bien sostiene 
Calamandrei: “.la acción como derecho potestativo significa convergencia de dos intereses, en cuanto 
el particular, que busca en el proceso la satisfacción de su interés privado, da así ocasión al Estado de 
satisfacer, al administrar justicia, el interés colectivo”. (CALAMANDREI, 1999, pág. 179) 
 
No es un derecho contra el Estado porque no hay conflicto alguno entre éste y el titular 




obligación), sino un derecho hacia el Estado, en la medida que ante él se recurre y es 
ejercitado por funcionarios del Poder Judicial que lo integran. La obligación de actuar por 
parte del Estado es legal y no es producto de la imposición del accionante, sin embargo, sólo 
el último puede hacer efectivo su derecho de acción. 
Según Devis Echandía, la acción “es un derecho autónomo, público, individual o abstracto, 
que pertenece al grupo de los derechos cívicos, cuya raíz se encuentra en las garantías constitucionales 
del particular frente al Estado y cuyo origen puede ser el común a todos los derechos de petición a la 
autoridad, pero que se diferencia fundamentalmente de éstos por su contenido, su objeto, sus fines, la 
calidad de los funcionarios ante quienes debe formularse, las relaciones jurídicas que de su ejercicio se 
deducen, la obligatoriedad y, por lo general, la inmutabilidad (cosa juzgada) de la decisión con que 
normalmente concluye el proceso. Este derecho existe antes del proceso, pues éste es el resultado de su 
ejercicio y aquél nace desde el momento en que se tiene interés en la composición de un litigio o en la 
declaración de un pretendido derecho material o en el cumplimiento de una formalidad mediante un 
proceso de jurisdicción voluntaria...” (DEVIS ECHANDIA, 1984, pág. 196). 
 
Los caracteres de la acción: derecho público, subjetivo, abstracto y autónomo, son 
explicados por Monroy en su obra Introducción al Proceso Civil del siguiente modo: 
 
“Como todo derecho, tiene un receptor u obligado cuando es ejercido. Es decir, 
alguien que soporta el deber de satisfacerlo. En el presente caso, el sujeto pasivo 
del derecho de acción es el Estado, hacia él se dirige el derecho, desde que su 
ejercicio no es nada más que la exigencia de tutela jurisdiccional para un caso 
específico. Esta es la razón por la que estamos ante un derecho de naturaleza 
pública. 
 
Es subjetivo porque se encuentra permanentemente presente en todo sujeto de 
derechos por la sola razón de serlo, con absoluta irrelevancia de si está en 
condiciones de hacerlo efectivo (...). 
 
Es abstracto porque no requiere de un derecho sustancial o material que lo 
sustente o impulse, es decir, es un derecho continente, no tiene contenido; se 
realiza como exigencia, como demanda de justicia, como petición de derecho, con 
absoluta prescindencia de si este derecho tiene existencia. 
 
Por otro lado, el derecho de acción es autónomo porque tiene requisitos, 
presupuestos, teorías explicativas sobre su naturaleza jurídica, normas 





En virtud de la acción se inicia un proceso, pero esto no significa que sea su objeto la 
obtención de una sentencia de fondo ya que para ello es preciso que se den ciertas condiciones 
respecto de la existencia del derecho subjetivo sustantivo y de la titularidad del interés jurídico 
sustancial en la litis, así como de la legitimación para hacer valer las pretensiones de que se 
trate. Por ello se dice que el demandado, si bien forma parte de la relación jurídica procesal, no 
es sujeto de la acción, aunque sí es sujeto de la pretensión (pasivo) y de la contradicción 
(activo). Subrayamos que la obligación impuesta a su vez al Estado en mérito del derecho de 
contradicción es la misma que le asigna el derecho de acción: resolver mediante la sentencia el 
conflicto de intereses. Además, la vinculación del sujeto pasivo de la relación procesal en 
cuanto a ésta, parte de la ley y no de la acción. 
 
6.1. Naturaleza jurídica de la Acción 
 
Acerca de la naturaleza jurídica de la acción, existen diversas teorías, las mismas que 





Vincula la idea de acción con la de lesión de un derecho material. Sobre su base se 
enaltece a la acción como “el poder inherente al derecho de reaccionar contra la violación, o el 
derecho mismo en su tendencia a la actuación” (DEVIS ECHANDIA, 1984, pág. 180). 
 
Son partidarios de esta teoría Ramiro Podetti, Paúl Rubiere, José María Manresa y 
Navarro, Pascual Fiore, Savigni, entre otros. Este último considera la acción “como un derecho 
nuevo, que nace de la violación del derecho material subjetivo y que tiene por contenido la 
obligación”. SAVIGNI citado por (DEVIS ECHANDIA, 1984, pág. 181). 
 
La tesis tradicional sintetiza las relaciones entre la acción y el derecho subjetivo en estos 
principios:  
 
1.- No hay derecho sin acción; 
 
2.- Hay una sola acción para cada derecho;  
 





4.- El número de acciones es ilimitado. 
 
“De esta teoría derivan las siguientes consecuencias: 1.- La acción es el derecho 
protegido en estado de defensa como consecuencia de una violación; 2.- La acción 
se dirige contra el adversario; y 3.- El interés qué la acción ampara es el interés 
primario, esto es, el interés en Litis”. (ALZAMORA, 1996, pág. 60) 
 
Cabe resaltar que no siempre se requiere de la violación de derechos sustanciales y de la 
existencia de litigio para que haya acción y, por ende, proceso. Además, puede darse el caso 
de ejercitarse la acción careciendo el demandante de título alguno, produciéndose la acción 
pero dando como resultado una sentencia desfavorable a quien la ejercitó. 
 
Teoría de la autonomía de la acción. 
 
Según esta corriente, se postula la autonomía de la acción respecto del derecho 
sustancial subjetivo por ser una entidad diferente y porque para su existencia no es 
indispensable la de tal derecho, ni mucho menos su quebrantamiento. 
 
“Los partidarios de la teoría de la acción como derecho autónomo, niegan la 
coincidencia entre la acción y el derecho sustancial porque en algunos casos 
existe derecho sin acción y, en otros, acción sin derecho, y porque el objeto del 
derecho material, cuando coexisten derecho y acción, no coincide con el de esta 
última”. (ALZAMORA, 1996, pág. 60) 
 
Prácticamente esta posición, originada en los planteamientos de Windscheld, es 
aceptada por la doctrina moderna sufriendo mínimas variaciones atendiendo a la explicación 
de sus fines y fundamentos. Las hipótesis más destacadas sobre la naturaleza de la acción que 
parten de esta teoría son las que a continuación se indican:  
 
Teoría de la acción como facultad del derecho de la personalidad. 
 
Es defendida por Kholer. De acuerdo a esta teoría “la acción viene a ser la facultad, 
emanada del derecho a la integridad de la propia personalidad o derecho a la libertad, que toda 
persona tiene de dar vida a la demanda judicial dirigida contra el adversario y que produce el efecto 
de colocar a éste en la situación jurídica que con ella se origina, de la que nacen a su vez relaciones 





De esta manera es aislada la noción de acción del derecho sustancial subjetivo, sin 
embargo, no se fijan la naturaleza de aquélla ni sus secuelas. Es más, la acción constituye un 
derecho subjetivo específico y no una mera facultad, porque del derecho de libertad surge un 
deber de abstención cual es el no infringirlo, aparte que se infiere de la acción la obligación 
positiva y cierta del Estado de brindar al interesado su servicio de justicia. 
 
Esta corriente doctrinaria no se adapta además a los casos no contenciosos en los que 
hay ausencia de litis. 
Teoría de la acción como derecho subjetivo público. 
 
Conforme a esta teoría, la acción representa un derecho subjetivo público dirigido a la 
obtención de protección del Estado mediante una sentencia ventajosa. 
 
Considera a la acción como un derecho autónomo y que precede al proceso. Sin 
embargo, por estimar que la acción configura un derecho concreto cuyo objetivo es alcanzar 
un fallo favorable, pierde su sustento debido a la existencia de situaciones en las cuales a la 
parte no le asiste fundamento legal a su pretensión. Esta teoría fue planteada por Muther y 
recogida por Wach y Kisch. 
 
Teoría de la acción como derecho concreto, autónomo, potestativo y privado. 
 
Chiovenda y Calamandrei se inclinaron por esta tesis. El primero de los nombrados 
sostiene que  “la ley concede, en muchos casos, a una persona el poder de influir con la manifestación 
de su voluntad en la condición jurídica de otro, sin el concurso de la voluntad de éste”. CHIOVENDA; 
citado por (DEVIS ECHANDIA, 1984) 
 
Postula esta teoría la concepción de la acción como un derecho autónomo y distinto del 
derecho sustancial que surge y puede concluir por razones ajenas a la obligación. 
 
Se objeta a esta teoría el error en que incurre al considerar a la sentencia favorable como 
objeto de la acción. Inclusive es equívoca al reputar a la acción como un derecho privado 
cuando como se sabe es un derecho subjetivo público, y por confundir el derecho subjetivo 
con la potestad. Es facultad del interesado hacer valer su derecho de acción pero ello no 
significa que pueda hacer lo propio con el derecho mismo. El ejercicio de la acción no incide 





Teoría del derecho subjetivo procesal, abstracto y público, para el cumplimiento del 
proceso. 
 
Expuesta por Camelutti, esta teoría desliga por completo el derecho material pretendido 
y el de acción, dándole al último el carácter de público y precisando como su objeto la 
expedición de una sentencia vía proceso, sin condicionarla a un derecho material correlativo 
del accionante que suponga de ella un resultado beneficioso para éste. En suma, reposa esta 
tesis en la siguiente proposición:  “la acción constituye, sin duda, un derecho autónomo y anterior al 
proceso, pero un derecho subjetivo procesal abstracto, porque no persigue la sentencia favorable, sino 
que haya un proceso en el cual se resuelva sobre las pretensiones del demandante”. (DEVIS 
ECHANDÍA, 1984, pág. 186) 
 
Se le reprocha la vinculación que se hace de la acción para con una situación litigiosa. 
 
Posición de Couture. 
 
Para este autor, en un Estado de derecho los conflictos de intereses se transforman en 
petición ante la autoridad pertinente. Dicha petición es el poder jurídico de que goza un sujeto 
para recurrir al órgano jurisdiccional y así obtener justicia. Entonces, según Couture la acción 
vendría a ser “una especie dentro del género de los derechos de petición, porque el derecho 
constitucional de petición no es otra cosa que el derecho de comparecer ante la autoridad”. 
COUTURE; citado por (DEVIS ECHANDIA, 1984, pág. 191) 
 
Posición de Monroy. 
 
Monroy concibe al derecho de acción como “.aquel derecho de naturaleza constitucional, 
inherente a todo sujeto -en cuanto es expresión esencial de éste- que lo faculta a exigir al Estado tutela 
jurisdiccional para un caso concreto...”(MONROY, 1996, pág. 271) 
 
El rango constitucional se consagra al estar consignado en el artículo 10 de la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos promulgada por la III Asamblea General de 
las Naciones Unidas el 10 de Diciembre de 1948 y elevada en el Perú a la categoría de Pacto 
Colectivo el 16 de Diciembre de 1966. Dicho artículo preceptúa lo siguiente: “Toda persona 
tiene derecho, en condiciones de plena igualdad, a ser oída públicamente y con justicia por un tribunal 
independiente e imparcial, para la determinación de sus derechos y obligaciones o para el examen de 





Según mi apreciación la acción se trata de un derecho autónomo y abstracto tendiente a 
la obtención de protección jurídica efectiva, canalizado por el Estado a través del órgano 
especializado respectivo jurisdiccional a raíz de su materialización con la presentación de la 
demanda o solicitud, instrumento procesal que pone en marcha el aparato judicial. 
 
 
Clases de acciones 
 
Erróneamente se le da a la acción un sentido material cuando se trata de una noción de 
índole procesal. Se le identifica con la pretensión y eso es incorrecto. Por ello generalmente se 
le clasifica empleando denominaciones de naturaleza sustantiva que dan origen a tantas clases 
de acciones como derechos subjetivos materiales existan. Así, por ejemplo, tenemos la acción 
indemnizatoria, pauliana, de estado civil, posesorio, resolutorio, etc. 
 
Siendo la acción un concepto esencialmente procesal su clasificación no puede 
permanecer ajena a su naturaleza. En consecuencia, pueden ser agrupadas: 
 
De acuerdo a la clase de jurisdicción: En civiles, penales, laborales, militares y 
arbitrales. 
 
De acuerdo al tipo de proceso: En contenciosas y de jurisdicción voluntaria 
 
De acuerdo a la finalidad para la cual se reclama la intervención del Poder Judicial: En 
acciones declarativas, constitutivas y condenatorias. 
 
“Las acciones declarativas son aquellas que tiene por objeto establecer la 
existencia o la inexistencia de un derecho, sin que de tal acto se siga una 
ejecución forzada”. (ALZAMORA, 1996, pág. 73) 
 
“Las acciones constitutivas tienen por finalidad la constitución, modificación, o 
extinción de una situación jurídica, para dar lugar en estos dos últimos casos a 
una nueva situación jurídica, lo que determina la aplicación de nuevas normas 
jurídicas. Esta nueva situación jurídica solamente tiene efectos para lo futuro y 
únicamente se puede obtener ella mediante una sentencia judicial, siendo 






“Las acciones de condena persiguen que el órgano jurisdiccional del Estado 
expida una sentencia obligando al demandado a una prestación en favor del 
actor” (ALZAMORA, 1996, pág. 73).. 
 
No existen las acciones mixtas. La pluralidad se encuentra en la pretensión. Coincide 
esta afirmación el hecho de que toda acción acarrea una sentencia, bastando solamente una 
para que ésta se produzca.. 
 
 
Alcance del derecho de acción 
 
Por el derecho de acción todo sujeto, en ejercicio de su derecho a la tutela jurisdiccional 
efectiva y en forma directa o a través de representante legal o apoderado, puede recurrir al 
órgano jurisdiccional pidiendo la solución a un conflicto de intereses intersubjetivo o a una 
incertidumbre jurídica. 
 
El derecho a la tutela jurisdiccional efectiva es un principio fundamental de la persona 
humana y no un simple principio o derecho de la función jurisdiccional. Representa la razón 
por la cual esta función, además de significar un poder del Estado, constituye un deber del 
mismo, puesto que no puede abstenerse de tutelar las pretensiones cuando sean reclamadas o 
solicitadas. 
El derecho de acción y el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva implican en pocas 
palabras la potestad de una persona de ser atendida por el Poder Judicial para que a través de 
un debido proceso se resuelva una situación conflictiva o incierta. 
 
El derecho de acción en materia procesal civil puede ser ejercitado sin limitación o 
restricción alguna que no sea la derivada del incumplimiento de los requisitos contemplados 
en el ordenamiento jurídico procesal.  
 
La amplitud del derecho de acción no impide las consecuencias negativas de su 
ejercicio irregular o arbitrario. Al respecto, dispone el artículo 4 del Código Procesal Civil lo 
siguiente: 
 
“Concluido un procedimiento voluntario mediante auto o sentencia, o realizado el hecho que 
motivó la intervención de la jueza o juez, cuando no haya habido necesidad de aquellas providencias, 




sin perjuicio de los efectos de lo ordenado en el ejercicio de la jurisdicción voluntaria, hasta que se 
aceptare la contradicción.”. 
 
Cesión y extinción de acciones 
 
La acción no puede ser cedida, más bien resulta objeto de cesión el derecho sustancial 
subjetivo, de tal manera que el cesionario instaura proceso con miras a alcanzar la finalidad 
que espera de dicho derecho, ejercitando su propia acción. Pueden cederse derechos que sean 
materia de controversia judicial, arbitral o administrativa. 
 
Ejercitada la acción e iniciado el proceso su destino normal es la expedición de la 
sentencia, pero, además de extinguirse aquélla con la indicada resolución puede ocurrir lo 
propio si se dan las siguientes circunstancias: 
 
Renuncia al derecho. 
Desistimiento de la pretensión. 
Prescripción extintiva. 
Caducidad. 










Jurisdicción y competencia 
 
1.-  Concepto de Jurisdicción 
 
Proviene del latín “JURIS DICTIO”, que significa el acto público de declarar el 
derecho.                                        
 
La Jurisdicción, es la manifestación de la soberanía popular que la ejercen los jueces a 
nombre del pueblo, así lo señala el Art. 167 de la Constitución  “La Potestad de administrar 
justicia emana del pueblo y se ejerce por los órganos de la Función Judicial y por los demás 
órganos y funciones establecidos en la Constitución”. 
 
El Art. 1 inciso primero del Código de Procedimiento Civil codificado señala “La 
jurisdicción, esto es, el poder de administrar  justicia, consiste en la potestad pública de 
juzgar y hacer ejecutar lo juzgado en una materia determinada, potestad que  corresponde a 
los tribunales y juezas y jueces establecidos por las leyes”.                                                       
 
Así lo define señalando que es la potestad pública de juzgar y  hacer ejecutar lo juzgado, 
debiendo señalar que la Jurisdicción es de Derecho Público y por tal no puede por regla 
general ser modificada por las partes. Hay que manifestar que los efectos de la inobservancia 
de la Jurisdicción acarrean responsabilidad penal, pues están tipificadas y sancionadas estas 
conductas como delitos y además podría ocasionar  nulidad del juicio. 
 
De este modo todo juez tiene jurisdicción, es decir la aptitud para administrar justicia, 
siempre que la causa que ha de resolverse corresponda a la competencia que por ley tiene 
asignada según el fuero al que pertenece. 
 
2.-  Atributos que comprende la Jurisdicción 
 
El conocimiento.-  
 
En la fase de conocimiento, el juez oye a las partes y recibe sus pruebas, es decir, toma 
conocimiento de los elementos fácticos que componen el conflicto sometido a su decisión y de 






El juzgamiento es aquella etapa del proceso en donde el tribunal declara el derecho 





Es aquella etapa que corresponde al cumplimiento de la sentencia, hacer ejecutar lo 
juzgado. 
 
3.- Límites de la Jurisdicción 
 
Son absolutos y relativos. 
 
Límite Absoluto.-  Es la separación delas cinco funciones del Estado. 
 
Límites relativos.- Tiene que ver con la organización de la Función Judicial. 
 
Cuestión Concreta.- Así la justicia no puede intervenir si no existe una cuestión concreta, pues 
ella no resuelve cuestiones abstractas, ya que en este último caso desaparece el interés 
jurídico. 
 
Intervención limitada.- La Función Judicial no puede válidamente intervenir cuando ello 
implica amparar a una atribución reservada exclusivamente a otro poder y viceversa. 
 
Los límites a la función jurisdiccional pueden ser subjetivos u objetivos. Los subjetivos 
se desprenden de una determinada situación jurídica, en que se encuentra el juzgador respecto 
de otras personas. Los objetivos se refieren a la clase de litigios que puede conocer el 
juzgador, en atención a su competencia.  
 
Los límites subjetivos garantizan que el juzgador tenga absoluta  independencia 
respecto del negocio y los litigantes, lo cual le permite formarse un  juicio exacto e imparcial. 
Los impedimentos son los supuestos previstos por la ley  adjetiva, que presumen la parcialidad 
del juzgador, por tener algún vínculo con las  partes. Ante la existencia de un impedimento, el 




 Las partes pueden alegar la falta de imparcialidad del juzgador mediante la  figura de la 
recusación. Esta figura consiste en un trámite para que el juez deje de  conocer del asunto, ante 
la existencia de algún impedimento. La recusación puede  ser con causa o sin causa.  
 
4.-Clasificación de la Jurisdicción 
 
Atendiendo a esta clasificación tenemos entre otras, las siguientes: 
 
a) Jurisdicción preventiva.-  esto es prevenir significa anticiparse, así si dos jueces de la 
misma calidad conocen un caso igual, previene el que primero cita con la demanda al 
demando; 
 
b) Jurisdicción privativa.- cuando en la Jurisdicción territorial exista un sólo juez sobre 
determinada materia, no hace falta sorteo, él es el juez privativo para conocer una causa; 
 
c) Jurisdicción legal.-es la que nace de la ley y se ejerce a través de jueces ordinarios y 
especiales, que hoy están debidamente nominados por el Código Orgánico de la Función 
Judicial; de todos modos hay que aclarar que en doctrina se dice que son jueces ordinarios: la 
Corte Nacional, las Cortes Provinciales, los Tribunales de Garantías Penales, los Jueces de 
Garantías Penales y los Jueces Civiles y Mercantiles. Mientras que son jueces especiales: el 
Tribunal Distrital Fiscal, el Tribunal Distrital Contencioso Administrativo; los Jueces de 
Trabajo, Tránsito, Inquilinato y Relaciones Vecinales, los de Familia, de la Niñez y 
Adolescencia y los que la Ley designa como tales. 
 
d) Jurisdicción convencional.-es la que ejercen los jueces árbitros y de paz, pues hoy 
tenemos la Ley de Arbitraje y Mediación, hasta la fecha no se designan a los jueces de paz. 
 
También podrían ser los de la Justicia Indígena, esto es las autoridades de los pueblos 
indígenas que hoy en día tienen base constitucional y reconocimiento internacional, conforme 
lo señalo en páginas posteriores. 
 
De tal manera, que nuestra legislación contempla las siguientes clases de jurisdicción: 
 
a) Jurisdicción ordinaria: Es la que se ejerce a través de los Tribunales y Juzgados, sobre 






b) Jurisdicción prorrogada: Es la que ejercen los jueces sobre las personas, o en asuntos que 
por regla general no están sujetos a ellos, pero que expresamente consienten en someterse, o 
los que quedan sometidos por disposición de la Ley. 
 
De tal forma, cuando un juez no es competente para conocer un asunto y lo conoce, está 
ejerciendo jurisdicción prorrogada, que puede ser legal y voluntaria; y, ésta voluntaria puede 
ser expresa y tácita; 
 
c) Jurisdicción prorrogada legal: Es la que nace por disposición de la Ley y se verifica o 
procede, cuando las personas sometidas a los jueces de una jurisdicción, o sección territorial 
determinada, tienen que someterse a los jueces de la sección más inmediata por falta o por 
impedimento de aquellos; 
 
d) Jurisdicción prorrogada voluntaria: Procede cuando las personas se someten a otra 
jurisdicción, ya sea manifestando esto expresamente, o ya sea aceptando la demanda sin 
contradicción; 
 
e) Jurisdicción prorrogada voluntaria y expresa: Cuando una persona que no está sometida 
a la competencia de un juez por su domicilio, se somete a él, ya sea expresamente, o al 
contestar la demanda o por haber convenido en el contrato; 
 
f) Jurisdicción prorrogada voluntaria tácita: Esta se produce en los siguientes casos: 
 
1. Por comparecer a la demanda, sin contradecir la competencia; 
2. Cuando no se plantea inhibición de competencia; 
3. Cuando se allana a la competencia; y, 
4. Las funciones del juez nombrado por período fijo, se prorrogan hasta ser legalmente 
reemplazado. 
 
5.-      Suspensión  
 
Las personas naturales que se hallen en ejercicio de la facultad de administrar justicia, 
pueden encontrarse, en un momento determinado, frente a una situación transitoria que les 
impida el ejercicio actual de ese poder o, podrán presentarse situaciones que les imposibilite 
continuar en el desempeño de su cargo. “La jurisdicción es una función del Estado de carácter 
permanente; pero su ejercicio es transitorio. Ningún magistrado o juez podrá ejercer el poder sino por 




Por otra parte, aun cuando se ha establecido ya en la Constitución la carrera judicial, a 
base de méritos y de estabilidad, el vivir democrático exige cierta alternabilidad de personas 
en el desempeño de las más altas magistraturas. Sea quien fuere el que ejerza la función de 
administrar justicia, esa labor se ha de realizar mediante un trabajo ágil, responsable y 
permanente, con evidente sentido y vocación de un servicio público y con honestidad. 
 
Puede ocurrir con frecuencia que la persona que ejerza la actividad jurisdiccional se 
vea afectada por determinados eventos que la coloquen en situación de duda sobre la 
honorabilidad que ha de rodear a todo magistrado o juez, o que en ciertos casos pueda no tener 
la suficiente imparcialidad. Pueden presentarse también acontecimientos que impidan la 
normal concurrencia de los jueces a sus despachos, por enfermedad, calamidad doméstica o 
fuerza mayor. En todas esas circunstancias, el ejercicio de la jurisdicción puede suspenderse, o 
la persona que la ejercía puede perder definitivamente toda facultad para administrar justicia. 
 
 En cuanto a la pérdida de la jurisdicción antes el Código de Procedimiento Civil 
establecía las causales, sin embargo, actualmente la norma que mencionaba dichas causales se 
encuentra derogada mediante el suplemento publicado en el Registro Oficial No.- 544 de 9 de 
marzo de 2009. 
 
6.-Concepto de Competencia 
 
El tema sobre la competencia no es exclusivo del derecho procesal, sino que tiene 
relación en todo el derecho público. De manera que la competencia es el ámbito dentro del 
cual una autoridad puede desempeñar válidamente sus funciones.  
 
Calamandrei en su obra Derecho Procesal Civil, señala que “la competencia es la medida 
objetiva de la materia sobre la cual está llamado en concreto a proveer el órgano jurisdiccional”. 
(CALAMANDREI, 1999, pág. 124) 
 
Mientras que Chiovenda señala que “la competencia es el conjunto de las causas en que 
puede ejercer el juez, según la ley, su jurisdicción”. (Chiovenda, 1994, pág. 27) 
 
Pallares en el Diccionario de Derecho Procesal Civil expresa que la competencia  es “la 
porción de jurisdicción que la ley atribuye a los órganos jurisdiccionales para conocer de 





La competencia es la jurisdicción limitada, o el ejercicio limitado de la jurisdicción; es 
decir, el poder o facultad de administrar justicia, de ejecutar lo juzgado o de intervenir en la 
solemnización de actos, pero solamente respecto a ciertas materias, personas, territorio o 
grados. Mientras la jurisdicción es el poder o facultad en sentido genérico, conferido por el 
sistema normativo, la competencia es el ejercicio limitado y práctico; es la facultad específica 
que se tiene en cierto ámbito. 
 
El inciso segundo del Art. 1 del Código de Procedimiento Civil define a la competencia 
como la medida dentro de la cual la potestad de administrar justicia, de ejecutar y hacer 
ejecutar lo juzgado, que se llama jurisdicción, está distribuida entre los diversos tribunales y 
juzgados, por razón del territorio, de las cosas, de las personas y de los grados. Aplicando 
estos límites a cada caso sabremos cual es el tribunal o juez competente llamado a intervenir 
en un asunto cierto. 
 
El juez es competente, cuando en ejercicio de las facultades que le han sido conferidas, 
le corresponde conocer un asunto, o le incumbe.  
 
“Ni el más alto de los tribunales o funcionarios jurisdiccionales puede resolver 
indistintamente cualquier asunto. La Corte Suprema de Justicia no podrá 
inmiscuirse en lo que corresponde a un juez de lo civil ni a un funcionario de 
Registro Civil o a un notario. Los Tribunales Distritales Fiscal y de lo 
Contencioso Administrativo, no podrán actuar en lo civil, penal, de trabajo, de 
inquilinato. Una Corte Superior no podrá intervenir sino en su distrito judicial 
que tiende a confundirse en estas épocas contemporáneas con las provincias y 
solamente en las materias y en los grados que le hayan sido asignados; los jueces 
de lo civil, de lo penal, del trabajo, entre otros, solamente conocerán de las 
materias que les corresponda y en cierto territorio; los jueces en general no 
podrán actuar su materia cuando el demandado o encausado el encausado no 
goce de fuero especial” (COELLO GARCÍA, 2005, pág. 156). 
 
La distribución o división del poder jurisdiccional entre los diversos tribunales y jueces, 
compete a la Ley Orgánica de la Función Judicial.  Lamentablemente, tal como está nuestra 
administración de justicia, esa ley no podrá regular esa distribución en todo el ámbito de lo 
jurídico por la existencia de leyes especiales, como la de Hidrocarburos, de Aguas, de 
Caminos, etc. que asignan al director de Hidrocarburos, al agente de Aguas, al ministro de 






7.-Clasificaciónde la Competencia 
 
a.- Competencia territorial.- Se establece por demarcaciones territoriales que delimiten el 
ámbito espacial de competencia; se subdivide en: 
 
a) Personal, determinado por el domicilio del demandado; 
b) Real, fijado por la ubicación del objeto directo del pleito; y, 
c) Objetivo, establecido por el lugar de comisión del hecho o del lugar de incumplimiento del 
contrato. 
 
b.- Competencia material.- Distribuye las causas, según la materia juzgada, así tenemos: 
civil, penal, laboral, inquilinato, tránsito, tributario, etc., de este modo se tiende a la 
distribución del trabajo y a la especialización. 
 
c.- Competencia funcional.- Se sigue el criterio funcional que incluye el grado mediante la 
atribución de competencia a distintos tribunales para atender determinadas fases del proceso y 
así tenemos: juzgados, cortes provinciales, corte nacional de justicia, esto es por grados, de 
este modo se asegura la garantía constitucional de la doble instancia. 
 
d.- Competencia por razón de cuantía.-  El criterio de la cuantificación del asunto o 
conflicto de intereses para fijar la competencia, abarca de un lado de la cuantía propiamente 
dicha y de otro procedimiento en que se debe sustanciar el caso en concreto. 
 
e.- Competencia por razón conexión.-  Tanto respecto de las "pretensiones" conexas por 
razón de litis consorcio o entre una principal y otras accesorias, se presentan los casos que el 
principio de legalidad deba normarse cuál es el juez competente. 
 
El juez que debe conocer de los procesos a acumular también resulta de interés para analizar la 
competencia por razón de conexión. 
 
En todos estos casos orientan los principios de economía procesal y unidad de criterio con la 











A pesar de que las atribuciones de los jueces están claramente establecidas en las leyes, 
con inusitada frecuencia ocurre en la práctica que un asunto se radica ante un juez o tribunal 
que carece de facultad propia y específica. Entonces se dice que el juez que actúa es 
incompetente por falta de atribución legal. Las principales causas que producen ese fenómeno, 
son: 
 
1.   Indebida apreciación del actor o de su abogado o por un error de hecho o de Derecho, y a 
veces sin tal error, cuando se tratan de escudar ilícitamente en un juez incompetente; 
 
2.   Indebido criterio del juez; 
 
3.   Incumplimiento de ciertas formalidades o requisitos; y, 
 
4.   Prohibición legal. 
 
A continuación me permito explicar brevemente cada uno de esos casos: 
 
1. Indebida apreciación del actor. 
 
El actor dispone de un largo período de tiempo para meditar en la acción que va a 
proponer y ante el juez que ha de intentarla. Ese periodo corre desde que la acción es 
procedente, por ejemplo cuando la obligación es exigible, hasta que la acción haya prescrito o 
caducado. El actor estará necesariamente asesorado por un jurisconsulto. Pero esos hechos no 
eliminan la posibilidad de un error o de una actuación indebida a sabiendas. El demandante 
puede estimar que el contrato de arrendamiento que ha celebrado se rige por las disposiciones 
de la Ley de Inquilinato, cuando en realidad está normado por el Código Civil, si no se trata de 
locales urbanos destinados a la vivienda. 
 
2. Indebido criterio del juez. 
 
Muchos jurisconsultos y entre ellos los jueces, estiman que la incompetencia no puede 
declararse de oficio; que debe ser necesariamente alegada al tiempo de contestar la demanda, 
porque en caso contrario el juez estaría anticipando criterio con vista de autos o se habría 
producido la prorrogación. Ello ocurre en la legislación vigente en la que hay razones 




en limitados casos y cuando el asunto de que se trata no se sabe a cabalidad a que competencia 
pertenece.  
 
Al tratarse de otras limitaciones como la que hay entre la materia civil y la penal, el juez 
tiene que negarse forzosamente a conocer el asunto que indebidamente se someta a su 
consideración. Suponiendo que alguien pretende que un juez de lo penal tramite un juicio de 
divorcio por la causal de tentativa de homicidio del cónyuge al otro, ese juez está obligado al 
inmediato rechazo. 
 
En cambio, si se demanda en Quito a un ciudadano que tenga su domicilio en la ciudad 
de Ibarra, el juez tendrá que esperar que se conteste la demanda en la que puede deducirse la 
excepción de incompetencia en razón del territorio, ya que sin esa medida defensiva se 
producirá la prorrogación, convirtiendo en competente a un juez que no lo era. 
 
En resumen se llama indebido criterio del juez cuando no declara su incompetencia si se 
trate de un límite jurisdiccional claramente establecido en la demanda. 
 
3. Incumplimiento de requisitos o formalidades. 
 
Se puede producir la incompetencia de tribunales de apelación cuando haya llegado a su 
conocimiento una causa en virtud de un recurso indebidamente concedido, o cuando el juez a-
quo no haya exigido el cumplimiento de ciertas formalidades indispensables para la 
procedencia del recurso, como el depósito de pensiones conductivas en un juicio de 
inquilinato. 
 
9.- Efectos que produce la incompetencia 
 
La incompetencia jurisdiccional produce los siguientes efectos: 
 
1.   Da derecho a interponer la excepción declinatoria; 
2.   Da opción a intentar la acción inhibitoria; 
3.   Produce la nulidad del proceso; y, 
4.   Da derecho a intentar la acción de nulidad de la sentencia ejecutoriada. 
 








Es el medio de defensa que se concede al demandado para detener o alargar la discusión 
usando una alegación que de aceptarse no destruya las pretensiones del actor, sino que las 
difiera, o para destruir o aniquilar las pretensiones del demandante en caso de las excepciones 
de puro derecho y perentorias. 
 
En la excepción declinatoria la parte que ha sido demandada ante un juez incompetente 
puede adoptar dos posiciones distintas: 
 
Allanarse con que sea el juez incompetente el que conozca del asunto, siempre que el 
límite inobservado lo permita. No le interesa demorar la resolución de la causa. Quiere que el 
problema sea resuelto cuanto antes en forma definitiva. Inclusive puede beneficiarse de la 
actuación del actor alegando la prescripción adquisitiva o extintiva o reconviniendo. En tales 
casos podrá aceptar categóricamente la competencia del juez o simplemente guardar silencio, 
caso en que prorrogará al juez una competencia que no la tenía. 
 
Proponer o deducir la excepción dilatoria de incompetencia, ya para demorar la 
resolución o porque le sea más conveniente litigar ante el juez competente. Esa excepción, si 
se la ha intentado debidamente, obligará al juez que decline .su competencia. El proceso 




Es la facultad o el derecho de las personas de acudir a la Función Judicial y es la forma 
misma de hacerlo, reclamando justicia, para que se reconozca o garantice lo que el actor cree 
que le pertenece; para que se restablezca el derecho violado; para que se mande a pagar las 
prestaciones que corresponden al demandante. 
 
En la acción inhibitoria la persona que haya sido demandada ante un juez que estime 
que es incompetente, puede acudir al juez que considere que es el legalmente llamado a 
conocer del litigio, pidiéndole que entable la competencia. El juez cuya competencia se haya 
impugnado por esa acción puede, después de recibir el oficio en que se le anuncie el conflicto, 
ceder la competencia o contradecirla. Si cede la causa quedará definitivamente radicada ante el 
juez impugnante. Si la contradice o entabla competencia, el funcionario o tribunal determinado 





Nulidad del proceso: 
 
Es la sanción que establece la ley para que se deje sin efecto, se desconozca o se 
considere que es inexistente un procedimiento, en el cual se haya inobservado la ley o se 
hayan violado requisitos denominados solemnidades sustanciales, algunas de ellas comunes a 
todos los juicios e instancias, otras establecidas sólo para cierta clase de juicios, o se haya 
violado el trámite correspondiente a la naturaleza del asunto que se juzga. Esa penalidad es 
una medida de protección para evitar que se obre de manera distinta a la ordenada o se elimine 
el principio de seguridad jurídica creado en beneficio de ciertas personas, especialmente de los 
elementos débiles de la sociedad, o se angustie la defensa de las partes. Pero, a la vez es la más 
grave de las sanciones. 
 
Si el juez que conoce de una causa, al momento de resolverla se declara competente y se 
pronuncia sobre lo principal, y la parte que se crea perjudicada interpone recurso de alzada, el 
superior puede, aceptando la incompetencia del inferior, declarar la nulidad de todo lo actuado 
a costa del juez a quo. La causa tendrá que volver a tramitarse ante un juez que sea en verdad 
competente. 
 
La nulidad de sentencia ejecutoriada:  
 
Es una institución distinta a la nulidad del proceso. Se supone la existencia de un juicio 
concluido, cuya sentencia adquirió el valor inmutable de la cosa juzgada pero que, sin 
embargo, el trámite pudo estar afectado de los siguientes vicios: 1) falta de jurisdicción o 
incompetencia del juez que la dictó; 2) ilegitimidad de personería de cualquiera de las partes; 
y, 3) no haberse citado la demanda al demandado, si el juicio se ha seguido y terminado en su 
rebeldía. 
 
La incompetencia del juez que tramite y resuelva una causa puede ocasionar, por fin, la 
anulación de la sentencia que haya pronunciado y que llegó a adquirir los efectos de cosa 
juzgada. 
 
La nulidad de la sentencia ejecutoriada es asunto distinto al de la nulidad procesal. Esta 
última nulidad cabe sólo antes de que se resuelva el proceso en última instancia. Aquella 
solamente cuando la resolución se haya ejecutoriado. 
 
La nulidad de la sentencia solamente podrá pedirse por una de las tres causas que se 




dictó. La acción de nulidad no cabe: si la sentencia considerada como nula ha sido ya 
ejecutada, si ha sido expedida en última instancia por la Corte Suprema de Justicia o si la 
incompetencia o falta de jurisdicción fueron materia de discusión especial y de previo 
pronunciamiento que llegó a ejecutoriarse. 
 
10.    Momento inicial de la competencia 
 
No puede ser competente un juez o tribunal que no ejerza jurisdicción, es decir, que no 
cuente con facultad legal para administrar justicia. Por lo mismo, el origen remoto de la 
competencia se confunde, es el mismo, que el de la jurisdicción. 
 
El Dr. Enrique Coello en su libro Sistema Procesal Civil volumen I, expresa al respecto:  
 
“La competencia propiamente tal se origina por el hecho de que una causa cierta 
y determinada radique en un juez, magistrado, juzgado o tribunal. No implica 
repetición decir juez o juzgado, magistrado o tribunal. Es el juzgado o sala de un 
tribunal el que adquiere competencia, como órgano” (COELLO GARCÍA, 2005, 
pág. 168).  
 
Por sorteo se asigna la competencia a los juzgados o salas, que a su vez pueden quedar 
impedidos de actuar por la acción inhibitoria. En este caso no importa la persona del juez o de 
los magistrados sino el juzgado o tribunal como tal. 
 
El único sistema posible actualmente es el del sorteo, tanto para radicar la competencia 
en los juzgados, como en los tribunales de apelación. La competencia tiene su punto inicial 
por la suerte, desde el momento que la oficina de sorteos entregue la demanda, solicitud o 
proceso físicamente, en manos del secretario del despacho. 
 
En caso de excusa, la competencia del juez subrogante se iniciará desde el momento en 
que se ejecutoríe la decisión en que se acepte las razones que invocó el primitivo juez y 
avoque conocimiento el reemplazante, legal y físicamente. 
 
Si debe dirimirse la competencia, el inicio de ésta comenzará para el juez o tribunal 
llamado a intervenir, desde que se ejecutoríe la sentencia que así lo declare y avoque 





Puede expedirse una nueva ley para que la competencia se radique en jueces o 
tribunales distintos de aquellos que antes ejercían la facultad de administrar justicia en 
determinada materia. En este caso, el ejercicio de la función comenzará desde el momento en 
que entre en vigencia la nueva ley y el nuevo juez tome en sus manos el proceso, siguiendo el 
principio de la vigencia inmediata de las leyes procesales, consagrado la siguiente regla del 
Art. 7 del Código Civil: 
 
...20a.- Las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad de los juicios, prevalecen sobre 
las anteriores desde el momento en que deben comenzar a regir. Pero los términos que 
hubieren comenzado a correr, y las actuaciones y diligencias que ya estuvieren comenzadas, se 
regirán por la ley que estuvo entonces vigente... 
 
11.- Conflictos de la Competencia 
 
Se denomina conflicto positivo de competencia al fenómeno práctico que se produce 
cuando dos o más jueces o tribunales pretenden, al mismo tiempo, ser competentes u ostentar 
el poder o facultad exclusivos para conocer, resolver y ejecutar una determinada causa que fue 
sometida a conocimiento de la justicia. 
 
Los casos en los que puede presentare este conflicto son: 
 
1.- Cuando se propongan simultáneamente dos o más acciones con identidad subjetiva y 
objetiva. 
 
Hay asuntos susceptibles de ser llevados a conocimiento y resolución de los jueces que 
interesan a varias personas como actoras o a varias personas en calidad de demandadas, como 
ocurre con los juicios universales, con los de inventario, de partición y muchos otros 
relacionados con comunidades de hecho o de derecho. Es posible también que dos o más 
personas se sientan afectadas al mismo tiempo o tengan interés común en ciertas relaciones 
jurídicas y acudan por separado o independientemente a la Función Judicial con sus 
respectivas demandas. 
 
En el sistema de libre elección del juez de primera instancia que regía antes en lo civil, 
era posible que un interesado acuda ante un juez y otro interesado ante otro juez de la misma 
competencia. Podía ocurrir, además, que cada uno de esos jueces estime que previno en el 
conocimiento de la causa por los mismos o por diversos motivos. Si no hubiere aquel criterio 




posterioridad se acumularán a las primeramente citadas. El juez que previno tendría 
competencia acumulativa para conocer de todo. En cambio, si ambos jueces se creen 
competentes y ninguno de ellos cede, si se producirá el conflicto de competencia, que deberá 
que ser resuelto mediante la dirimencia. 
 
2.- Cuando una vez propuesta la acción inhibitoria el juez quien se anticipó la competencia, no 
la ceda. 
 
Si el demandado considera que el actor ha acudido a un juez incompetente y no se  
allana con ello, puede hacer uso de dos medidas: 
 
a.- La de interponer excepción declinatoria; o 
b.- La de intentar acción inhibitoria 
 
El juez, en el momento procesal preciso se pronunciará sobre ella con los efectos 
establecidos. 
 
Si el demandado, en cambio, escoge la acción inhibitoria, deberá acudir al juez que 
considere competente y pedirle que entable la competencia. Un juez podría obrar también de 
oficio, es decir, por su propia iniciativa. Se entabla la competencia con el llamado oficio 
inhibitorio con el cual el juez provocante anuncia su competencia. El juez requerido puede 
obrar, asimismo, de dos modos: 
 
1. Aceptando el pedido del juez que pretende su inhibición, cediendo la competencia, y por lo 
mismo, enviándole todo lo actuado. En este caso no se produce el conflicto positivo de 
competencia; o, 
 
2. Contradiciendo la competencia que se pretende. Esta negativa se realizará también mediante 
un oficio. Quedará, entonces, debidamente entablado el conflicto positivo de competencia, que 
se resolverá dirimiéndolo. 
 
12.- Suspensión y pérdida de la competencia 
 
La pérdida de la competencia sucede por la falta de poder o atribución para conocer una 
causa determinada, conservando la jurisdicción que da a una persona la calidad de juez o de 





La pérdida de la competencia es de mayor alcance, de más trascendencia que la mera 
suspensión porque se espera que ésta cese en algún momento y el funcionario pueda retomar 
sus atribuciones respecto a cierta causa. En cambio al tratarse de la pérdida no podrá volver a 
intervenir en el correspondiente asunto. 
 
El Dr. Enrique Coello indica al respecto: 
 
 “La pérdida de la competencia puede implicar, a veces, una grave impugnación 
moral para el juez o el magistrado e inclusive ocasionarle responsabilidad penal o 
la responsabilidad civil de indemnizar daños y perjuicios que hubiere podido 
ocasionar a las partes. Si un juez, siendo incompetente para conocer el asunto, a 
pesar de haber sido oportunamente recusado, expediere providencias, lo actuado 
será nulo a cargo del juez, sin perjuicio de la multa y de la sanción penal por 
usurpación de atribuciones” (COELLO GARCÍA, 2005, pág. 271).  
 
En cuanto a la suspensión de la competencia esta se produce cuando la jurisdicción es 
una función permanente del Estado. Es decir los que ejercen, dentro de los límites de su 
competencia, tienen un poder de iguales características. Sin embargo, circunstancias 
extraordinarias pueden determinar que cierto funcionario se halle transitoriamente impedido 
de ejercer sus atribuciones en una causa determinada. 
 




Los medios alternativos de resolución de conflictos están tornando cada vez mayor auge 
en el mundo, en especial la mediación la que a través de un procedimiento pacífico se logra 
poner fin las controversias, con la intervención de un tercero neutral llamado mediador, 
persona idónea y calificada quien en aplicación de las técnicas adquiridas y los conocimientos 
teóricos, es decir con capacidad suficiente, logra el acuerdo entre las partes que acuden a la 
mediación. El mediador no impone nada, solamente sugiere a las partes fórmulas de posibles 
soluciones, les ayuda a acercarse a encontrar el arreglo de la controversia. 
 
“Es necesario resaltar que en la mediación las partes no son enemigas, hacerles 
entender que el enemigo es precisamente el problema, al que hay que atacar y 
encontrar juntos una solución que convenza a ambas partes, en la que no haya 




equitativo, aplicándose como norma general en la mediación la equidad” 
(QUINDE, 2013, pág. 11). 
 
En nuestro país la mediación se encuentra garantizada en la Constitución, carta 
fundamental del Estado que en el Art. 190 garantiza a la mediación como medio alternativo de 
resolución de las controversias; lo que se equipara con la Ley Especial de Arbitraje y 
Mediación promulgada el cuatro de septiembre de mil novecientos noventa y siete y publicada 
en el Registro Oficial N. 145, lo que le da a la mediación el respaldo legal, la garantía que los 
acuerdos que constan en las respectivas actas tienen el efecto de sentencia ejecutoriada y de 
cosa juzgada y que inclusive se las hace efectiva mediante la vía de apremio, de ahí la 
seriedad, garantía y validez del procedimiento de mediación. 
 
La mediación cada vez se aplica con mayor frecuencia en la administración de justicia, 
así en muchos países del mundo constan incorporadas oficinas de mediación en las Cortes de 
Justicia, en unas obligatorias previo al juicio y en otras alternativa para solucionar en forma 
extrajudicial las controversias. En nuestro país encontramos oficinas de mediación en las 
Cortes Superiores de Justicia de las ciudades de Quito, Cuenca y Guayaquil, las que han 
logrado un buen resultado en la solución extrajudicial de los conflictos. 
 
Desde esta perspectiva veo conveniente hacer uso de la mediación en casos de juicios  
que impliquen una  menor cuantía, siendo este un modo especial pacífico de resolver 
conflictos entre los seres humanos, para lograr conjuntamente enaltecer los principios de 
equidad y justicia que debe ser la premisa fundamental para lograr la anhelada paz social. 
 
Principios de la Mediación.-  
 
La mediación se sustenta en los siguientes principios: 
 
1.- La Confidencialidad.- 
 
Se refiere al hecho que toda la información recibida de las partes se mantendrá en 
reserva dentro de las instituciones encargadas del procedimiento de mediación. Cualquier 
excepción a la misma debe aclararse obligatoriamente con las partes o antes de que acepten 
participar en la mediación o al inicio de una audiencia de mediación. Es importante destacar 
que la confidencialidad debe manejarse también en las reuniones privadas, que eventualmente 





Conforme a nuestra Legislación las partes de mutuo acuerdo pueden renunciar a ella, 
aunque protege las fórmulas de acuerdo que se hubieren propuesto o ventilado en la 
mediación. Se debe aclararse que este principio debe mantener el mediador tanto frente a las 
partes como a terceros. 
 
2.- La Voluntariedad.- 
 
Las partes son llamadas a decidir si se someten al procedimiento y además hasta cuando 
lo van a utilizar. Es decir, los intervinientes manejan este procedimiento libremente facilitados 
por un tercero neutral hasta que se sientan cómodos, pudiendo dejar de usarlo en el momento 
que lo dispusieran. Este principio es fundamental, pues marca el inicio de una cultura de 
comunicación basada no en la coacción si no en el convencimiento social de utilidad de este 
procedimiento. 
 
3.- La Neutralidad Imparcialidad.- 
 
El Mediador no debe y no puede inclinarse a favor de ninguna de las personas que 
intervengan en la mediación, aunque en un momento determinado, sobre todo, en casos 
difíciles de lograrse acuerdo, podría eventualmente sugerir o recomendar propuestas de arreglo 
o soluciones intermedias que pueden ser aceptadas o rechazadas por las partes, lo que no debe 
entenderse como favoritismo para alguna de las partes. 
 
4.- La Autodeterminación.-  
 
Son las propias partes quienes acuden, mediante la colaboración de un tercero, a la 
solución del conflicto. Este principio se sustenta en el poder de las partes, reconociéndose que 
únicamente ellas tienen el derecho y el poder de definir sus argumentos, necesidades y 
soluciones, así como de determinar el resultado del procedimiento de mediación. 
 
5.- La Subsidiaridad.-  
 
Existe la tendencia que la mayoría de conflictos sean procesados vía mediación 
primeramente, para luego en caso de imposibilidad de acuerdo, acudir a los procedimientos 
ordinarios. Este principio en efecto se aplica en algunos países, en los que la mediación debe 
preceder en forma obligatoria antes de la presentación de una demanda, como por ejemplo en 





6.- La Flexibilidad.- 
 
La mediación no tiene el carácter de formalista y solo requiere de solemnidades 
mínimas para su ejecución. Esta característica le permite adecuarse a las circunstancias y a las 
personas, así, se adapta a todo tipo de conflictos que se generan entre toda clase de personas, 
lo que le dota ser un procedimiento especial, ágil y oportuno. 
 
7.- La Creatividad.- 
 
La mediación genera acuerdos creativos, cambiando muchas veces las reglas del juego 
frente al conflicto, el mediador con las partes trabajan para generar todas las opciones posibles 
con el fin de encontrar la solución al problema, buscando arreglos creativos, a veces 
innovadores que surgen en el momento, para el problema existente. 
 
8.- El Acento en el Futuro.- 
 
La mediación asegura que se centre la solución en las oportunidades que brinda el 
futuro y el presente en vez de esconderse en las del pasado. 
 
La mediación constituye un procedimiento de solución de conflictos por el cual las 
partes, asistidas por un tercero neutral llamado mediador, procuran un acuerdo voluntario, que 
verse sobre materia transigible, de carácter extra-judicial y definitivo, que ponga fin al 
conflicto. 
 
El Estado o las instituciones del sector público podrán someterse a mediación, a través 
del personero facultado para contratar a nombre de la institución respectiva. 
 
La solicitud de mediación se consignará por escrito y deberá contener la designación de 
las partes, su dirección domiciliaria, sus números telefónicos y una breve determinación de la 
naturaleza del conflicto. 
 
La mediación podrá proceder: 
 
a) Cuando exista convenio escrito entre las partes para someter sus conflictos a 
mediación. Los jueces ordinarios no podrán conocer demandas que versen sobre el conflicto 
materia del convenio, a menos que exista acta de imposibilidad de acuerdo o renuncia escrita 




su reclamación al órgano judicial competente. Se entenderá que la renuncia existe cuando 
presentada una demanda ante un órgano judicial el demandado no opone la excepción de 
existencia de un convenio de mediación. El órgano judicial deberá resolver esta excepción 
corriendo traslado a la otra parte y exigiendo a los litigantes la prueba de sus afirmaciones en 
el término de tres días contados desde la notificación. Si prosperare esta excepción deberá 
ordenarse el archivo de la causa, caso contrario se sustanciará el proceso según las reglas 
generales; 
 
b) A solicitud de las partes o de una de ellas; y, 
 
c) Cuando el juez ordinario disponga en cualquier estado de la causa, de oficio o a 
petición de parte, que se realice una audiencia de mediación ante un centro de mediación, 
siempre que las partes lo acepten. 
 
Si dentro del término de quince días contados desde la recepción por parte del centro de 
la notificación del juez, no se presentare el acta que contenga el acuerdo, continuará la 
tramitación de la causa, a menos que las partes comuniquen por escrito al juez su decisión de 
ampliar dicho término. 
 
El procedimiento de mediación concluye con la firma de un acta en la que conste el 
acuerdo total o parcial, o en su defecto, la imposibilidad de lograrlo. 
 
En caso de lograrse el acuerdo, el acta respectiva contendrá por lo menos una relación 
de los hechos que originaron el conflicto, una descripción clara de las obligaciones a cargo de 
cada una de las partes y contendrán las firmas o huellas digitales de las partes y la firma del 
mediador. 
 
Por la sola firma del mediador se presume que el documento y las firmas contenidas en 
éste son auténticos. 
 
El acta de mediación en que conste el acuerdo tiene efecto de sentencia ejecutoriada y 
cosa juzgada y se ejecutará del mismo modo que las sentencias de última instancia siguiendo 
la vía de apremio, sin que el juez de la ejecución acepte excepción alguna, salvo que las que se 
originen con posterioridad a la suscripción del acta de mediación. 
 
Si el acuerdo fuere parcial, las partes podrán discutir en juicio únicamente las 




acuerdo, el acta de imposibilidad firmada por las partes que hayan concurrido a la audiencia y 
el mediador podrá ser presentada por la parte interesada dentro de un proceso arbitral o 
judicial, y esta suplirá la audiencia o junta de mediación o conciliación prevista en estos 
procesos. No obstante, se mantendrá cualquier otra diligencia que deba realizarse dentro de 
esta etapa en, los procesos judiciales, como la contestación a la demanda en el juicio verbal 
sumario. 
 
En los asuntos de menores y alimentos, el acuerdo a que se llegue mediante un 
procedimiento de mediación, será susceptible de revisión por las partes, conforme con los 
principios generales contenidos en las normas del Código de la Niñez y Adolescencia y otras 
leyes relativas a los fallos en  estas materias. 
 
Jueces de Paz.- 
 
La justicia de paz es una instancia de la administración de justicia que resuelve con 
competencia exclusiva y obligatoria los conflictos individuales, comunitarios, vecinales o 
contravenciones que sean sometidos a su conocimiento, procurando promover el advenimiento 
libre y voluntario de las partes para solucionar el conflicto, utilizando mecanismos de 
conciliación, diálogo, acuerdos amistosos y otros practicados por la comunidad para adoptar 
sus decisiones. No puede imponer acuerdos a las partes pero si debe proponer fórmulas de 
solución, sin que ello implique anticipación de criterio ni se la pueda acusar de prevaricato.  
 
En caso de que las partes no lleguen a este acuerdo, la jueza o el juez de paz  dictarán su 
resolución en equidad, sin perjuicio del control constitucional correspondiente. 
 
No será necesario el patrocinio de abogada o abogado en las causas que se sustancien 
ante las judicaturas de paz. 
 
De este modo, los árbitros ejercerán funciones, jurisdiccionales de conformidad con la 
Constitución de la República y la Ley. 
 
Las autoridades de los pueblos indígenas, podrán ejercer funciones de justicia en la 












1.-    Actos preparatorios 
 
En términos generales puedo manifestar que los actos preparatorios o previos son 
aquellas diligencias encaminadas a constituir elementos probatorios antes de que se inicie el 
juicio o litigio, pueden ser empleados por cualquiera de las partes sea por el actor o 
demandado durante el término de prueba. 
 
Los actos preparatorios son precisos para fundamentar una demanda o para contestarla, 
nuestra legislación expresa que por regla general todo juicio comienza con una demanda, sin 
embargo se podrá iniciar un juicio a través de un acto preparatorio. 
 
Los actos preparatorios son los siguientes: 
 
• Confesión judicial; 
• Exhibición de la cosa que haya de ser objeto de la acción; 
• Exhibición y reconocimiento de documentos; 
• Información sumaria o de nudo hecho; e, 
• Inspección judicial 
 
2.-  Confesión Judicial 
 
El Dr. Viterbo Zevallos sostiene que la Confesión Judicial es: 
 
“Una de las pruebas más importante, de nuestro sistema Procesal Civil, ya que 
mediante ella se trata de lograr que la parte a quien se solicite, bajo el 
apercibimiento grave y serio del juramento, saque a la luz del proceso todo lo que 
oculta, respecto a los hechos y derechos de la contraparte y que guarda, 
precisamente, porque le es desfavorable su manifestación” (ZEVALLOS 
ALCÍVAR, 2003, pág. 147). 
 
Dada la importancia  de la prueba, que va dirigida, en forma directa a lo íntimo del ser 




para garantizar su existencia, su validez, su eficacia y evitar su abuso o interpretaciones 
alejadas de la honestidad y de la ley. 
 
Es además, una prueba de las partes: solo las partes, sea actora, demandada o tercero, 
tercerista pueden ser sujetos de una confesión. 
 
Las personas extrañas al proceso, entre estos los testigos, no pueden rendir confesión en 
el proceso en que intervienen, por cualquier razón o causa. 
 
Así mismo el artículo 122 del Código de Procedimiento Civil establece que la “confesión 
judicial es la declaración o reconocimiento que hace una persona, contra sí misma, de la verdad de un 
hecho o de la existencia de un derecho. La parte que solicite confesión presentará el correspondiente 
pliego de posiciones, al que contestará el confesante”. 
 
Entonces puedo afirmar que la confesión judicial consiste en una afirmación o negación 
que bajo juramento realiza una persona sobre asuntos personales que tengan relación con el 
proceso que se ventila, al contestar el pliego de preguntas formulado por la otra parte o por el 
propio Juez. 
 
Declaración de Confeso 
 
Cuando el confesante no acudiera, se negara a rendir su confesión, no quisiera contestar, 
o lo hiciere de manera equívoca u oscura, el Juez lo podrá de oficio declarar confeso; no 
obstante de que si el interesado requiere que se rinda la confesión o si el Juez, considera 
necesario recibir dicha confesión, hará comparecer a quien deba prestarla, aplicándole, de ser 
necesario una multa de uno a cinco dólares de los Estados Unidos de América diarios, hasta 
que se presente a rendirla; pudiendo incluso, por disposición del juez, hacerlo comparecer por 
medio de la fuerza pública. 
 
Para que se pueda rendir la confesión judicial debe preceder el juramento y será 
reducida a escrito, así mismo cada pregunta contendrá solo hecho, quedando prohibidas las 
preguntas impertinentes, capciosas o sugestivas. 
 
El pliego de preguntas para la confesión debe ser presentado en sobre cerrado con las 





Si la confesión es rendida ante el Juez competente y que contenga la contestación pura y 
llana del hecho o hechos preguntados constituirá prueba. 
 
Casos en que la Confesión Judicial carece de valor probatorio 
 
• La confesión exigida al impúber, sin embargo el juez apreciara libremente el valor 
probatorio de la confesión rendida por el menor adulto. 
 
• No merece crédito la confesión prestada por error, fuerza o dolo, ni la que es contra 
naturaleza o contra las disposiciones de las leyes, ni la que recae sobre hechos falsos. 
 
En la confesión judicial ordenada por la jueza o el juez, a solicitud de parte o de oficio, 
deberán afirmarse o negarse de un modo claro y decisivo los hechos preguntados, y no se 
admitirán respuestas ambiguas o evasivas. 
 
La confesión sólo podrá pedirse como diligencia preparatoria o dentro de primera o 
segunda instancia, antes de vencerse el término de pronunciar sentencia o auto definitivo. 
 
El Juez señalará el día y la hora en que deba prestarse la confesión, la notificación al 
confesante se hará con un día de anticipación, por lo menos a aquél en que se hubiere señalado 
para que se lleve a cabo la diligencia. Si no compareciere se le volverá a notificar, señalándole 
nuevo día y hora, bajo apercibimiento de que será tenido por confeso. 
 
Para presentarse a rendir la confesión, el confesante deberá estar asistido de un Abogado 
defensor particular o nombrado por el Estado, en caso de que el interesado no pueda designar 
a su propio defensor, caso contrario, carecerá de eficacia probatoria. 
 
El confesante no puede ser obligado a declarar por segunda vez sobre unos mismos 
hechos, ni aún a título de diligencias preparatorias independientes; pero se le podrá obligar a 
dar respecto de ellos las aclaraciones que pida la otra parte, siempre que no se dirijan a 
retardar el curso de la litis. 
 
No merece crédito la confesión prestada por: error, fuerza o dolo, ni la que vaya en 





La confesión es la más perfecta y confiable de las pruebas, si se ha realizado 
cumpliendo los requisitos legales, en forma libre y espontánea, algunos tratadistas la 
consideran como la madre de las pruebas por las siguientes razones: 
 
• Porque su eficacia deriva de las disposiciones de la ley; 
• Porque decir la verdad es más fácil que decir una mentira; requiere de un proceso 
mental de coordinación de ideas que no siempre surte efecto;  
• Porque el ser humano trata de alejarse de lo desfavorable; 
• Si confiesa en su contra, es porque el hecho es indudablemente cierto. 
 
Clasificación de la confesión.- 
 
Respecto a la clasificación de la confesión, en forma resumida señalo que existen las 
siguientes entre varias cuantas autores de obras de Derecho Procesal Civil o Comentaristas del 
Código de Procedimiento Civil existen y son: 
a.- Judiciales y extrajudiciales; 
b.- Expresas o fictas; y 
c.- Espontánea o provocada 
 
A continuación cito las definiciones que el Dr. Viterbo Zevallos en su libro II del 
Código de Procedimiento Civil asigna a cada una de ellas: 
 
Confesión Judicial: Una confesión es judicial, cuando se la hace en un proceso o 
diligencia judicial previa, ante Juez competente en razón de la materia, de las personas, de los 
grados, del territorio. Además, el Juez debe encontrarse en el ejercicio de su cargo. 
 
Confesión Extrajudicial: Una confesión, es extrajudicial, cuando ocurre fuera de un 
proceso. Tal es el caso, de las declaraciones de verdad del hecho o de reconocimiento, de un 
derecho por alguno de los litigantes, pero sin la presencia del Juez, sin las formalidades 
requeridas. 
 
Confesión Expresa: La confesión judicial , es expresa cuando la persona a quien se la 
solicita concurre ante el Juez competente, ya personalmente, ya por interpuesta persona o 
representante o apoderado, y bajo la gravedad del juramento, responde, de una manera 





Confesión Ficta: La confesión es ficta o tácita, cuando la misma no se “presta”, por la 
inasistencia del confesante, a cumplir con la práctica de la diligencia, en las fechas señaladas 
por el Juez, y previa las advertencias judiciales o si compareciéndose negare a prestar la 
confesión, o no quisiere responder, o lo hiciere de modo equívoco u oscuro resistiéndose a 
explicarse. 
 
Confesión Espontánea: La confesión judicial, es espontánea, cuando el reconocimiento 
del hecho o del derecho ajeno, surge por iniciativa propia y voluntaria del confesante. Se 
considera al allanamiento de la demanda, cuando es verdadero y cumple los requisitos de 
eficacia exigidos por la ley, como una confesión espontánea porque el demandado, lejos de 
ejercer su derecho a contradecir, acepta como verdaderos los hechos relatados por el 
demandante. 
 
Confesión Judicial Provocada: La confesión Judicial, es provocada, cuando se origina 
a petición expresa de una parte o de las partes, ante el Juez competente, con interrogatorio 
previamente formulado. 
 
3.- Exhibición de la cosa que haya de ser objeto de la acción 
 
La exhibición de bienes muebles o documentos es el segundo acto preparatorio, de 
acuerdo al art. 64 del C.P.C. que puede pedirse como diligencia preparatoria o como prueba 
dentro del respectivo término. De acuerdo al Artículo 821 del C.P.C., al tratarse de cosas 
muebles, estos, por su propia naturaleza pueden encontrarse fuera del lugar de residencia de la 
persona que debe exhibirlos, por lo que aunque no lo diga la ley, por razones de equidad, la 
disposición que ordene el cumplimiento de estos actos procesales a la persona que debe 
cumplirla, ha de ser notificada en los mismos términos de la confesión judicial.  
 
En la práctica judicial ecuatoriana, al ser exhibida la cosa, examinada y levantada el acta 
en el juzgado, se la devuelve al que la exhibió salvo el caso de que exista el motivo de temer 
de que se pierda o deteriore en manos del poseedor, el que estará obligado a consentir en dar 
seguridad suficiente de restitución para el caso de ser condenado a restituir, lo cual coincide 
con el criterio del Dr. Víctor Manuel Peñaherrera, para quien “exhibir la cosa” no es entregarla 
al Juez ni ponerla a disposición de éste, porque el que hace una exhibición, continúa en la 
condición de poseedor de la cosa, y tiene derecho de guardarla en su poder, en seguida de 






4.-  Inspección Judicial 
 
Es la observación de cosas, personas y todos los indicios a comprobar al algún hecho, 
además para poder ofrecerla el solicitante de la inspección judicial se determinarán los puntos 
sobre que deba de versar, y de los puntos controvertidos.  
 
El Código de Procedimiento Civil establece: “Inspección Judicial es el examen o 
reconocimiento que el Juez hace de la cosa litigiosa o controvertida, para juzgar de su estado y 
circunstancias”. 
 
La inspección judicial no es una simple prueba como pueden serlo el documento o el 
testimonio; constituye todo un sistema procesal que admite la actuación de otras pruebas, es 
decir, que dentro de ella se pueden presentar todas las demás pruebas señaladas en nuestra ley 
y además, lo que es una verdadera excepción dentro del régimen de las pruebas, faculta al Juez 
de la inspección, a tomar cualquier otra medida que considere útil para el esclarecimiento de la 
verdad. 
 
El juez obtiene un reconocimiento directo de la realidad acerca de las personas, cosas o 
documentos inspeccionados, sin estar sujeto a las declaraciones de los demás, este 
conocimiento es más amplio cuando no se requiere la intervención tanto de testigos, peritos.  
 
La verdad formal que puede obtener del resultado de percepciones de otras personas, 
llevadas al juez, se puede desvirtuar mediante el análisis directo que hace el órgano 
jurisdiccional, y de esa manera pudiera prevalecer una verdad material. 
 
El juzgador tiene una certidumbre total de la realidad acerca de los puntos que 
constituyeron el tema central de la inspección. 
 
La doctrina estima que la inspección judicial es la observación y constatación que el 
juez ejecuta personalmente de la cosa litigiosa o controvertida, para juzgar su estado y 
circunstancias, para ello debe trasladarse al lugar en que está situada la cosa, con la presencia 
de las partes, y contando con el asesoramiento de un perito que conozca suficientemente de la 
materia. 
 
La Inspección Judicial se la decreta a petición de parte y en ella se harán constar el 
objeto de la diligencia y el lugar en que debe realizarse, a fin de que el Juez ante quien se la 




La Inspección debe ser llevada a cabo personalmente por dicho juez, puesto que en este 
caso no cabe comisionarla o deprecarla; ya que lo actuado por un Juez delegado es nulo.  
 
De la inspección judicial se tendrá que levantar un acta en la que hará constar el día, 
lugar y hora de la inspección, las personas que concurrieron a la misma, las observaciones y 
alegatos de las partes, y la descripción de lo que hubiese examinado el juez, debiendo ser 
firmada por los asistentes, y si las partes no quisieren o no pudieren hacerlo, se expresará esta 
circunstancia.  
 
En el acta se hará mención de los testigos que presentaron las partes y de los 
documentos que se leyeron; pero las declaraciones de los testigos que se hayan pedido y 
dispuesto dentro del término de prueba, con la debida notificación a la parte contraria, se 
redactarán separadamente, en la forma legal.  
 
Tanto éstas como los documentos, se agregarán a los autos; y si fueron presentados 
dentro del término correspondiente, surtirán los respectivos efectos probatorios; la ley es tan 
estricta respecto de este punto, que se hace constar en el Código, que si un juez que no hace 
constar esta descripción serán amonestados por escrito por el consejo de la judicatura. Esta 
descripción, dado su carácter objetivo, no constituye anticipación de criterio. 
 
En esta diligencia el juez, puede ordenar que se levanten planos, se hagan 
reproducciones, experimentos, grabaciones mecánicas, copias fotográficas, cinematográficas o 
de cualquier otra índole, si dispone de medios para ello; así como también puede ordenar la 
reconstrucción de hechos para verificar el modo como se realizaron, examinar a las personas 
prácticas que conozcan el lugar o la cosa y tomar cualquier otra medida que considere útil para 
el esclarecimiento de la verdad. 
 
La inspección hace prueba en los asuntos que versan sobre localidades, linderos, curso 
de aguas y otros casos análogos, que demandan examen ocular o conocimientos especiales. 
 
En caso de que las partes pidieran la Inspección judicial, con la finalidad de presentar 
fuera de término, ya sea prueba documental, que se reciba declaraciones de testigos, o la 
intervención de un perito, ninguna de ellas surtirá efecto, a menos que se entreguen dichas 







5.- Información Sumaria 
 
La información sumaria consiste en una investigación breve y sin las solemnidades que 
regularmente se observan en otros actos y por nudo hecho quiere decir  un hecho simple, esto 
es que con la información sumaria se justifican generalmente hechos simples.  
 
A opinión de algunos autores no debería constar dentro de los actos preparatorios ya 
que la información sumaria por su propia naturaleza, es una diligencia que se inicia y consume 
en un mismo acto.  
 
6. Exhibición de Documentos 
 
En el Código de Procedimiento civil en sus artículos 64, 65, 826 y 827 se establecen lo 
referente a los actos preparatorios, cuales son y la exhibición de los mismos, y por otro lado en 
el código Civil y de Procedimiento Civil se habla de los instrumentos privados y lo que estos 
deben contener. 
 
Se pueden pedir como actos preparatorios o dentro del término de prueba la exhibición 
de libros, títulos, escrituras, vales, cuentas y en general documentos de cualquier clase que 
fuere. Los documentos privados están enumerados en el art. 193 del cuerpo legal citado; y de 
acuerdo con este artículo no hay más documentos privados que los que allí se enumera. 
 
Se prohíbe que se extraiga de un archivo u oficina del orden administrativo cualquier 
documento original que en el repose, ni aún con orden expresa de autoridad superior y el 
encargado de la custodia que lo entregue, incurrirá en una infracción. 
 
La excepción de la excepción es la que no obstante la prohibición, cuando en las copias 
existan cesiones o anotaciones, puede solicitarse la exhibición, como acontece con el traspaso 
de un crédito, en el que debe constar la nota de cesión en la que se determinará el origen, la 
cantidad y fecha del crédito. Si el título fuera una escritura pública se indicará también el 
protocolo en el que se haya otorgado. 
 
El fundamento para esta disposición es el hecho, que son los interesados los que han 
cedido o traspasado el crédito o han puesto notas de pagos parciales o de la cancelación del 
total de la deuda. La exhibición en estos casos tiene por objeto que se constate los traspasos o 




La exhibición de Libros de Contabilidad de acuerdo a lo expresado en el Código de 
Comercio, puede ocurrir que los libros de comercio, son exhibibles a petición de un 
comerciante contra otro. 
 
7. Reconocimiento de Documentos 
 
En el numeral tres del artículo 64 del Código de Procedimiento Civil, se prevé dos actos 
preparatorios, que son: la exhibición y reconocimiento de documentos, estos dos actos 
preparatorios aunque se refieran a documentos privados, tienen efectos distintos como también 
trámite diverso. 
 
En el reconocimiento de los documentos privados el trámite es simple, debido a que 
solo se debe expresar que la firma y rúbrica son de quien se encuentra realizando el 
reconocimiento, sin reconocer la obligación como verdadera, o dado el caso que hubiera 
firmado un tercero, bastará con que la persona que está reconociendo acepte que otro firmó 
con su consentimiento. 
 
De esta manera si en el documento no consta una de las obligaciones indicadas no debe 
considerarse como tal, porque éste es el sentido de la Ley, tanto más que el artículo 199 del 
Código Adjetivo Civil dice: “Las cartas dirigidas a terceros o por terceros, aunque en ellas se 
mencione alguna obligación, no serán admitidas para su reconocimiento ni servirán de 
prueba.” 
 
Uno de los efectos más importantes del reconocimiento de documentos es el de la 
creación o constitución del título ejecutivo, ya que así lo dispone el Código de Procedimiento 
Civil, porque incluye entre los títulos ejecutivos al reconocimiento judicial de los documentos 













El Juicio Ordinario es juicio que se somete a la tramitación común ordenada por la ley, 
se aplicará el procedimiento ordinario en todas las gestiones, trámites y actuaciones que no 
estén sometidos a una regla especial diversa, cualquiera que sea su naturaleza., y 
extraordinario o especial el que se rige por las disposiciones especiales que para determinados 
casos la ley establece y en el cual si existiere alguna duda se regirá en suplencia el ordinario 
civil. 
 
Se tiene el concepto de que un juicio ordinario es aquel juicio declarativo en el que se 
persigue de manera específica el reconocimiento o en su defecto la declaración de un derecho, 
sea el que sea y el cual se busca encontrar a través de un procedimiento totalmente legal y que 
debe ser tramitado siempre ante un tribunal conocido como competente. 
 
Como es bien sabido por muchos, éste juicio tiene ciertos pasos que por ley deben de 
ser seguidos ya que si se llegaran a modificar no podría ser llamada como juicio ordinario y 
tendría por fuerza que ser modificado para poder encontrar su cause, los pasos a seguir son: 
 
Discusión, dentro de la cual se llevan a cabo la Demanda, la contestación, la réplica y 
por último la dúplica en ese mismo orden, después sigue la Conciliación, seguido de la Prueba, 
después las Observaciones a la prueba, enseguida las Medidas para mejor resolver, lo siguiente 
es la Citación a las partes para oír sentencia, lo siguiente es el Fallo, después la Impugnación 
del fallo y por último el Cumplimiento o ejecución. 
 
Pero dentro de éste juicio, por defecto siempre se deberá de proceder gracias a una 
demanda ya que es de ahí donde se parte para poder proceder, sin embargo la demanda deberá 
de incluir ciertos papeles para poder ser efectuada, los papeles son: 
 
Fundantes que se consideren propiamente como aquellos de los que se encargan de 




demostrativos que son aquellos relacionados con los hechos que fungen como demostración 
hacia el derecho que se está reclamando. 
 
Para poder imponer una demanda de tipo ordinario es preciso contar con los requisitos 
que aquí se hacen mención porque de lo contrario recibirá otro nombre y por lo mismo no será 
considerada como tal. 
 
Características fundamentales del juicio ordinario 
 
a. Es juicio declarativo por excelencia. 
 
A esta característica, por su especial trascendencia, dedicaré todo el número siguiente de 
este capítulo. 
 
b. Todas las actuaciones tienen que realizarse sólo por escrito a base de las 
solicitudes formuladas por los interesados. 
 
Los mentalizadores de nuestras leyes procesales que han regido hasta la fecha creyeron 
indispensable imponer la escrituración y la petición de parte para que el juez pueda proceder, 
atendiendo sólo las solicitudes que presenten los interesados y que las reciba el actuario. Hay 
casos de excepción en los que los jueces y los magistrados pueden proceder de oficio; pero la 
rutina, que es otra práctica profundamente enraizada, ha hecho que en la práctica no se utilice 
esa facultad. De modo que si no hay solicitud que despachar, las providencias no se expiden, y 
por lo mismo, el proceso quedará intocado hasta que se produzca el abandono de la instancia. 
 
En la práctica, los defensores se ven forzados a acudir a los magistrados, jueces y 
curiales para pedir el trámite de la causa, formulando breves alegatos verbales dirigidos 
especialmente al auxiliar a cuyo cargo está la tramitación íntegra del proceso hasta el estado de 
que se expida la sentencia. 
 
El hecho de que no se actúe, que no se pueda actuar, si no se recibe previamente la 
solicitud escrita del interesado, convierte al juez, desde que se inicia la causa, en un ser 
deshumanizado, por una parte, y por otra, en un funcionario que no comanda el debate, que no 
tiene inmediación con las partes y con los medios probatorios, especialmente, las confesiones 
y declaraciones de testigos, como debe ser. El juez ha de tener honda preocupación por la 





Lo lógico es, en cambio, que los magistrados y los jueces obren de oficio, por regla 
general, sin necesidad de esperar el pedido de las partes para la pronta expedición de las 
providencias que se han de dictar, para declarar las rebeldías, convocar a las juntas, abrir la 
causa a prueba, pedir autos para resolver, etc. Todo ello sin perjuicio de que los interesados 
puedan impulsar el progreso de la causa, con las solicitudes y gestiones que fueren del caso. 
Además, es indispensable que mantenga inmediación diaria, conversación, diálogo, con las 
partes y sus defensores. 
 
c.- El juicio ordinario, es más extenso que los otros y las partes tienen mayores 
oportunidades para ejercer la defensa de sus derechos. 
 
En el juicio ordinario hay posibilidad de realizar actuaciones procesales que no son 
posibles en otros juicios y todos los términos son de mayor duración; de modo que la defensa 
de  los derechos de las partes, e inclusive de los intereses de terceros es más efectiva. 
 
Las oportunidades que no existen en los otros juicios, son: 
 
1.  La opción del demandado de deducir reconvenciones conexas e inconexas con el 
asunto que fue materia de la demanda propuesta por el actor. Es decir que el reo puede 
aprovechar el mismo proceso para proponer su acción propia contra el demandante, sin 
necesidad de hacerlo en un cuaderno distinto y sobre asuntos relacionados con aquel para el 
que fue llamado, e incluso con relaciones jurídicas extrañas. 
 
El derecho a reconvenir es de trascendental importancia, porque está basado en la 
economía procesal, que permite discutir en un solo proceso los asuntos que sin la 
reconvención, tendrían que tramitarse y resolverse en dos procesos distintos. El derecho del 
demandado a reconvenir debería permitirse en cualquier clase de juicio declarativo. 
 
2. Los términos de que disponen las partes para ejercer su defensa son más amplios que 
en los otros trámites. El demandado tiene el término de quince días para contestar la demanda; 
el actor el término de quince días para contestar la reconvención; el término para pedir y 
practicar las pruebas es el de diez días.  Los términos en los otros juicios son mucho menores. 
En el juicio verbal sumario el demandado ha de contestar la demanda en la audiencia de 
conciliación. No tiene término alguno para hacerlo. En el juicio verbal sumario laboral, el 




fue propuesta. En el juicio ejecutivo el reo debe contestar dentro de tres días. Si no lo hace, 
hay una tácita aceptación de las pretensiones del demandante, y el juez expedirá de inmediato 
una sentencia que causará ejecutoria. En el juicio ejecutivo la ley no ha previsto que el actor 
conteste la reconvención, ni ha fijado término para ello. El término de prueba en los juicios 
verbal sumario y ejecutivo es el de seis días. 
 
3.- En el juicio ordinario el actor puede cambiar la acción antes de que sea citado el 
demandado y reformar la demanda, proponiendo inclusive nuevas excepciones perentorias, 
antes de que comience a correr el término probatorio, aún cuando la disposición que lo permite 
no esté en la Sección del juicio ordinario, sino en la que corresponde a la demanda en general. 
En el juicio verbal sumario el actor no puede reformar la demanda y con mayor razón, no 
podrá cambiarla. Nada dice el Código de Procedimiento Civil respecto a la reforma de la 
demanda en el juicio ejecutivo, por lo que entiendo que no lo permite. 
 
4.- En el juicio ordinario se puede proponer en un mismo libelo acciones diversas o 
alternativas, siempre que no sean contrarias ni incompatibles. En los otros juicios parece que 
no es posible esa acumulación de acciones. 
 
5.- En la segunda instancia del juicio ordinario el apelante tendrá que determinar 
categóricamente los puntos a los que se contrajo su recurso. Si no lo hace dentro del término 
de diez días, se tendrá por no interpuesto el recurso y se ejecutoriará la providencia apelada; 
las partes pueden solicitar nuevo término probatorio, término en el cual podrán practicarse 
diligencias que no fueron solicitadas en la primera instancia. En los otros juicios no existe ese 
término probatorio. 
 
6.- En el juicio ordinario las partes y otros interesados pueden interponer recursos de 
todas las providencias que causen gravamen irreparable en definitiva y siempre que la ley no 
deniegue expresamente un recurso. En el juicio verbal sumario no puede apelarse sino de la 
providencia que niegue ese trámite y de la sentencia. En el juicio ejecutivo el actor puede 
interponer los mismos recursos que el Código concede para el juicio ordinario; pero el 
ejecutado sólo puede apelar de la sentencia y de las demás providencias, no podrá interponer 
ni aún el recurso de hecho. 
 
d.- En el juicio ordinario hay mayor amplitud para los reclamos de terceros y 





En el juicio ordinario pueden deducirse, además de incidentes, las tercerías en las que se 
alegue derecho preferente o coadyuvante, mientras que en el juicio ejecutivo sólo se podrán 
presentar tercerías excluyentes o coadyuvantes. Todas esas disposiciones hacen que en el 
juicio ordinario tengan mayor amplitud los terceros o terceristas para hacer valer sus derechos; 
y respecto a los incidentes, no hay en el juicio ordinario las limitaciones que se establecen para 
los otros juicios. 
 
El juicio ordinario es la regla general. Los otros son la excepción. 
 
Las excepciones tienen que estar expresamente establecidas en la ley, en caso contrario 
no existen jurídicamente. No puede aplicarse la analogía para sostener que determinadas 
materias pueden discutirse en juicios verbal sumarios, ejecutivos o especiales. Además, el 
juicio ordinario es supletorio por excelencia, es decir, que acciones a las que corresponde un 
procedimiento especial si pueden tramitarse por el procedimiento del juicio ordinario. Esto 
sucederá en especial, al tratarse de acumulación de acciones ante un mismo juzgado. 
 
Respecto a esa característica del juicio ordinario, debemos señalar la siguiente 
disposición del Art. 59 del Código de Procedimiento Civil: 
 
“Toda controversia judicial que, según la Ley, no tiene un procedimiento especial, se 
ventilará enjuicio ordinario”. 
 
El Juicio Ordinario como Juicio Declarativo 
 
Esta aseveración tiene como principio que todo juicio es, o tiene que ser necesariamente 
declarativo; un procedimiento que no tenga por objeto la declaración de la existencia de un 
derecho subjetivo o de una obligación, no es juicio, y no es necesario que existan varias clases 
o especies de juicios: una sola es suficiente. Pero hay asuntos que requieren mayor atención y 
cuidado que otros, mayores oportunidades de defensa de las partes y meditación del juez, en 
los que, por esas razones, ha de primar el acierto sobre la celeridad, en esa única clase de 
juicio declarativo, han de establecerse para esos casos términos más largos, recursos de alzada 
con efecto suspensivo y otros actos y diligencias que no se exijan para resolver otros asuntos 
en los cuales la celeridad ha de primar sobre el acierto, pudiendo en estos últimos concederse 





En la Legislación Procesal Civil que ha regido en el Ecuador, el juicio ordinario fue 
inicialmente el único declarativo, hoy ha pasado a ser el más importante y trascendental de los 
juicios de esa clase, pero no es el único, porque el verbal sumario, también es declarativo, ya 
por disposiciones de leyes especiales, ya por la facultad que se da a las partes de pactar, por 
escrito en los contratos, el procedimiento a que ha de sujetarse una posible y futura 
controversia. 
 
En cuanto al juicio ejecutivo, aún cuando generalmente se lo ve como un procedimiento 
declarativo, no lo es, por su naturaleza, porque no puede iniciarse sin un título en que esté 
declarada ya la obligación, con cierta presunción de autenticidad y siempre que ella sea clara, 
líquida, pura, de plazo vencido, cuando lo haya y, además, la determinación de la obligación 
principal y de las accesorias y la referencia a los indicadores económicos o financieros, cuando 
proceda. Más bien, hay casos en que, los llamados procedimientos especiales, tienen por 
objeto la declaración de la existencia de ciertos derechos o, especialmente, de determinadas 
obligaciones. 
 
Juicio ordinario procedencia 
 
Por la vía del juicio ordinario se sustancian todas las controversias no mercantiles que 
carecen de una puntual especificación procedimental en la ley, aunque no se indican en el 
C.P.C. otros criterios objetivos que ayuden a determinar su procedencia, a diferencia de lo que 
sucede en otras legislaciones, el hecho de que la vía ordinaria sea la elegida si la ley no indica 
otra, indica su enorme importancia.  
 
En general, se considera que el juicio ordinario es aquel que permite las mayores 
oportunidades para discutir la controversia y para el ejercicio del derecho a la defensa, con lo 
cual las pretensiones que revisten mayor complejidad deberían sustanciar esta vía.  
 
Si el actor goza del beneficio de un proceso sumario, y escoge sustanciar la controversia 
por la de un juicio plenario como el ordinario, seguramente tendrá en  mente lograr una 
ampliación del debate. 
 
La determinación de la procedencia de la vía ordinaria para la tutela de una pretensión 
relacionada con un derecho de crédito se ha establecido casuísticamente en la jurisprudencia 
ecuatoriana. Esto sucede porque la ley no ha fijado un trámite especial, bien porque las partes 
no acordaron vías abreviadas para sustanciar las controversias surgidas entre ellas o porque la 




Etapas del Juicio Ordinario 
 
a.- La demanda 
 
Cualquier acción o acciones acumuladas pueden deducirse en el juicio ordinario, lo cual 
no ocurre con los otros juicios.  En el ejecutivo, sólo se puede deducir una acción basada en 
título ejecutivo y en obligación ejecutable por esa vía. 
 
La demanda debe ser clara y contendrá los siguientes requisitos: 
 
1.- La designación de la jueza o del juez ante quien se la propone; 
 
2.- Los hombres completos, estado civil, edad y profesión del actor y los nombres completos 
del demandado; 
 
3.- Los fundamentos de hecho y de derecho, expuestos con claridad y precisión; 
 
4.- La cosa, cantidad o hecho que se exige; 
 
5.- La determinación de la cuantía; 
 
6.- La especificación del trámite que debe darse a la causa; 
 
7.- La designación del lugar en que debe citarse al demandado, y la de lugar donde debe 
notificarse al actor; y, 
 
8.- Los demás requisitos que la ley exija para cada caso. 
 
b.- Cambio de la demanda 
 
Se puede cambiar la acción antes de que la demanda haya sido contestada por el 
demandado.  El cambio implica sustitución de los elementos subjetivo y objetivo de la acción. 
 





En el juicio ordinario, el actor puede reformar la demanda después de que haya sido 
contestada por el demandado pero antes de que principie a recurrir el término probatorio. La 
reforma ha de referirse solamente a elementos accidentales, sin modificar los elementos 
esenciales que son la identidad subjetiva y objetiva de la causa. 
 
d.- Contestación a la demanda 
 
El demandado tiene el término de quince días para contestar la demanda, en la que 
ejercerá todos los medios de defensa que tenga a su favor, y en especial deduciendo las 
excepciones dilatorias, perentorias y de puro derecho de que se crea asistido.  Además, es 
requisito fundamental  que haga un pronunciamiento expreso sobre las pretensiones del actor y 
los documentos anexos, con indicación categórica de lo que admite y de lo que niega. 
 
El juez debe calificar la contestación ordenando que el demandado la aclare o la 




Al tiempo de contestar la demanda, el demandado puede deducir una reconvención conexa o 
inconexa en contra del demandante. 
 
El juez ha de calificar dicha reconvención en la misma forma que hizo con la demanda y 
correr traslado de ella al actor concediéndole el término de quince días para que la conteste; se 
pronuncie categóricamente sobre las pretensiones del demandado y los documentos que haya 
acompaño. 
 
Los ejemplos sobre la contestación a la demanda, la providencia que ha de expedir el juez; 
sobre la reconvención, su calificación, se trate o no de una nueva demanda, y el traslado de ella al 











f.- Reforma de la contestación a la demanda 
 
El demandado podrá reformar sus excepciones y aún deducir otras perentorias, antes de que 
se reciba la causa a prueba, en la reforma a la contestación de la demanda, no se podrán proponer 
nuevas excepciones dilatorias. 
 
Este derecho podrán ejercer sólo los demandados que hayan concurrido al proceso dentro de 
los quince días que tenían,  contestando la acción deducida contra ellos. 
 
Los que no lo hicieron, no pueden reformar, porque se reforma sólo lo que existe. 
 
Lo inexistente no es susceptible de aumento, disminución, ni cambio. 
 
g.- Junta de Conciliación 
 
En el juicio ordinario, conforme a lo dispuesto en el art. 400del Código de 
Procedimiento Civil, cuando las excepciones o la cuestión planteada en la reconvención versa 
sobre hechos que deben justificarse, la jueza o el juez,  señalará  día y hora en los que las 
partes deben concurrir, con el propósito de procurar una conciliación, que dé término al litigio. 
 
Esta diligencia es de fundamental importancia y debe tomarse como un trámite en el 
cual el juez ha de aparecer como un verdadero conductor del proceso, interviniendo 
activamente en la búsqueda de un acuerdo transaccional; y, las partes han de demostrar la 
buena fe con la que proceden mediante la presentación de fórmulas que permitan concluir con 
el conflicto en su fase inicial. 
 
Si una de las partes no concurren a esta diligencia, se considerará tal falta como indicio 
de mala fe, aunque la única consecuencia práctica se traduce, según el art. 400 es la condena 
en costas al ausente. También se estima como indicio de temeridad o mala fe la exposición del 
litigante a quien pueda imputarse la falta de conciliación. 
 
 De lograrse avenimiento entre las partes, tal acuerdo será aprobado por sentencia y el 
juez declarará terminado el juicio el juicio. Si no hubo acuerdo o si es parcial, el proceso 





 La junta no tiene más objetivos que los ya descritos. A pesar de que se ha demostrado 
fehacientemente en otras legislaciones la bondad de aprovechar esta etapa para realizar otras 
actividades, como la depuración de nulidades procesales o la calificación de pertinencia o 
conducencia de los medios probatorios, el C.P.C. conserva a la junta de conciliación casi como 
un acto ritual y carente de verdadero sentido práctico, desperdiciando la oportunidad para 
evitar que se sustancien procesos inútiles, con manifiesto dispendio de recursos para la 




La estación probatoria es de gran importancia para la suerte del proceso. Sólo los 
hechos que han sido alegados por las partes y que hayan llegado a justificarse legalmente 
podrán ser tomados en cuenta por el juez para la sentencia, excepto los que deban presumirse 
conforme a la ley. 
 
La oportunidad que tiene el juez para pronunciarse sobre la pertinencia, utilidad o 
conducencia de los medios probatorios se verifica recién en la apertura del término probatorio. 
Así muchos juicios civiles acaban abultados de prueba repetitiva y carente de relevancia.   
 
2.- Verbal Sumario 
 
Tiene las siguientes características: 
 
a) Se discute una sola pretensión; 
b) Las pruebas se presentan en el acto; 
c) Lo probado no beneficia a lo no probado. 
 
Hay autores que incluyen este proceso entre los especiales; pretenden que se encargue 
entre las cuestiones simples, las que por su naturaleza especial, deben solucionar con urgencia, 
como propuesta a los trámites largos, llenos de formalidades, gastos e inconvenientes de otros 
procedimientos, especialmente el ordinario. 
 
Deben ser juicios en donde se omiten las solemnidades del ordinario y que se atienen a 
la averiguación de la verdad judicial por medos más breves y sencillos sin menoscabo de las 




juicios de poca cuantía y a fin de que no se consuma el valor de la cosa litigiosa con los gastos 
judiciales o costas del pleito. 
 
El juicio verbal sumario tiene los siguientes objetivos: 
 
- Acortar plazos, y reducir apelaciones interlocutorias y recursos; 
- Conceder al juez la dirección del proceso para repudiar actuaciones superfluas; 
- Suprimir las formalidades innecesarias, respetando las esenciales, para averiguar la 
verdad; 
- Admitir las formalidades accidentales o accesorias de puro derecho positivo que sean 
útiles para una decisión justa; 
- Suprimir los actos que han sido impuestos con tanta generosidad y amplitud, buscando la 
economía procesal, la brevedad y la celeridad; 
- Liberar de la Litis contestatio; 
- Que el juez pueda cerrar audiencias y dictar sentencias cuando el asunto ha sido 
debidamente probado. 
 
Las características del juicio verbal sumario son: 
 
- Resumir y compendiar el procedimiento común; 
- Afianzar la justicia; 
- Establecer una correlación entre el fin y los medios; 
 
Por su naturaleza se clasifica en: 
 
- Se instruye y ventila rápidamente; 
- Las pruebas sean verbales y sus resultados consten en un acta; 
- Es breve y sencillo: se admite la demanda y su justificación y se decide sobre ella en 
audiencia verbal; 
- Busca la justicia de paz o equidad. 
 
Sumariedad significa simplificación de actos judiciales 
 
Los que impulsaron las reformas hasta llegar al juicio sumario ni siquiera tenían la 





Si comparamos las peculiaridades y los actos procesales que se realizan en este proceso 
con lo postulado en la doctrina veremos que coinciden en muy poco. 
 
Ninguna diligencia es verbal ni siquiera la audiencia de conciliación y contestación a la 
demanda pues aun ésta se reduce a escrito, las pruebas no se recogen en un solo acto y en una 
sola acta. Tampoco es sumario, es decir breve, reducido, ajeno a las formalidades. 
 
 
a.-  Procedencia  
 
Conforme dispone el art. 828 CPC, están sujetas a la vía verbal sumaria las 
controversias que deban seguirla por disposición de la ley o por convenio de las partes; las 
liquidaciones de intereses, frutos, daños y perjuicios ordenados en sentencia ejecutoriada; la 
controversias relativas a predios urbanos entre arrendador y arrendatario o subarrendatario, y 
los asuntos comerciales que no estén sujetos a procedimiento especial. Asimismo, se 
sustancian por esta vía las controversias surgidas entre el abogado y su cliente, por pago de 
honorarios según el art. 847 del C.P.C. 
 
Estos son los criterios fijados por el CPC para la procedencia del juicio sumario; en lo 
principal, su apreciación como vía rápida, establece que sean esencialmente los asuntos de 
orden mercantil los que se tramiten por este procedimiento, sin contar con la posibilidad de 
que en cualquier variedad de negocio jurídico, las partes pueden pactarla a lo que la ley 
prevenga lo contrario.  
 
Según Vanesa Aguirre en su obra Tutela jurisdiccional nos dice que: “en el ordenamiento 
jurídico ecuatoriano, esa calificación de vía rápida podría incidir de alguna manera en la elección de 
la vía para sustanciar controversias derivadas del incumplimiento de obligaciones mercantiles, el 
Código de Comercio otorga el beneficio de la vía verbal sumaria al comerciante. Pero no a cualquier 
comerciante, sino a aquella persona que ha obtenido la matrícula respectiva ante un juez de lo civil 
para poder ejercer lícitamente la actividad” (AGUIRRE GUZMÁN, 2012, pág. 233). 
 
Es procedente también, analizar si la controversia tuvo o no origen en un acto de 
comercio. Como tales, se califica a dieciséis casos en el art. 3 pero es evidente que existen 
muchas otras relaciones a las que puede aplicarse tal naturaleza, porque el giro de los negocios 
es hoy en día sumamente amplio, y se extiende a contratos que ni siquiera encuentra un  tipo 





Así, por la vía verbal sumaria se han sustanciado controversias originadas en el cobro de 
obligaciones dinerarias originadas en contratos de mutuo celebrados entre instituciones 
financieras y particulares, si no se ha escogido la vía ejecutiva (que debió ser expresamente 
pactada); obligaciones nacidas de relaciones mercantiles, tales como: pago de facturas 
comerciales, devolución de garantías dinerarias, pago de pólizas de seguro, cobro de importes 
adeudados por consumo con tarjeta de crédito, etc. Nótese que en todos estos casos - a 
diferencia de lo que sucede con personas naturales-, las entidades dedicadas a estas actividades 
son consideradas como comerciantes regulares, porque la inscripción respectiva en el registro 




La vía verbal sumaria representa en principio mayor rapidez y ventaja para el actor. De 
ahí, pues, su nombre. Ahora bien, en la realidad, aunque la sustanciación inicial represente 
mayor celeridad frente al juicio ordinario, un verbal sumario puede demorar en despacharse 
tanto como aquél. De verbal, entonces, la única manifestación del trámite es la audiencia de 
conciliación y contestación a la demanda; de “sumario”, la reducción de términos, la 
imposibilidad de reformar la demanda, de deducir reconvención, de provocar incidentes y la 
sustanciación del recurso de apelación sin ningún trámite. Por estas razones, es imposible 
identificarle como un verdadero juicio sumario, con las implicaciones que conlleva esa 
categoría y que han sido analizadas. 
 
b.- Demanda y contestación a la demanda en la audiencia de conciliación 
 
Una vez presentada la demanda, y verificada por el juzgador la procedencia del trámite 
verbal sumario, dispondrá que se entregue al demandado la copia de la demanda que el actor 
debió acompañar según el art.829.  
 
Practicada la citación, el juez fijará día y hora para la audiencia de conciliación, que 
tendrá lugar dentro de un período no menor a dos días ni mayor a ocho, contados desde la 
fecha en que se expida la providencia que la convoque de acuerdo lo dice art. 830, diligencia 
que puede diferirse únicamente a solicitud expresa y conjunta de las partes según el art. 831 
del Código de Procedimiento Civil. 
 
En la audiencia de conciliación se contesta, además, a la demanda, lo cual comporta una 




no es determinante: aunque el CPC dispone que se procederá en rebeldía, la incomparecencia a 
la audiencia, a más de constituir un indicio de mala fe, no genera para el actor secuela alguna 
al contrario de lo que sucede, en cambio, en el juicio ordinario de ínfima cuantía. Para el 
demandado, representa la pérdida de la oportunidad de contestar a la demanda, asumiéndose 
su silencio como negativa simple de los fundamentos de hecho y de derecho de la demanda, 
por efecto del art. 103 del C.P.C., trasladándose la carga de la prueba a la parte salvo 
disposición contraria. 
A diferencia del juicio ordinario, en el verbal sumario no se admite la reforma de la 
demanda, ni la reconvención por disposición del art. 834 del C.PC., pero queda a salvo el 
derecho para ejercitar por separado la acción correspondiente; de no hacerlo, se considerará 
ese silencio como negativa de sus fundamentos. 
 
Si la demanda tiene por objeto la petición de liquidación de intereses, frutos, daños y 
perjuicios, ordenada por sentencia ejecutoriada que debió haber fijado las bases y el modo de 
practicarla, el juez la practicará en la misma audiencia o dejará notificadas a las partes en el 
caso de  inasistencia, para efectuarla dentro de los tres días siguientes; a dicho efecto, puede 
contar con el auxilio de un perito, cuyo dictamen se agregará a la sentencia conforme lo 
establece el art. 835 del C.P.C.. 
 
Si el proceso versa sobre cuestiones de puro derecho, el juzgador expedirá sentencia en 
el mismo acto o dentro de los tres días siguientes. 
 
c.-  La fase de prueba 
 
Si no se logra la conciliación o de no existir bases para la liquidación de los daños y 
perjuicios reclamados, y si se hubieren alegado hechos que deben justificarse, el juez abrirá la 
causa a prueba por un término de seis días en la misma audiencia. 
 
El art. 839 del C.P.C. nos señala que de tratarse de juicios prácticos, es decir, de 
aquellos “que requieren conocimientos especiales”, el juez nombrará de estimarlo necesario a 
un perito o peritos, quienes emitirán su dictamen, con inspección o estudio particular que 
hicieren, por sí solos o acompañados del juzgador, “sin necesidad de dejar constancia de este 
detalle”. Si considera preciso practicar una inspección judicial, examen o reconocimiento del 
bien materia de la controversia, el art. 840 dispone que la recepción de los medios probatorios 
pertinentes se ha de verificar en el lugar de la ubicación de dicho bien, lo cual deberá ser 






Concluido el período de prueba, el juez dictará sentencia dentro de cinco días. Al igual 
que en el juicio ordinario, las partes pueden presentar antes de la expedición del fallo, sus 
informes en derecho y solicitar ser escuchadas en audiencia en estrados. A pesar del carácter 





El trámite de la apelación difiere del previsto para el juicio ordinario, pues la corte 
provincial deberá fallar por el mérito de los autos esto lo señala el art. 838 del Código de 
procedimiento Civil. 
 
Ello implica: 1) que el recurrente no tiene obligación de fundamentar su apelación, ni se 
corre traslado alguno a la contraparte; 2) que no cabe actuar prueba en segunda instancia. Se 
estaría, por tanto, ante un sistema de apelación limitada, que impone al tribunal sustentar su 
examen en el mismo material de hecho que estuvo a disposición del juez de primer nivel. 
 
En los juicios que versan sobre liquidación de daños y perjuicios, así como en las 
controversias entre abogados y sus clientes por pago de honorarios, la sentencia dictada por el 
juez de primer nivel causa ejecutoría. 
 
Incidentes y participación de terceros, en el juicio verbal sumario, los incidentes no 
suspenden el trámite de la causa principal, debiendo ser resueltos al momento de la sentencia; 
en el caso de los terceros que se considerasen perjudicados por alguna de las resoluciones 
dictadas en el juicio verbal sumario, deberán presentar su reclamo por separado. 
 
3.-  Juicio  Ejecutivo 
 
Para el Código de Procedimiento Civil vigente, el juicio ejecutivo es un verdadero 
juicio, es decir, una contienda, una discusión, una controversia, sometida a la resolución de los 
jueces, en la que el acreedor demanda el pago de su crédito ante un juez y el deudor tiene 
derecho a interponer todos los medios de defensa, excepciones y recursos; de litigar, en fin, 





Por otra parte el juez, tendrá que declarar en sentencia, con autoridad de cosa juzgada, 
que el deudor debe al acreedor una prestación determinada, y que tiene que pagarla o 
cumplirla dentro de 24 horas, rechazando las excepciones de puro derecho, dilatorias y 
perentorias, y condenando, casi necesariamente al deudor al pago de las costas procesales. 
 
Al respecto Enrique Coello en su obra Práctica Civil  Vol. III,  nos advierte: 
 
“El procedimiento de recaudación de créditos u obligaciones, que hayan sido 
declarados en un título ejecutivo, es decir, un título auténtico o con presunción de 
autenticidad, no puede someterse a un juicio o contienda, a una discusión, a una 
controversia, sino a un simple procedimiento no contencioso en el que intervenga 
el juez procediendo de manera similar a la de los recaudadores, con una sola 
diferencia trascendental, que el recaudador no puede sino pedir o reclamar, en 
tanto que el juez tiene poder para ordenar y hacer cumplir sus órdenes, 
cumplimiento que ha de realizarse con o en contra de la voluntad de los 
particulares, porque el juez dispone de medios coercitivos como el secuestro, el 
embargo y de auxiliares que pueden emplear la fuerza física, si es necesario, para 
hacer efectiva la coercitividad de la ley y de las órdenes judiciales” (COELLO 
GARCÍA, 1999, pág. 103). 
 
En caso de que la obligación del deudor no haya sido declarada en los instrumentos 
establecidos por el ordenamiento jurídico y la obligación es ejecutable, entonces si habrá 
necesidad de un juicio declarativo, que debe ser sólo el ordinario, para que establezca esa 
obligación del deudor, de modo que no pueda ser discutida, declaración que ha de expedirse 
por medio de una sentencia judicial que goce de la autoridad y fuerza inalterables de la cosa 




El juicio ejecutivo es un verdadero juicio declarativo, puesto que hay una demanda en la 
que el actor pide que se ordene el pago inmediato de un crédito o el cumplimiento de una 
obligación; el juez manda a citar al demandado para que el demandado cumpla la obligación o 
proponga excepciones, en el término de tres días. 
 
El demandado, en un altísimo porcentaje de los casos, deduce todas las excepciones de 
las que su abogado se imagina, alega la nulidad de todo lo actuado y pide que se rechace la 





Como consecuencia de esa demanda y de esa contestación, tiene que expedirse una 
sentencia declarativa en la que el juez, declarando válido el proceso y rechazando las 
excepciones deducidas ordene el pago, sentencia apelable, como cualquier otra declarativa, 
para ante la Corte Provincial del respectivo distrito. 
 
Pero la real naturaleza de una ejecución, no debe ser, sino el simple trámite o 
procedimiento de recaudación de un crédito o el cumplimiento de una obligación, siempre que 
tales créditos y obligación estén declarados ya en un título al que el ordenamiento jurídico le 
dé suficiente validez. El juez, luego de examinar el título y la obligación ordenará que en un 
plazo breve se pague o se cumpla la obligación. 
 
Cierto es que nadie puede negar al deudor u obligado que, si tiene un justo motivo para 
reclamar o impugnar la orden, lo haga. Por ejemplo: puede expresar que la firma y rúbrica que 
constan de la letra de cambio o del pagaré a la orden no son suyas, que alguien las falsificó; 
que pagó una parte significativa del crédito, sin embargo de lo cual el demandante no ha 
ofrecido en su demanda abonar pagos parciales; que en el título se reunieron el capital y los 
intereses a devengarse durante el plazo, y no sólo eso, sino que se establecieron nuevos 
intereses en parte, intereses sobre intereses desde la suscripción del pagaré, entre otros. Negar 
ese derecho al deudor sería contrario a la justicia y a la equidad. Pero ello no puede producir 
como efecto que se transforme a un trámite de cobro o cumplimiento, en un juicio declarativo; 
que se litigue largamente y que la recaudación o el cumplimiento se produzcan tarde, mal o 
nunca, porque ello es doblemente injusto contra el acreedor. 
 
Primero, recibirá lo que es suyo, a un plazo demasiado largo e inadecuado, y segundo, 
reducirá injustamente el monto de lo que reciba, porque en países como el nuestro hay 
permanente devaluación y pérdida del valor adquisitivo de la moneda, de modo que si la 
recaudación ha demorado dos años, se le ha perjudicado en cerca del ochenta por ciento. 
 
En consecuencia se debería buscar un sistema que atienda los derechos tanto del actor, 
como del demandado como podría ser el siguiente: pedida la orden de pago, el juez para 
expedirla examinará si el título es ejecutivo y si la obligación es ejecutable. Si lo fueren 
expedirá la orden y mandará a citar al demandado para que la cumpla dentro de tres días, bajo 
prevenciones de liquidación y embargo. 
 
El demandado puede cumplir la orden u oponerse a ella alegando falsedad del título, 
pago, extinción o cualquier otra alegación; pero, para ello tendrá que depositar en el Juzgado 




cumple la obligación dentro de tres días, el juez ha de expedir sentencia, haya o no contestado 
la demanda. De tal sentencia no podría concederse sino el recurso de apelación en el efecto 
devolutivo, dejando a salvo el derecho del reo para reclamar en otro juicio los derechos que 




La mayor parte de los títulos ejecutivos son, a la vez, instrumentos públicos en los que 
se ha declarado por las partes o por el juez, la existencia de una obligación de manera legal e 
indiscutible y que, por lo mismo, ha de ser cumplida sin discusión. 
1.  La confesión de parte, hecha ante juez competente, la misma que, según el artículo143 del 
Código de Procedimiento Civil termina el juicio civil; 
 
2.  La sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada, la misma que impide que sobre lo 
declarado pueda volverse a discutir; 
 
3.  Las copias y compulsas de escrituras públicas, instrumentos auténticos que contienen una 
declaración que tiene que cumplirse necesariamente, sin necesidad de resolución, ni 
nuevo juicio, al menos que se consiguiese una sentencia pasada en autoridad de cosa 
juzgada, previa y declarativa, que le prive de eficacia. Forman también parte de esta 
categoría los testamentos solemnes, las actas judiciales de remate o las copias de autos de 
adjudicación debidamente protocolizados, las actas de transacción u otras que contengan 
obligaciones de dar o hacer alguna cosa, y otros instrumentos públicos; y, 
 
4.  Los instrumentos privados reconocidos judicialmente u otros, que tienen el mismo valor 
probatorio que los instrumentos públicos, aunque el reconocimiento, que puede ser ficto, 
según el Código de Procedimiento Civil, se ha de referir sólo a la firma y no a su 
contenido. 
 
Hay en cambio otros títulos ejecutivos que son instrumentos privados, con presunción de 
autenticidad, según la ley. Ellos son: 
 
a.  Las letras de cambio y los pagarés a la orden que tienen una categoría muy especial por 
provenir de una ley de carácter internacional expedida por la Unión Panamericana y que 






b.  Los testamentos menos solemnes, es decir, los otorgados ante testigos, sin intervención de 
un funcionario público, pero que, para ser título ejecutivo tienen que estar publicados 
mediante reconocimiento de firmas y que, por ello, adquieren la fuerza probatoria de 
instrumentos públicos; y, 
 
c.  Actas de transacción de una relación jurídica realizadas privadamente por las partes. Éstas 
si, a mi juicio, no deberían ser títulos ejecutivos. 
 
Por principios lógicos de extraterritorialidad de las leyes y entre ellos el del locus 
regitactum, el país tiene que admitir la plena validez y eficacia de las sentencias con autoridad 
de cosa juzgada expedidas por jueces extranjeros, siempre que hayan recaído sobre una acción 
personal o crédito. ¿Por qué esta limitación? Porque, respecto a las acciones reales que son las 
que se refieren a cosas, sin respecto a persona determinada, la ley carece de 
extraterritorialidad. 
 
Respecto a este problema es necesario que recordemos el texto de los artículos 15,614 y 
siguientes del Código Civil. Según el primero de esos artículos, los bienes situados en el 
Ecuador están sujetos a las leyes ecuatorianas, aunque sus dueños sean extranjeros y residan 
en otra nación, sin embargo de lo cual los dueños de ellos pueden realizar en el exterior 
contratos válidos, pero sus efectos se han de regir por las leyes ecuatorianas.  
 
4.-El juicio ordinario de infirma cuantía 
 
La disposición reformatoria segunda del Código Orgánico de la Función Judicial 
modifico el art. 407 del CPC, norma que regula el juicio ordinario de infirma cuantía, este 
proceso seguía un esquema básicamente igual al del juicio ordinario, reduciéndose 
notoriamente los plazos para su sustanciación.  
 
En todo caso como la cuantía establecida en la última codificación (veinte dólares) era 
absurdamente baja, al igual que la fijada en la anterior codificación de 1981 (2000 sucres, 
moneda de curso legal en el Ecuador en ese entonces), este juicio raramente había sido 
utilizado en los últimos tiempos. 
 
El acceso a la justicia de las reclamaciones de pequeña cuantía es uno de los puntos 




en otros sitios dan cuenta de esa preocupación, con la insignia de la necesidad de buscar 
mecanismos que otorguen una tutela más rápida, eficaz y adecuada. 
 
La justicia de las “pequeñas causas” es importante porque fomenta la confianza en la 
administración de justicia; las personas se sienten respaldadas  por ella aunque la cuantía de su 
reclamación sea pequeña. Es triste decirlo, pero en el país, muchos justiciables consideran que 
litigar por pequeños montos no es simplemente buena idea, porque los costos que genera 
iniciar un proceso p. ej., viajar desde el campo al centro urbano sede del  juzgado o los 
honorarios que cobrara el abogado, pueden superar con creces la cuantía de lo adecuado, y 
prefieren no emprender un juicio. Otros miran con desconfianza a la administración de 
justicia, y piensan que la demora, la corrupción u otros factores no compensan lo que 
finalmente podría llegar a recuperarse. Por estas y otras razones es vital que el Estado dedique 
más atención a este espacio, que de ninguna manera puede ser considerado como una justicia 
de menor importancia. La tutela jurisdiccional debe llegar a todos los ámbitos y es preciso que 
al menos una ley dedique atención a ello. 
 
Estas consideraciones hicieron que la comisión redactora del proyecto de COFJ, a 
pedido de quien ejercía ese momento como cabeza del Ministerio de Justicia, estimase 
oportuno proponer una reforma al juicio ordinario de infirma cuantía, para otorgar una 
protección más rápida y efectiva para las obligaciones dinerarias de cuantía reducida, como 
para introducir al Ecuador el esquema de un proceso oral y sumarísimo, en atención a una 
reforma posterior del proceso civil aunque no se ha dejado de criticar que una ley del carácter 
orgánico reforme aspectos de índole procedimental. 
 
Así en primer lugar, se modificó la cuantía, para aumentarla a cinco mil dólares de los 
Estados unidos de América, entendiéndose que el giro de negocios de pequeños y medianos 
empresarios se halla, en su mayoría en ese rango. 
 
Cabe preguntar si, por su esquema procedimental, el juicio ordinario de infirma cuantía 
se aplica únicamente a obligaciones de carácter pecuniario, o bien es apto para la sustanciación 
de toda clase de controversias en las cuales el objeto de la controversia no supere los cinco mil 
dólares. La norma no determina expresamente exclusión alguna, por lo cual, en provincias 
como Azuay, El Oro y Manabí, se ha considerado que la vía es procedente para sustanciar 
procesos de nulidad contractual, prescripción extraordinaria adquisitiva de dominio de 





Pero, por su naturaleza sumaria, es difícil coincidir en que el juicio ordinario de ínfima 
cuantía sea el más idóneo para sustanciar este tipo de causas, que requieren un análisis más 
sosegado, si cabe el término. Con todo, la experiencia será la que determine si aquel es o no el 
cauce procesal adecuado para resolver tales controversias. Se estima que la modificación del 
art. 407 CPC tuvo por objeto introducir un mecanismo que sirva para el cobro de deudas de 
pequeña cuantía no respaldadas en título ejecutivo, hasta que se implementen otros procesos 
(como el juicio monitorio) o se dicte definitivamente un nuevo Código Procesal Civil.  
 
Debe decirse que la reforma con toda la buena intención que manifiesta adolece de la 
característica de ser “parche” porque, como no se modifica el sistema integralmente, ni se 
consagran en el CPC criterios objetivos para fijar la procedencia de una vía u otra según la 
materia, los problemas de interpretación serán, muy seguramente, recurrentes. La Corte 
Nacional deberá aclarar estas dudas, en uso de la atribución que le otorga el art. 180.6 COFJ.  
 
En definitiva si se expide un nuevo Código, deberá señalarse expresamente el ámbito de 




Tanto actor como demandado deben presentar, junto con su demanda y contestación, 
respectivamente, la prueba de que dispongan, como anunciar la que deba actuarse. 
 
La inasistencia a la audiencia única ocasiona consecuencias para las partes, según la 
posición que ocupen. Si ambas inasisten, o si no concurre el actor, el juez dará por terminado 
el proceso y dispondrá su archivo. Si quien falta es el demandado, el juez declarara su 
rebeldía, mandara en el mismo acto a practicar la prueba solicitada por el actor y dictara su 
fallo. 
 
Las actividades a realizar, en caso de que acudan las dos partes, se concentran en la 
audiencia única: fijados los límites de la controversia, en caso de que no haya sido posible la 
conciliación, se actúa la prueba que fue anunciada o solicitada y se concede la palabra a las 
partes para que aleguen; Posteriormente el juzgador dictara sentencia en el mismo acto. La 
cual se debe reducir a escrito en el término de cuarenta y ocho horas y notificar a las partes en 





La sentencia es apelable con efecto devolutivo, pero de la decisión que pronunciare la 
corte provincial, no se concede ningún otro recurso. 
 
Por su naturaleza abreviada, este proceso no debería admitir la presentación de 
incidentes, aunque la posibilidad no puede excluirse. Aunque su esquema responde al de un 
proceso sumario, la decisión dictada en el juicio ordinario de ínfima cuantía produce efectos 
de cosa juzgada. No se ha previsto expresamente lo contrario en la ley.  
 
Por eso es grave que, en una vía tan rápida y expedita, y que prevé consecuencias 
definitorias para el demandado que no compareció, se estén sustanciando en el país 
controversias que merecen análisis más sosegado, con mayores oportunidades de defensa para 
las partes. Sera necesario, pues que el legislador reformule este aspecto; con todo, se deja 
iniciada la discusión, ya que la práctica judicial está demostrando que las previsiones legales 
muchas veces son insuficientes para los problemas que surgen en la interpretación de los casos 
que resuelven diariamente los tribunales. 
 
5.- Trámite del Juicio de Menor Cuantía 
 
El Procedimiento Especial que se contiene en el Art. 407, reemplazado a la Codificación 
al Código de Procedimiento Civil, atendiendo la promulgación del Código Orgánico de la 
Función Judicial, publicado en el Registro Oficial No. 544, de fecha 9 de Marzo del 2.009, 
referente a las disposiciones reformatorias y derogatorias, en el No. 2 a la Codificación del 
Código de  Procedimiento Civil, publicado en el Registro Oficial No. 58 de 12 de Julio del  
2005, en su No. 23, determina  el procedimiento a seguirse para el caso de los juicios cuya 
cuantía no pase de cinco mil dólares de los Estados Unidos de América, es decir, se debe 
conocer, diferenciar plenamente del  trámite ordinario para las demandas de cuantía 
indeterminada, o para aquellas  que sobrepasan los cinco mil dólares y que para mejor 
comprensión me  permito trascribir la norma expresada: 
 
Art. 407.- Si se trata de demandas cuya cuantía no pase de cinco mil dólares de los 
Estados Unidos de América, se presentará ante la jueza o juez de lo civil respectivo, 
acompañada de la prueba de que disponga el actor o anuncie la que deba actuarse en la 
audiencia de conciliación y juzgamiento. 
 
Propuesta la demanda, la jueza o el juez, de oficio, examinará si es clara y si se reúnen 




requisitos, mandará que se la aclare o se la complete en la forma determinada en los artículos 
antes citados. 
 
Una vez que la jueza o el juez estime que la demanda es clara y completa, dará traslado 
con apercibimiento en rebeldía, simultáneamente a todos los demandados. 
 
El demandado tendrá el término de quince días para proponer conjuntamente las 
excepciones dilatorias y perentorias, las cuales se resolverán en sentencia. Entre las 
excepciones no podrá proponerse la de oscuridad del libelo. 
 
Si, al tiempo de contestar a la demanda, se reconviniere al demandante, se concederá a 
éste el término de quince días para contestar a la reconvención. 
 
Casos de litis entablada por cuestiones de puro derecho  si la litis se hubiere trabado 
sobre cuestiones de puro derecho, la jueza o el juez pedirá autos y dictará sentencia. 
 
Si las excepciones o la cuestión planteada en la reconvención versan sobre hechos que 
deben justificarse, la jueza o el juez señalará día y hora en los que las partes deben concurrir, 
con el propósito de procurar una conciliación, que dé término al litigio. 
 
En el día y hora señalados, si sólo una de las partes hubiere concurrido, se dejará 
constancia, en acta, de la exposición que presente y se dará por concluida la diligencia. 
 
La falta de concurrencia de una de las partes constituirá indicio de mala fe, que se 
tendrá en cuenta para la condena en costas al tiempo de dictarse la sentencia. 
 
Si concurrieren ambas partes, la jueza o el juez dispondrá que cada una, por su orden, 
deje constancia, en el acta que debe levantarse, de las exposiciones que tuviere por 
conveniente hacer y, principalmente, de las concesiones que ofrezca, para llegar a la 
conciliación. Se entenderá que tales concesiones están subordinadas siempre a la condición de 
ser aceptadas en la conciliación, de tal modo que no implicarán, en caso alguno, reforma de las 
cuestiones de hecho y de derecho planteadas en la demanda y en la contestación. 
 
La jueza o el juez, por su parte, procurará, con el mayor interés, que los litigantes 





2.2.5 Definición de términos  básicos 
 
Acción.- “Del latín agere, hacer, obrar. La amplitud de esta palabra es superada difícilmente por otra 
alguna; pues toda la vida es acción, y sólo existe inacción absoluta –corporal al menos- en la muerte y 
en la nada. Acción equivale a ejercicio de una potencia o facultad. Efecto o resultado de 
hacer”(CABANELLAS, 2003, pág. 16) 
 
Actor.- “Quien asume la iniciativa procesal: el que ejercita una acción. Sinónimo de demandante; o 
sea, el que en juicio formula una petición o interpone una demanda.  En los asuntos penales se le 
denomina acusador o querellante.”(CABANELLAS, 2003, pág. 24) 
 
Competencia.-“Contienda, disputa. Oposición, rivalidad; sobre todo en el comercio y la industria. 
Atribución, potestad, incumbencia. Idoneidad, aptitud. Capacidad para conocer una autoridad sobre 
una materia o asunto. Derecho para actuar”.(CABANELLAS, 2003, pág. 78) 
 
Conciliación.-“A venencia de las partes en un acto judicial, previo a la iniciación de un pleito.  El 
acto de conciliación, que también se denomina juicio de conciliación, procura la transigencia de las 
partes, con objeto de evitar el pleito que una de ellas quiere entablar”(CABANELLAS, 2003, pág. 
81). 
 
Cuantía.- “Cantidad a que asciende el importe total de lo reclamado en la petición formulada en la 
demanda de los juicios ordinarios, excepción hecha de las costas”.(CABANELLAS, 2003, pág. 
101) 
 
Debido Proceso.- “Cumplimiento con los requisitos constitucionales en materia de procedimiento, 
por ejemplo en cuanto a posibilidad de defensa y producción de pruebas”(CABANELLAS, 2003, 
pág. 111) 
 
Demanda.- “Petición, solicitud, súplica, ruego. Petición formulada en un juicio por una de las 
partes”(CABANELLAS, 2003, pág. 117) 
 
Juez.- Persona que tiene autoridad para juzgar en un concurso público y hacer que se cumplan 
las reglas que lo rigen. 
 





Juicio Ejecutivo.- El juicio ejecutivo es un proceso que se tramita a instancia de parte, esto es, 
a instancias de quien ejerce la acción jurisdiccional de acceso a los Juzgados y Tribunales, 
solicitando la concreta acción ejecutiva consistente en la ejecución forzosa de obligaciones 
cuya existencia y exigibilidad se deducen de documentos que conceden, a su titular, la acción 
ejecutiva. 
 
Juicio Ordinario.-  Dentro del campo civil, es un proceso por medio del cual se conoce la 
generalidad de los litigios planteados en materia civil. 
 
El juicio ordinario civil tiene un desarrollo, el cual se divide en distintas etapas procesales: 
Preliminar/Previa, Postulatoria /Expositiva, Conciliatoria, Probatoria, Conclusiva/Alegatos, 
Resolutiva, Impugnativa y De Ejecución. 
 
Juicio Verbal Sumario.- El objeto de este juicio es la declaración de un derecho mediante la 
tramitación abreviada; con rapidez superior y simplificación de formas pero sin llegar a la 
celeridad extrema. 
 
Están sujetas al trámite verbal sumario las de liquidación de interés a los frutos, daños y 
perjuicios ordenadas en sentencia ejecutoriada; las de controversias relativas a predios urbanos 
entre arrendatario y arrendador o subarrendatario y asuntos comerciales que no tuvieren 
procedimiento especial, en el campo penal y civil.  
 
Jurisprudencia.-  “La ciencia del Derecho.  El derecho científico. La ciencia de lo justo, según parte 
de la definición justinianea, que luego se considerará.  La interpretación de la ley hecha por los jueces.  
Conjunto de sentencias que determinan un criterio acerca de un problema jurídico omitido u obscuro 
en los textos positivos o en otras fuentes del Derecho. La Interpretación reiterada que el Tribunal 
Supremo de una nación establece en los asuntos de que noche. La práctica judicial 
constante”(CABANELLAS, 2003, pág. 221). 
 
Proceso.- “Progreso, avance. Transcurso del tiempo. Las diferentes fases o etapas de un 
acontecimiento. Conjunto de autos y actuaciones. Litigio sometido a conocimiento y resolución de un 
tribunal. Causa o juicio criminal. Ant. Procedimiento. CIVIL.  El que se tramita por la jurisdicción 
ordinaria y sobre conflictos que atañen primordialmente al Derecho Privado”(CABANELLAS, 
2003, pág. 322). 
 
Trámite.- “Del latín trames, tramitis, camino, paso de una a otra parte; cambio de una cosa a otra. 




terminación.  JUDICIAL. Cada una de las diligencias, y todas ellas consideradas como requisitos 
formales del procedimiento, que la ley o la curia imponen para resolver en una causa civil, penal o de 
otra jurisdicción”(CABANELLAS, 2003, pág. 388).   
 
2.2.6  Hipótesis 
 
 El incremento de la cuantía ínfima a 20.000 dólares descongestionará los procesos en el 
sistema judicial,  dando como resultado una eficiente administración de justicia y permitiendo 
el cumplimiento de los principios constitucionales tales como la celeridad, inmediación, 




2.2.7.1 Variable Independiente.- Incremento al monto de la cuantía que permita desarrollar 
con eficacia la administración de la justicia. 
 
2.2.7.2 Variable Dependiente.- Acumulación y retraso en la tramitación de los procesos 






















2.8  Operacionalización de variables 
 
Cuadro No.1 Operacionalización de Variables 
 
Cuadro Nro. 2 
VARIABLES INDICADOR INSTRUMENTO 
Independiente 
Incremento al monto de la cuantía 
que permita desarrollar con 
eficacia la administración de la 
justicia. 








Dependiente   
Acumulación y retraso en la 
tramitación de los procesos 
considerados de menor cuantía 
debido a la aplicación de la 
norma vigente. 
 


















3.1  Tipos de investigación 
 
 
La presente Investigación se desarrolla dentro del Ámbito Jurídico y también dentro 
del ámbito socio-económico, por lo que tiene el carácter de cuali-cuantitativa, lo que implica 
que la metodología y técnicas a emplearse serán tanto cualitativas como cuantitativas, con 
predominio de los aspectos cualitativos.  
 
3.1.1  Investigación bibliográfica 
 
   Se usarán por la facilidad que otorgan en la descripción y organización de los libros y 
documentos a consultar para el mejor entendimiento del tema a tratar en este trabajo 
investigativo. 
 
3.1.2  Investigación de campo 
 





 En esta investigación predominará el método de entrevistas en su mayoría, siendo ésta 
una técnica comúnmente utilizada para recoger información en forma escrita, el cual se vale de 
un cuestionario debidamente estandarizado y esquematizado. 
 
También emplearemos la encuesta para conocer aspectos relacionados con los juicios de 
menor cuantía, sus falencias y sus ventajas. 
 
3.1.3 Investigación histórica 
 
En esta investigación se ha encontrado muy pocos documentos en el internet 
relacionados con el tema que estoy tratando sobre “LOS JUICIOS DE MENOR CUANTÍA 




3.1.4  Investigación descriptiva 
 
En esta  investigación descriptiva  enmarca el  impacto  que se  produce  en los trámites 
de menor cuantía  en su aplicación  en la legislación civil ecuatoriana. 
 
 
3.2   Población y muestra 
 
La investigación será aplicada en el Distrito Metropolitano de Quito, provincia de 
Pichincha a una muestra de treinta personas relacionadas con el tema en estudio, esto es, diez 
funcionarios de la Función Judicial, diez Profesionales del Derecho y diez personas 
involucradas en este tipo de procesos. 
 
 
3.3  Métodos 
 
Utilizaré los siguientes métodos más conocidos dentro de la investigación científica, 
para el desarrollo del tema planteado, éstos son: 
 
Método Científico.- Podemos concebir el método científico como una estructura, un armazón 
formados por reglas y principios coherentemente concatenados. Además, este método se 
ayudará en la investigación por sus cinco pasos principales que son la observación, hipótesis, 
experimentación, teoría y por último la ley. 
 
Método inductivo.- “El método inductivo se pone en práctica cuando nos fundamos sobre la 
observación y la experiencia que, por sí mismas dan a conocer solo hechos particulares, para extraer 
de ellas una verdad general. La inducción procede de lo particular a lo general, concluye del hecho a 
la ley. Por eso Lachelierla ha definido como el acto por el cual el espíritu pasa del conocimiento de los 
hechos al de las leyes que lo rigen”(PEREZ, 2000, pág. 41). 
 
Método deductivo.- “La deducción parte de una proposición general para llegar al conocimiento de 
lo particular que dimana como consecuencia de aquella; ella concluye de la ley a los hechos 
particulares, del principio a las consecuencias, de la causa a los efectos. Por ello se le ha definido 






Método histórico.- “Este método permite el descubrimiento de los nexos del fenómeno que se 
investiga, así este supone, la delimitación del problema, formulación de hipótesis, toma de datos, 
organización y validación de datos, la confirmación de hipótesis y la redacción del informe. 
Precisamente este responde al carácter general y universal del método científico”(MERA, 2004, pág. 
70). 
 
Método Analítico.- “Este método se utilizara para descomponer o desintegrar el hecho que se 
investiga, un problema, una entidad jurídica, una norma vigente, etc., en sus diferentes elementos, sin 
perder de visión que la hace parte del todo, pues cada parte tiene sus propias características y 
estructura dentro del todo”(YÉPEZ, 2005, pág. 91). 
 
Método Sintético.-“Contempla los procesos del método anterior, es decir, el método analítico, 
consiste el reconstruir y reintegrar los elementos y las partes que en el anterior se desintegraron, pero 
fundamentalmente realizando un proceso de síntesis, es decir, un proceso sintético superior, 
relacionándolo con la totalidad, al contenido del todo”(YÉPEZ, 2005, pág. 91). 
 
Método Exegético.-“Consiste en la interpretación y explicación literal de la norma, se explica el 
contenido, se expone el sentido y se determina el alcance de la letra de la ley y a las explicaciones que 
la originaron en la forma como el legislador la elaboró, tratando de desentrañar la intención y la 
voluntad del autor, su autenticad e intencionalidad, para su aplicación por parte del juez o la 
administración de las entidades y el estado”(YÉPEZ, 2005, pág. 92). 
 
Método Jurídico.- “Es la suma de procedimientos lógicos para la investigación de las causas y de 
los fines del derecho, para el conocimiento e interpretación de sus fuentes, para la estructura de sus 
textos positivos y técnicos, para la enseñanza y difusión del mismo, principio rector y obligatorio de la 
convivencia social en sus categorías fundamentales”. 
 
3.4  Técnicas e instrumentos de recolección de datos 
 
La información recopilada en el proceso de investigación será procesada a través de la 
utilización de las técnicas de la estadística descriptiva. 
Los procesos a realizarse serán los siguientes: 
 
- Tabulación de datos ítem por ítem (pregunta por pregunta). 
 





- Elaboración de representaciones gráficas que objetivicen los resultados cuantitativos 
demostrados en los cuadros. 
 
Para analizar los resultados se procederá a describir e interpretar los valores cuantitativos que 
se encuentran en las tablas y gráficas estadísticas. 
 
Se realizará la inferencia correspondiente determinando la conclusión parcial con respecto del 




La cual nos permitirá percibir directamente los fenómenos que son objeto de esta 




Éstas serán elaboradas con el objeto de aportar nuevos datos y conocimientos 
relevantes al tema. 
 
3.4.3  Encuesta 
Se las realizará con el fin de poder obtener información sobre el tema estudiado desde 
las mismas personas afectadas, viendo si nuestra problemática mantiene relación con las 






Específicamente el estudio desarrollado se relacionará con la validez de los contenidos 
que constituirá el grado en el cual una prueba está en concordancia con los objetivos de la 
investigación. Se considerará además la vinculación de cada una de las preguntas con el 
proceso de operacionalización de las variables de estudio. Para lo cual, una vez con la 
información recolectada, se plantearan las preguntas, que constituirán las entrevistas a 
realizarse, obtenido el esquema de la entrevista, y con el interés de obtener datos confiables, el 
instrumento será sometido a evaluación por, medio de juicios de expertos. Esta técnica permite 




instrumento, ya que es sometido a juicio de cada uno de los especialistas en las diferentes 
áreas. Se validará el mencionado instrumento incorporando las observaciones provenientes de 
catedráticos. 
 
3.6. Recolección de la información 
 
Para el desarrollo de esta tesis me entrevisté con operadores de justicia delos Juzgados 
Civiles, así como con profesionales de derechos, para analizar la necesidad de estructurar una 
propuesta de reforma al tema sobre  juicios de menor cuantía. 
 
Se aplicó encuestas con cuestionarios a funcionarios de los Juzgados Civiles, así como a 
profesionales de derechos especialistas en la materia de derecho civil. 
 
3.7 Procesamiento y análisis de la información 
 
Procesamiento de datos: El procesamiento de la información se la realizará a través de 
la aplicación de los métodos de la técnica de campo y documental. 
 
Análisis de la Información: El análisis de la información obtenidos en el proceso de 
investigación se detallará en base a las estadísticas que deriven de las entrevistas y las 
encuestas y para ello se requerirá de la inducción y la deducción, esta interpretación se 
realizará tomando en cuenta el problema investigado, el marco teórico, los objetivos 









INVESTIGACIÓN DE CAMPO, RESULTADOS  Y ANÁLISIS 
 
4.1.  Encuesta. 
 Encuesta realizada a treinta profesionales del derecho y operadores de Justicia.  
 
PREGUNTA No 1 
1. ¿Considera que el procedimiento al trámite que se da en los juicios ordinarios de mínima 
cuantía es eficaz? 
Tabla No. 1 
PARÁMETRO FRECUENCIA PORCENTAJE 
BASTANTE 6 20% 
POCO 12 40% 
NADA 12 40% 
TOTAL 30 100% 
 
Gráfico No. 1 
 
Fuente: Base de datos de la investigación 2014 
Elaborado por:Lourdes Ximena Leiva Sarango 
 
Interpretación: 
De las personas encuestadas un gran porcentaje del80% está divido entre que el 
procedimiento al trámite es poco y nada eficaz, mientras que una quinta parte es decir el  20% 
de los encuestados consideran que el procedimiento al trámite que se da en los juicios 
ordinarios de mínima cuantía es bastante eficaz. 
Esto refleja que la tramitación al proceso de mínima cuantía requiere de un mejor 










¿Considera que el procedimiento al trámite que se da en los juicios 




PREGUNTA No. 2 
 
2. ¿Está de acuerdo con el criterio de que las causas ordinarias cuya cuantía menor a cinco mil 
dólares generan confusión en la tramitación?   
 
Tabla No. 2 
PARÁMETRO FRECUENCIA PORCENTAJE 
BASTANTE 18 60% 
POCO 5 17% 
NADA 7 23% 
TOTAL 30 100% 
 
Gráfico No. 2 
 
Fuente: Base de datos de la investigación 2014 




De acuerdo a los resultados obtenidos de la encuesta el 60% de los encuetados están 
bastante de acuerdo con el criterio de que las causas ordinarias cuya cuantía menor a cinco mil 
dólares generan confusión en la tramitación, mientras que el 23% señalan  que este tipo de 
causas no generan confusión y el 17% opina que generan poca confusión. 
 
Se pudo evidenciar con respecto a esta pregunta que los juicios de menor cuantía 









¿Está de acuerdo con el criterio de que las causas ordinarias cuya 





PREGUNTA No. 3 
 
3. ¿Considera usted que el Artículo 407 del Código de Procedimiento Civil, que regula los 
juicios de mínima cuantía y que fue reformado en el COFJ es suficientemente claro como 
para garantizar el debido proceso? 
 
Tabla No. 3 
PARÁMETRO FRECUENCIA PORCENTAJE 
BASTANTE 10 33% 
POCO 15 50% 
NADA 5 17% 
TOTAL 30 100% 
 
Gráfico No. 3 
 
Fuente: Base de datos de la investigación 2014 
Elaborado por: Lourdes Ximena Leiva Sarango 
 
Interpretación: 
Conforme a los resultados obtenidos de la encuesta un gran porcentaje del 50% 
considera que el Artículo 407 del Código de Procedimiento Civil, que regula los juicios de 
mínima cuantía y que fue reformado en el COFJ es poco claro para garantizar el debido 
proceso, mientras  que el 33% opina que es bastante claro y el 17% responde que no es nada 
claro. 
El art. 407 del C.P.C. presenta desorden y gastos que no compensan el trabajo realizado 









¿Considera usted que el art. 407 del C.P.C. , que regula los juicios de 
mínima cuantía y que fue reformado enel COFJ es suficientemente 






4. ¿Piensa usted que dentro de este proceso se podrían quebrantar los  principios de 
celeridad procesal, preclusión y concentración?. 
 
Tabla No. 4 
PARÁMETRO FRECUENCIA PORCENTAJE 
BASTANTE 19 63% 
POCO 6 207% 
NADA 5 17% 
TOTAL 30 100% 
 
 
Gráfico No. 4 
 
Fuente: Base de datos de la investigación 2014 




Ante la pregunta formulada el 63% de los encuestados creen que son bastante  
quebrantados los  principios de celeridad procesal, preclusión y concentración dentro de este 
proceso, mientras que el 20% y el 17% consideran que son poco y nada quebrantados 
respectivamente.  
 
Dentro de todo proceso judicial es necesario respetar y garantizar los principios de la 








¿Piensa usted que dentro de este proceso se podrían quebrantar 






5. ¿Usted cree que el incremento de la cuantía en procesos ordinarios permitirá la 
descongestión de este tipo de causas mejorando así el sistema de administración de 
justicia? 
Tabla No. 5 
PARÁMETRO FRECUENCIA PORCENTAJE 
BASTANTE 22 73% 
POCO 6 20% 
NADA 2 7% 
TOTAL 30 100% 
 
Gráfico No. 5 
 
Fuente: Base de datos de la investigación 2014 




Con una diferencia significativa del 73%  de los encuestados creen bastante acerca de 
que el incremento de la cuantía en procesos ordinarios permitirá la descongestión de este tipo 
de causas mejorando así el sistema de administración de justicia, mientras que el 20% 
manifiesta que el incremento ayudará poco para descongestionar y un 7% opina que no 
ayudará nada. 
Es necesario que se produzca el mencionado incremento al monto establecido dentro de 
los procesos ordinarios de menor cuantía con el fin de descongestionar y brindar una justicia 








¿Usted cree que el incremento de la cuantía en procesos ordinarios 
permitirá la descongestión de este tipo de causas mejorando así el 






6.   ¿Piensa usted que los procesos por  tramites de menor cuantía no compensan gastos y 
esfuerzos en sus causas? 
 
Tabla No. 6 
PARÁMETRO FRECUENCIA PORCENTAJE 
BASTANTE 21 70% 
POCO 7 23% 
NADA 2 7% 
TOTAL 30 100% 
 
Gráfico No. 6 
 
Fuente: Base de datos de la investigación 2014 




De acuerdo a los datos obtenidos de la encuesta realizada, la gran mayoría es decir un 
70% afirma que en los procesos por  trámites de menor cuantía son bastante descompensados 
en cuanto a gastos y esfuerzos. Mientras que el 23% responden que son poco compensados y 
un 7% opina que no son nada compensados. 
 
Es menester tomar en consideración la participación de los sujetos procesales y el trabajo 
de los funcionarios judiciales, por lo que sería recomendable elevar la cuantía para así acelerar 








¿Piensa usted que los procesos por trámites de menor cuantía no 






7. ¿Usted considera que la gran carga procesal que soportan los juzgados  civiles, impiden 
que los procesos de mínima cuantía se realicen sin interrupciones?. 
 
 
Tabla No. 7 
PARÁMETRO FRECUENCIA PORCENTAJE 
BASTANTE 20 67% 
POCO  5 16% 
NADA 5 17% 
TOTAL 30 100% 
 
Gráfico No. 7 
 
Fuente: Base de datos de la investigación 2014 




Con un porcentaje mayor del 67% los encuestados respondieron que la gran carga 
procesal que soportan los juzgados civiles, impide bastante que los procesos de mínima 
cuantía se realicen sin interrupciones, mientras que un 17% señaló que no se produce tal 
interrupción debido a la carga procesal seguido de un 16% que manifiesta que es poca. 
La gran carga procesal existente en el sistema judicial debido a causas por trámites de 
menor cuantía es significativa y ocasiona indudablemente interrupciones que afecta el 








¿Usted considera que la gran carga procesal que soportan los 
juzgados civiles, impiden que los procesos de mínima cuantía se 






8. ¿Cree usted que los trámites  de mínima cuantía pueden ser solucionados con mayor 
eficacia aplicando el procedimiento de Mediación? 
 
Tabla No. 8 
PARÁMETRO FRECUENCIA PORCENTAJE 
BASTANTE 22 59% 
POCO 5 14% 
NADA 10 27% 
TOTAL 30 100% 
 
Gráfico No. 8 
 
Fuente: Base de datos de la investigación 2014 




De acuerdo a los resultados obtenidos de la encuesta, más de la tercera parte, el 77% 
expresó que sería bastante conveniente que los trámites de mínima cuantía puedan ser 
solucionados con mayor eficacia aplicando el procedimiento de Mediación, a la vez que el 
17% manifestó que acudir a la mediación ayudaría poco para solucionar este tipo de procesos 
a través de la mediación y un 6% considera que no ayudaría en nada. 
 
La Mediación sería un mecanismo adecuado para la solución de los procesos por juicios 
ordinarios de mínima cuantía, con lo que se contribuiría al descongestionamiento del sistema 







Cree usted que los trámites de mínima cuantía pueden ser  







9. ¿En los procedimientos de mínima cuantía los jueces aplican correctamente el trámite 
específico? 
Tabla No. 9 
PARÁMETRO FRECUENCIA PORCENTAJE 
SIEMPRE 6 20% 
A VECES 19 63% 
NUNCA 5 17% 
TOTAL 30 100% 
 
Gráfico No. 9 
 
Fuente: Base de datos de la investigación 2014 




Una gran mayoría que representa el 63% de los encuestados  señalaron que a veces los 
jueces aplican correctamente el trámite en los procedimientos por juicios de mínima cuantía, 
mientras que un 20% manifestó que siempre los jueces aplican correctamente el trámite y el 
17% de los encuestados respondió que nunca los jueces aplican correctamente el trámite 
específico. 
 
Se debería escuchar y solucionar  las quejas realizadas por los usuarios debido a la mala 
aplicación de la normativa por parte de los jueces, garantizando el derecho de acceso a la 








¿En los procedimientos de mínima cuantía los jueces aplican 






10. ¿Considera usted que existe carencia de información respecto a la Mediación para 
resolver procesos de Mínima Cuantía? 
 
Tabla No. 10 
PARÁMETRO FRECUENCIA PORCENTAJE 
BASTANTE 23 77% 
PÒCO 4 13% 
NADA 3 10% 
TOTAL 30 100% 
 
Gráfico No. 10 
 
Fuente: Base de datos de la investigación 2014 




Más de una tercera parte  de los encuetados, el 77%, considera que existe bastante 
desconocimiento  respecto a la Mediación para resolver procesos de Mínima Cuantía, mientras 
que un 13% señaló que existe poca información sobre este mecanismo, y un 10% opinó que no 
existe desinformación con respecto a la Mediación. 
 
 Considero oportuno y necesario que se difunda el procedimiento de la mediación 
como medio apropiado para la solución de conflictos de este tipo de causas para el 











¿Considera usted que existe carencia de información respecto a la 





Ab. Jaime Aragón. 
 
1. ¿Cree usted que existe diferencia entre los juicios de menor cuantía y los demás 
procesos ordinarios?  
 
No existe diferencia, porque las diligencias y etapas son las mismas. 
 
2. ¿Usted cree que se ha dado la información suficiente y necesaria a la población, 
sobre los alcances que tiene la Mediación como mecanismo alternativo para la 
solución de conflictos?  
 
Si, han tenido suficiente información, la gente ya sabe que tiene que ir a mediación, 
pero sabe que no es un método efectivo. 
 
3. ¿Cuáles cree usted que serían los medios, para que los ecuatorianos, puedan tener 
conocimiento de las distintas acciones que pueden proponer cuando han sido 
violados sus derechos constitucionales?  
 
Que cada ciudadano debe profundizar en el estudio de la Constitución.  
 
4. ¿La falta de información acerca de los medios alternativos para la solución de 
conflictos influye sobre la congestión en cuanto a la administración de justicia?  
 
No, ya hemos sido lo suficientemente informados. 
 
5. ¿Se cumplen los plazos establecidos en el Código de Procedimiento Civil para la 
resolución en cada una de las causas de menor cuantía?  
 
Nunca se cumplen los plazos, por la gran cantidad de juicios que existen 
 
6. ¿ Al violarse un derecho constitucional, fundamental para las personas, es 
necesario dar protección eficaz e inmediata de los Derechos conocidos en la 
Constitución, así como la reparación integral de los daños ocasionados, Usted cree 
que se debería implementar nuevos mecanismos de procedimiento para dar una 





Ya todo está en la ley, lo que falta es voluntad en los operadores de justicia. 
 
7. ¿Considera oportuno el aumento en el valor de la cuantía en los procesos 
considerados de ínfima cuantía?  
 








Dr. Reynaldo Flor Alvarado. 
 
1.-  ¿Cree usted que existe diferencia entre los juicios de menor cuantía y los demás 
procesos ordinarios?  
 
Si hay diferencia, el uno es oral y el otro es de acuerdo al procedimiento Ordinario del Código 
en vigencia. 
 
2.-  ¿Usted cree que se ha dado la información suficiente y necesaria a la población, sobre 
los alcances que tiene la Mediación como mecanismo alternativo para la solución de 
conflictos?  
 
No se ha dado la información suficiente, seguramente por falta de recursos del Concejo de la 
judicatura. 
 
3.-  ¿Cuáles cree usted que serían los medios, para que los ecuatorianos, puedan tener 
conocimiento de las distintas acciones que pueden proponer cuando han sido violados sus 
derechos constitucionales?  
 
Primero acudir donde un Abogado y segundo acudir a la misma Corte Constitucional para que 
le guíen. 
 
4.-  ¿La falta de información acerca de los medios alternativos para la solución de 
conflictos influye sobre la congestión en cuanto a la administración de justicia?  
 
Si influye, justo por la falta de información de estos medios. 
 
5.-  ¿Se cumplen los plazos establecidos en el Código de Procedimiento Civil para la 
resolución en cada una de las causas de menor cuantía?  
 
No se cumplen, por el exceso de la carga procesal. 
 
6.-  ¿ Al violarse un derecho constitucional, fundamental para las personas, es necesario 
dar protección eficaz e inmediata de los Derechos conocidos en la Constitución, así como 
la reparación integral de los daños ocasionados, Usted cree que se debería implementar 
nuevos mecanismos de procedimiento para dar una solución rápida y eficaz de las 




No, habría que aplicar en legal y debida forma lo establecido en la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional. 
 
7.-  ¿Considera oportuno el aumento en el valor de la cuantía en los procesos 
considerados de ínfima cuantía?  
 
A la pregunta hay que ampliarle, en cuanto tiene relación al trámite ya que,  por ejemplo una 
letra de cambio por el valor de 500 dólares, se reúne la obligación  ejecutiva y el título es 










Ab. Salomón Santos. 
 
1.- ¿Cree usted que existe diferencia entre los juicios de menor cuantía y los demás 
procesos ordinarios?  
 
Si existen. En el Art. 23 del Código Orgánico de la Función Judicial publicado en el 
suplemento del Registro oficial N. 544 del lunes 9 de marzo de 2009, en las disposiciones 
Reformatorias y Derogatorias se reemplaza el Art. 407 del CPC, en la que la cuantía se pone 
como base que no pase de 5000 dólares. 
 
2.- ¿Usted cree que se ha dado la información suficiente y necesaria a la población, sobre 
los alcances que tiene la Mediación como mecanismo alternativo para la solución de 
conflictos?  
 
No se ha dado la información suficiente sobre la mediación como mecanismo alternativo para 
la solución de conflictos, la mayoría  de la población desconoce este mecanismo. 
 
3.- ¿Cuáles cree usted que serían los medios, para que los ecuatorianos, puedan tener 
conocimiento de las distintas acciones que pueden proponer cuando han sido violados sus 
derechos constitucionales?  
Los medios de comunicación, radiales, impresos, audiovisuales. 
 
4.- ¿La falta de información acerca de los medios alternativos para la solución de 
conflictos influye sobre la congestión en cuanto a la administración de justicia? 
 
Si influye sobre la congestión en cuanto a la administración de justicia, pues la mayoría de 
casos se podrían resolver mediante los árbitros de mediación. 
 
5.- ¿Se cumplen los plazos establecidos en el Código de Procedimiento Civil para la 
resolución en cada una de las causas de menor cuantía?  
 
Debido a la gran carga procesal existente, no se cumplen los plazos establecidos en el CPC, 
para la resolución de los casos de menor cuantía. 
 
6.- ¿ Al violarse un derecho constitucional, fundamental para las personas, es necesario 
dar protección eficaz e inmediata de los Derechos conocidos en la Constitución, así como 




nuevos mecanismos de procedimiento para dar una solución rápida y eficaz de las 
acciones interpuestas?  
 
Considero que tal como está concebido el procedimiento no es necesario implementar nuevos 
mecanismos para dar una solución rápida y eficaz de las acciones interpuestas, cuando se ha 
violado un derecho constitucional. 
 
7.- ¿Considera oportuno el aumento en el valor de la cuantía en los procesos 
considerados de ínfima cuantía?  
 
Debería desaparecer este trámite de demanda de ínfima cuantía porque en la práctica no se 















 El Derecho Positivo tiene como principal objetivo regular las relaciones de los 
individuos dentro de la sociedad, estableciendo normas de convivencia habitual entre 
quienes conforman una comunidad, estableciendo derechos y obligaciones 
correlativas, además hace posible que las personas asociados ejerzan sus derechos y 
exijan el cumplimiento de los deberes, acudiendo a la autoridad competente para el 
efecto para dar eficacia a las relaciones jurídicas establecidas entre los particulares. 
 
 La acción es el mecanismo por medio del cual una persona solicita a la jurisdicción 
que se pronuncie sobre un determinado conflicto y conceda una efectiva y justa tutela 
jurisdiccional, la acción se relaciona con el derecho que tiene el ciudadano de pedir 
tutela jurídica ante el Estado en caso de que sus derechos sean violentados; la acción 
comprende la defensa del derecho mediante la litis, el cúmulo de  todos los actos 
constitutivos del juicio, la pretensión del actor y las excepciones del demandado. 
 
 La Jurisdicción es la manifestación de la soberanía popular que la ejercen los jueces a 
nombre del pueblo, además la jurisdicción constituye el poder de administrar  justicia, 
consiste en la potestad pública de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado en una materia 
determinada, dicha potestad que corresponde a los tribunales, juezas y jueces 
establecidos por las leyes, cabe mencionar que la inobservancia de la jurisdicción 
puede ocasionar como consecuencia la nulidad del proceso, sin embargo la 
jurisdicción tiene límites los cuales generan la competencia para conocer y resolver 
algún asunto, sean éstos la materia, grado, personas, territorio.  
 
 La mediación como medio alternativo para la solución de conflictos se la realiza a 
través de un procedimiento pacífico con el cual se obtiene poner fin a las controversias 
con la intervención de un tercero neutral llamado mediador, que es una persona idónea 
y calificada quien actúa en aplicación de las técnicas y los conocimientos teóricos 
adquiridos, es decir, está dotado de capacidad  suficiente para intervenir. 
 
 En términos generales puedo manifestar que todos los actos preparatorios o previos 
son aquellas diligencias que se encuentran orientadas a constituir elementos 
probatorios precedentemente a que se dé inicie al juicio o litigio ya que se puede dar 
inicio a un proceso judicial con la presentación o solicitud de un acto preparatorio 




empezará con la presentación de una demanda, además éstas diligencias pueden ser 
empleados por cualquiera de las partes sea por el actor o demandado durante el 
término de prueba. 
 
 Dentro de nuestra legislación se contemplan algunos tipos de juicios: ordinario, verbal 
sumario, ejecutivo; cada uno con características propias ya que la finalidad que cada 
uno de ellos persigue es específica y se debe aplicar para cada caso en particular 































 Se debe realizar una gran campaña de difusión por parte de la administración de 
justicia para crear en la sociedad un nivel de conocimiento adecuado sobre los 
mecanismos alternativos para la solución de conflictos como lo es la mediación 
encaminada a que las relaciones jurídicas entre los ciudadanos sean atendidas y 
despachadas de manera oportuna sin dilaciones y de esta manera que se logre 
descongestionar a los Juzgados, generando que la administración de justicia se agilite 
y que los ciudadanos tengan confianza en los operadores de justicia.  
 
 Es recomendable el incremento al valor tope de la cuantía a veinte mil dólares de los 
Estados Unidos de Norteamérica, esto evitaría la acumulación de procesos de menor 
cuantía y la congestión de la administración de justicia en este tipo de procesos y a la 
vez permitiría que las costas por el esfuerzo y trabajo realizado en la tramitación de las 
causas por parte de los funcionarios sea compensado, evitando la demora en el 
despacho de las causas. 
 
 Es necesario que se cumplan los tiempos para cada tipo de diligencia que se lleve a 
cabo dentro del proceso de los juicios de menor cuantía, con la aplicación de la 
oralidad, la cual es un método óptimo para la reducción de tiempos, el mismo que ya 
se encuentra siendo utilizado en otras ramas del derecho y este tipo de juicio no debe 
ser la excepción.  
 
 Fortalecer institucionalmente a las administración de justicia con personal capacitado, 
sistemas de alta tecnología para evitar confusiones en cuanto a homónimos con el fin 
de mantener actualizada la base de datos porque se han presentado casos en los que se 
inicia un procedimiento a una persona quien no tiene ningún conflicto ni problema 
legal, ocasionando daños a terceros y trámites innecesarios.  
 
 Aplicar, respetar y cumplir en el área judicial los principios prescritos en la 
Constitución; tales como: generalidad, progresividad, eficiencia, legalidad, 
irretroactividad, equidad, transparencia, celeridad; ejerciendo efectivamente las 
normas del debido proceso. 
 
 Es urgente y necesario que toda la población conozca sobre las normas, derechos, 




ciudadanos con pleno conocimiento de sus derechos y obligaciones, esto evitaría que 
se vulneren derechos elementales que toda persona por cultura general debe saber, por 
lo que recomiendo que se dicte como materia de estudio en escuelas, colegios e 




























PROPUESTA Y BIBLIOGRAFÍA 
 
 
5.1   Justificación 
 
 
La presente propuesta dentro del trabajo investigativo es de gran importancia, ya que 
permitirá solucionar el problema de los procesos acumulados de menor cuantía en los 
juzgados civiles de la ciudad de Quito, ya que es de gran preocupación para todos las personas 
que en algún momento han acudido en busca de defender sus derechos y no han visto una 
solución eficaz por parte de la administración de justicia,  por cuanto no se da una atención 
breve, evidenciándose un gran desinterés hacia los trámites por este tipo de juicios, pues debo 
manifestar que en muchos de los casos no se cumplen con los términos que establece la ley 
para realizar las diligencias lo cual ocasiona vulneración de los derechos contraviniendo los 
principios de celeridad, oportunidad, eficacia. 
 
Es necesario que se reforme el art. 407 del Código de Procedimiento Civil 
incrementándose el valor  de la cuantía y así poder  descongestionar la administración de 
justicia que se encuentra  acumulada  por juicios de menor cuantía  a quienes no se ha podido 
atender  debido a que las costas no  compensan  el trabajo de los funcionarios. 
 
Con la propuesta a efectuarse se realizará una adecuada corrección al problema descrito  
para mejorar la administración de justicia y que las personas conozcan a través de la difusión 






5.2.1 Objetivo general 
 
 Descongestionar los juicios de menor cuantía que se encuentran saturados en la 
administración de justicia a través de la difusión de la mediación como instrumento 





5.2.2 Objetivos específicos 
 
 Diagnosticar la situación de la administración de justicia 
 Difundir el mecanismo de la mediación para la solución de conflictos 
 Establecer el proceso de mediación en casos de juicios de menor cuantía 




5.3.1 Beneficiarios directos 
 
Ciudadanía en general 
 
5.3.2 Beneficiarios indirectos 
 




Es posible la realización del proyecto, por cuanto se cuenta con el apoyo de los centros 
de mediación quienes abren las puertas a todas las personas que desean arreglar sus problemas 
judiciales a través de este mecanismo. 
 
5.4.1 Factibilidad interna 
 
La propuesta es factible internamente porque las  personas se sienten afectadas por la 
demora en cuanto a la tramitación de sus causas de menor cuantía.  
 
Así también es factible porque se tiene el acceso a las diferentes resoluciones 
administrativas expedidas por los diferentes Juzgados Civiles. 
 
5.4.2 Factibilidad externa 
 
Se cuenta con la predisposición del personal  del área civil  a la cual se tuvo acceso para 
realizar la correspondiente encuesta, en donde de forma unánime coinciden que es 





5.5    Descripción de la propuesta 
 
La propuesta de ascensión de la cuantía hasta 20.000 dólares, lo considero de gran 
importancia jurídica, no solo porque existe una necesidad que demanda un cambio urgente en 
la administración procesal de justicia con respecto al tema, sino además por la razón de que la 
actual cuantía considerada de hasta 5.000 dólares no cubre la participación de los sujetos 
procesales, el trabajo de los funcionarios judiciales.   
 
El Código Orgánico de la Función Judicial reformado al artículo 407 del Código de 
Procedimiento Civil debería ser de la siguiente manera: 
 
Art. 407.- Si se trata de demandas cuya cuantía no pase de veinte mil dólares de los 
Estados Unidos de América, se presentará ante la jueza o el juez de lo civil respectivo, 
acompañada de la prueba de que disponga el actor o anuncie la que deba actuarse en la 
audiencia de conciliación y juzgamiento. 
 
La jueza o el juez mandará citar al demandado, quien en el término de ocho días podrá 
contestar la demanda proponiendo excepciones, a las que acompañará la prueba de que 
disponga y anunciará la que deba actuarse en la audiencia de conciliación y juzgamiento. 
 
Transcurrido el tiempo señalado con o sin contestación, la jueza o el juez fijarán fecha 
para la audiencia de conciliación y juzgamiento la que se realizará no antes de tres días ni 
después de ocho días de la fecha de señalamiento. 
 
Si inasisten ambas partes a la audiencia de conciliación y juzgamiento, la jueza o el juez 
dará por concluido el proceso y dispondrá su archivo, al igual que si inasiste la parte 
demandante. Si inasiste el demandado, la jueza o el juez declarará su rebeldía, mandará en el 
mismo acto a practicar la prueba solicitada por el actor, y dictará su fallo. 
 
Si asisten las dos partes, la jueza o el juez promoverá la conciliación entre ellas. Si esta 
alcanza la totalidad del litigio, la jueza o et juez dictará sentencia aprobándola, de no 
contravenir a derecho. Si no hay acuerdo o si éste es parcial o no es homologado por ser 
contrario a derecho la jueza o juez dispondrá que a continuación se practiquen las pruebas que 
hayan sido solicitadas por las partes. 
 
En la audiencia, se recibirán las declaraciones testimoniales, la absolución de posiciones 




adjuntado; inmediatamente se concederá la palabra a las partes para que aleguen, comenzando 
por el actor. 
 
Si la audiencia se extiende más allá de las dieciocho horas, se suspenderá para 
continuarla en el día siguiente y así hasta concluirla. No podrá interrumpirse en ningún caso, 
salvo fuerza mayor, escuchados los alegatos, la jueza o el juez dictará en el mismo acto 
sentencia, la que será reducida a escrito y debidamente fundamentada en el término de 
cuarenta y ocho horas y se notificará a las partes en las veinticuatro horas siguientes. 
 
Únicamente se podrá apelar de la sentencia en efecto devolutivo. De la sentencia que 
dicte la corte provincial no cabrá recurso de casación ni de hecho. La corte provincial 
resolverá por el mérito de los autos, dentro del término de cinco días de recibido el proceso. 
 
El incumplimiento de los términos para sustanciar el procedimiento, será sancionado de 
conformidad con las disposiciones del Código Orgánico de la Función Judicial. 
 
A pesar de que pudo haber habido una buena intención del legislador al implementar 
esta nueva normativa, que buscó era descongestionar los servicios de la administración 
pública, en aquellos montos de menor cuantía que no sobrepasen los cinco mil dólares; en la 
práctica no se ha cumplido y estimo que al incrementar el valor de 5.000 dólares reformado en 
el COFJ al valor de 20.000 dólares, se podría conseguir una mejor aplicación de la ley en 
cuanto a la administración de justicia para este tipo de juicios.   
 
 
En mi propuesta sugiero también la gran necesidad de difundir y aplicar eficazmente  el 
medio alternativo de la mediación para solucionar estos conflictos de menor cuantía, por esta 




Los medios alternativos de resolución de conflictos están tornando cada vez mayor auge 
en el mundo, en especial la mediación la que a través de un procedimiento pacífico se logra 
poner fin las controversias, con la intervención de un tercero neutral llamado mediador, 
persona idónea y calificada quien en aplicación de las técnicas adquiridas y los conocimientos 
teóricos, es decir con capacidad  suficiente,  logra el acuerdo entre las partes que acuden a la 
mediación. El mediador no impone nada, solamente sugiere a las partes fórmulas de posibles 





En nuestro país la mediación se encuentra garantizada en la Constitución, carta 
fundamental del estado que en el Art. 190 garantiza a la mediación como medio alternativo de 
resolución de las controversias; lo que se equipara con la Ley Especial de Arbitraje y 
Mediación promulgada el cuatro de septiembre de mil novecientos noventa y siete y publicada 
en el Registro Oficial N. 145, lo que le da a la mediación el respaldo legal, la garantía que los 
acuerdos que constan en las respectivas actas tienen el efecto de sentencia ejecutoriada y de 
cosa juzgada y que inclusive se las hace efectiva mediante la vía de apremio, de ahí la 
seriedad, garantía y validez del procedimiento de mediación. 
 
La mediación cada vez se aplica con mayor frecuencia en la administración de justicia, 
así en muchos países del mundo constan incorporadas oficinas de mediación en las Cortes de 
Justicia, en unas obligatorias previo al juicio y en otras alternativa para solucionar en forma 
extrajudicial las controversias. En nuestro país encontramos oficinas de mediación en las 
Cortes Superiores de Justicia de las ciudades de Quito, Cuenca y Guayaquil, las que han 
logrado un buen resultado en la solución extrajudicial de los conflictos. 
 
Desde esta perspectiva veo conveniente hacer uso de la mediación en casos de juicios  
que impliquen una  menor cuantía, siendo este un modo especial pacífico de resolver 
conflictos entre los seres humanos, para lograr conjuntamente enaltecer los principios de 
equidad y justicia que debe ser la premisa fundamental para lograr la anhelada paz social. 
 
La mediación podrá proceder: 
 
a) Cuando exista convenio escrito entre las partes para someter sus conflictos a 
mediación. Los jueces ordinarios no podrán conocer demandas que versen sobre el conflicto 
materia del convenio, a menos que exista acta de imposibilidad de acuerdo o renuncia escrita 
de las partes al convenio de mediación. En estos casos cualesquiera de ellas puede acudir con 
su reclamación al órgano judicial competente. Se entenderá que la renuncia existe cuando 
presentada una demanda ante un órgano judicial el demandado no opone la excepción de 
existencia de un convenio de mediación. El órgano judicial deberá resolver esta excepción 
corriendo traslado a la otra parte y exigiendo a los litigantes la prueba de sus afirmaciones en 
el término de tres días contados desde la notificación. Si prosperare esta excepción deberá 
ordenarse el archivo de la causa, caso contrario se sustanciará el proceso según las reglas 
generales; 
 





c) Cuando el juez ordinario disponga en cualquier estado de la causa, de oficio o a 
petición de parte, que se realice una audiencia de mediación ante un centro de mediación, 
siempre que las partes lo acepten. 
 
Si dentro del término de quince días contados desde la recepción por parte del centro de 
la notificación del juez, no se presentare el acta que contenga el acuerdo, continuará la 
tramitación de la causa, a menos que las partes comuniquen por escrito al juez su decisión de 
ampliar dicho término. 
 
El procedimiento de mediación concluye con la firma de un acta en la que conste el 
acuerdo total o parcial, o en su defecto, la imposibilidad de lograrlo. 
 
En caso de lograrse el acuerdo, el acta respectiva contendrá por lo menos una relación 
de los hechos que originaron el conflicto, una descripción clara de las obligaciones a cargo de 
cada una de las partes y contendrán las firmas o huellas digitales de las partes y la firma del 
mediador. 
 
Por la sola firma del mediador se presume que el documento y las firmas contenidas en 
éste son auténticos. 
 
El acta de mediación en que conste el acuerdo tiene efecto de sentencia ejecutoriada y 
cosa juzgada y se ejecutará del mismo modo que las sentencias de última instancia siguiendo 
la vía de apremio, sin que el juez de la ejecución acepte excepción alguna, salvo que las que se 
originen con posterioridad a la suscripción del acta de mediación. 
 
Si el acuerdo fuere parcial, las partes podrán discutir en juicio únicamente las 
diferencias que no han sido parte del acuerdo. En el caso de que no se llegare a ningún 
acuerdo, el acta de imposibilidad firmada por las partes que hayan concurrido a la audiencia y 
el mediador podrá ser presentada por la parte interesada dentro de un proceso arbitral o 
judicial, y esta suplirá la audiencia o junta de mediación o conciliación prevista en estos 
procesos. No obstante, se mantendrá cualquier otra diligencia que deba realizarse dentro de 
esta etapa en, los procesos judiciales, como la contestación a la demanda en el juicio verbal 
sumario. 
 
En los asuntos de menores y alimentos, el acuerdo a que se llegue mediante un 




principios generales contenidos en las normas del Código de la Niñez y Adolescencia y otras 
leyes relativas a los fallos en  estas materias. 
 
La justicia de paz es una instancia de la administración de justicia que resuelve con 
competencia exclusiva y obligatoria los conflictos individuales, comunitarios, vecinales o 
contravenciones que sean sometidos a su conocimiento, procurando promover el advenimiento 
libre y voluntario de las partes para solucionar el conflicto, utilizando mecanismos de 
conciliación, diálogo, acuerdos amistosos y otros practicados por la comunidad para adoptar 
sus decisiones.  
 
5.6 Fases del proyecto 
 
5.6.1  Identificación del problema 
 
Según el art. 407 del C.P.C.  sobre los juicios de menor cuantía  se basa en la necesidad 
de ayudar a la administración de justicia para que sea aplicada con celeridad y defender la 
integridad de las personas y sus bienes; de esa forma poder proteger sus derechos civiles, 
sobre todo, el de tener una administración de justicia eficiente y oportuna que resuelva sin 
demoras innecesarias sus controversias.  
 
Sin embargo, el sistema de administración de justicia en nuestro país ha venido 
sufriendo de un gran colapso, no solamente en el área civil sino también en otras áreas, 
presentando serias dificultades en la aplicación de la ley. 
 
Se hace imprescindible llegar a conclusiones que determinen la efectividad y 
aplicabilidad de estos trámites abreviados que, según lo determina la ley, tienen como 












5.6.2 Cronograma de actividades 
 
No. Actividades Julio Agosto Septiembre Octubre 
    1 2 3 4 1 2 3 4 1 2 3 4 1 2 3 4 
1 Identificación del Problema                 
2 Diseño o formulación del proyecto                 
3 Recolección de Información                 
4 Diagnóstico de la situación                 
5 Ejecución del proyecto                 
6 Seguimiento y evaluación                 
Fuente: Lourdes Ximena Leiva Sarango 
5.6.3   Presupuesto 
 
     Recursos Financieros 
INSUMOS CANTIDAD USD$ 
Recursos de la autora 2000,oo 
GASTOS  




Cámara de fotos 150,oo 
Impresiones color 90,oo 
Imprevistos 120,oo 
TOTAL GASTOS 1260,oo 






Autora de la Investigación 






5.8 Ejecución del proyecto  
  
 Una vez que se haya conseguido difundir sobre el recurso de mediación para la solución 
de conflictos de menor cuantía a través de los organismos competentes, se llevará a la práctica 
lo previsto en las fases anteriores. 
 
Aquí esperamos lograr la transformación de la realidad que vive la administración de 
justicia que es gran carga procesal hacia un servicio más eficaz para el ciudadano garantizando 
que se cumplan sus derechos de obtener una justica con celeridad y confiable.  
 
Por tanto se requiere de la capacidad de los interventores y voluntarios para programar, 
gestionar y coordinar las actividades y llevar a cabo las decisiones de manera acertada, 
también se diseñará los planes operativos y se designarán las funciones y roles de cada uno de 
los participantes en el proyecto, se contará con la buena comunicación entre las partes, 
convirtiéndose en una fortaleza para el presente proyecto y garantizando el éxito para el 
mismo.  
 
 Con respecto a la tutela jurídica para la ejecución del proyecto estará a cargo de los 
operadores de justicia y se aplicarán principios jurídicos como son la celeridad, equidad, 





 De realizarse positivamente lo que planteo dentro de esta propuesta causaría impacto en 
el exceso de la carga procesal, esta se reduciría satisfaciendo y solucionando el problema que 
atraviesan los juzgados de justicia, también con la ejecución del proyecto se conseguiría 
beneficios para los ciudadanos porque a través de la mediación solucionarían muchos 
conflictos de menor cuantía, que yendo por la administración de justicia se hacen lentos 
produciendo un gasto innecesario. 
 
Otra perspectiva que se cumpliría sería que de incrementarse la cuantía tope, se 
cubriría la participación de los sujetos procesales, el trabajo de los funcionarios judiciales, 
contribuyendo de esta manera con la reducción de la corrupción existente en este tipo de 
juicios ayudando así a dar una mayor celeridad a los mismos. 
 
También con la propuesta de recurrir a la mediación como medio alternativo para la 




resolverlos, para lograr conjuntamente enaltecer los principios de equidad y justicia que debe 
ser la premisa fundamental para lograr la anhelada paz social. 
 
5.10  Evaluación 
 
De las personas encuestadas un gran porcentaje del 80% considera que el procedimiento 
al trámite de menor cuantía es poco y nada eficaz.  Esto refleja que la tramitación al proceso 
de menor cuantía requiere de un mejor manejo en cuanto a su procedimiento garantizando su 
celeridad. 
 
De acuerdo a los resultados obtenidos de la encuesta el 60% de los encuetados están 
bastante de acuerdo con el criterio de que las causas ordinarias cuya cuantía menor a cinco mil 
dólares generan confusión en la tramitación, mientras que el 23% señalan  que este tipo de 
causas no generan confusión y el 17% opina que generan poca confusión. 
 
Se pudo evidenciar que con respecto al criterio de que las causas ordinarias cuya cuantía 
menor a cinco mil dólares generan confusión en la tramitación, es por el monto establecido en 
la ley. 
 
El art. 407 del C.P.C. presenta desorden y gastos que no compensan el trabajo realizado 
por los funcionarios, los cuales podrían evitarse acudiendo a mecanismos alternativos de 
solución. 
 
Gran parte de los encuestados creen que son bastante  quebrantados los  principios de 
celeridad procesal, preclusión y concentración dentro de este proceso. Pues considero que 
dentro de todo proceso judicial es necesario respetar y garantizar los principios de la 
administración de justicia para que exista mayor confianza y credibilidad hacia la misma. 
 
Casi las tres terceras partes de los encuestados creen bastante acerca de que el 
incremento de la cuantía en procesos ordinarios permitirá la descongestión de este tipo de 
causas mejorando así el sistema de administración de justicia. Considero necesario que se 
produzca el mencionado incremento al monto establecido dentro de los procesos ordinarios de 
menor cuantía con el fin de descongestionar y brindar una justicia oportuna a los ciudadanos 





Es menester tomar en consideración la participación de los sujetos procesales y el 
trabajo de los funcionarios judiciales, por lo que sería recomendable elevar la cuantía para así 
acelerar los procesos y descongestionar el sistema judicial.  
 
Con un porcentaje mayor del 67% los encuestados respondieron que la gran carga 
procesal que soportan los juzgados civiles, impide bastante que los procesos de mínima 
cuantía se realicen sin interrupciones. Pues la gran carga procesal existente en el sistema 
judicial debido a causas por trámites de menor cuantía es significativa y ocasiona 
indudablemente interrupciones que afecta el desempeño óptimo de los funcionarios y 
perjudica al ciudadano. 
 
De acuerdo a los resultados obtenidos de la encuesta, más de la tercera parte, expresaron 
que sería bastante conveniente que los trámites de mínima cuantía puedan ser solucionados 
con mayor eficacia aplicando el procedimiento de Mediación, a la vez que el 17% manifestó 
que acudir a la mediación ayudaría poco para solucionar este tipo de procesos a través de la 
mediación y un 6% considera que no ayudaría en nada. Considero que la Mediación sería un 
mecanismo adecuado para la solución de los procesos por juicios ordinarios de mínima 
cuantía, con lo que se contribuiría al descongestionamiento del sistema judicial en beneficio de 
la sociedad. 
 
Por otra parte también se debería escuchar y solucionar  las quejas realizadas por los 
usuarios debido a la mala aplicación de la normativa por parte de los jueces, garantizando el 
derecho de acceso a la justicia establecido en nuestra constitución. 
 
También considero oportuno y necesario que se difunda el procedimiento de la 
mediación como medio apropiado para la solución de conflictos de este tipo de causas para el 
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Anexo No. 2 Análisis del Juicio Civil Ordinario 
 
 
ACTOR: DORIS PLATA ARDILLA 
 
DEMANDADO: FRANCISCO MARCELO RIBADENEIRA SERRANO 
 
La actora en calidad de acreedora amparada en el Art. 407 del C.P.C. demanda en juicio 
Ordinario el pago del capital adeudado, los intereses legales vencidos hasta la fecha de la 
cancelación, costas judiciales y honorarios de su defensor. 
Acompaña a su demanda como prueba una letra de cambio por el valor de CUATRO MIL 
DÓLARES ($4000USA). 
 
La cuantía la fija en la cantidad de NOVECIENTOS NOVENTA DÓLARES. 
 
Mediante providencia de 23 de agosto del 2012, las 10H03 el Juez Vigésimo Quinto de lo 
Civil de Pichincha avoca conocimiento de la causa calificando la demanda como clara, 
precisa, completa por reunir los requisitos establecidos en la Ley. Disponiendo se dé el trámite 
Ordinario y la citación del demandado, a fin de que en el término de ocho días proponga 
excepciones de conformidad con lo que dispone el Art. 407 del C.P.C. inciso segundo, 
reformado y publicado en el Suplemento al Registro Oficial No. 544 de fecha 9 de marzo del 
2009. 
 
Mediante sentencia dictada el 1 de febrero del 2013, las 12H43 el Juez Vigésimo Quinto de lo 
Civil de Pichincha acepta la demanda y dispone que el demandado pague a la actora el valor 
constante en la letra de cambio, esto es por CUATRO MIL DÓLARES DE LOS ESTADOS 
UNIDOS DE AMÉRICA, más el interés legal desde el 17 de abril del 2012 hasta la total 
cancelación de la obligación. Con costas en cincuenta dólares regula los honorarios del 
abogado de la parte actora, debiendo descontarse el porcentaje establecido en la Ley de 
Federación de Abogados.  
 
LA CORTE PROVINCIAL DE PICHINCHA, SEGUNDA SALA DE LO CIVIL, 
MERCANTIL, INQUILINATO Y MATERIAS RESIDUALES en sentencia dictada el 27 de 
junio del 2013, a las 08H33, ante el recurso de apelación interpuesto por el demandado 
deshecha el recurso de apelación y confirma en lo principal la sentencia venida en grado y se 
la reforma únicamente  cuando esta sala dispone que el demandado pague el interés calculado 





Al valorar las pruebas el juez de segunda instancia inadmite la excepción de  ilegitimidad de 
personería ya que la actora comparece por sus propios derechos sin que se demuestre 
incapacidad procesal.  
 
El demandado no planteó como excepción la prescripción de la acción, dicho argumento fue 
introducido en el escrito de apelación por tanto no es considerado por la  Sala. 
 
Se rechaza la excepción de la incompatibilidad de acciones porque no se da en este proceso.  
 
LA CORTE NACIONAL DE  JUSTICIA. SALA DE CONJUECES DE LO CIVIL Y 
MERCANTIL el 14 de febrero del 2014, a las 10H00 al no encontrarse presentes en forma 
concurrente y simultánea los requisitos previstos por el Art. 6 de La Ley Casación  
RECHAZA el recurso de casación propuesto por el demandado. 
 
El demandado ha propuesto ACCIÓN EXTRAORDINARIA DE PROTECCIÓN contra el 
auto de 14 de febrero del 2014 dictado por la Corte Constitucional de Justicia.   
 
El Art. 407 C.P.P. textualmente manifiesta: “Trámite para las demandas de cuantía menor a 
veinte dólares.- Las demandas si se trata de juicios cuya cuantía, no pase de veinte dólares de 
los Estados Unidos de América, se presentarán ante el Juez de lo Civil respectivo quien 
mandará citar al demandado para que conste dentro del segundo día. Si el demandado 
propusiere excepciones que deban probarse, o la demanda se fundare en hemos justificables, 
se concederá el término probatorio de tres días. Vencido este término, se pronunciará 
sentencia. De la sentencia se concederá recurso de apelación  para ante el Superior, quien 
fallará por el mérito de los autos. Su decisión causará ejecutoria. 
 
En los juicios de que trata este artículo, exceptuando el juicio de tercería, no se admitirá ni 
tramitará incidente alguno que tienda a impedir, detener o alterar el curso del juicio, y el 
quebrantamiento de esta prohibición será castigado en la forma que prescribe el Art. 293.  
 
El Art. 60 del C.P.C. dice: “Forma de fijar la cuantía.- El juez sustanciará la causa según la 
cuantía fijada por el actor. 
 
Para fijar la cuantía de la causa se tomarán los  intereses líquidos del capital, los que 
estuvieren pactados en el documento con que se proponga la demanda, y los frutos que se 





En el presente caso la actora fundamentó su demanda en el Art. 407 del C.P.C., y fue 
calificada aceptándola a trámite, sin embargo de que textualmente este artículo se refiere al 
trámite para las demandas de cuantía de menor a veinte dólares”. Y la letra de cambio es por el 
valor de CUATRO MIL DÓLARES DE LOS ESTADOS UNIDOS DE NORTEAMÉRICA, 
se la aceptó a trámite en juicio ordinario hasta concluir con las sentencias en las instancias 
correspondientes y con el pronunciamiento emitido por la Corte Nacional de Justicia en el 
recurso de casación, favorables a la actora.  
 
Se debería hacer una reforma en esta disposición en lo que corresponde a la cuantía que es 
muy ínfima menor a veinte dólares que para involucrarse en un juicio por veinte dólares, 
sujetándose tal y cual como está escrito en la Ley es muy poco, no obstante la demanda fue 
aceptada a trámite. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
